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UNIDAD I.

PRINCIPIOS GENERALES DE LA TEORIA GENERAL DEL PROCESO.

1.- La organización del Estado.

     Desde la época antigua se ha reconocido al hombre agrupado actuando frente a la naturaleza por medio de grupos primitivos donde hubo cierta organización; la historia recoge las primeras formaciones sociales permanentes en Egipto, cerca del año 6000 A.C, y es a partir de entonces cuando se conoce como polis, ciudad, república, a la agrupación humana asentada en un territorio con cierto orden y determinada actividad y fines.1
     La palabra Estado se deriva de la palabra stato, stare, status, que significa situación de permanencia, orden permanente o que no cambia.

      A través de los tiempos diversos sociólogos, filósofos y politólogos se han dado a la tarea de explicar al Estado como una realidad social y jurídica , tratando de definirlo a través de lo que se considera son sus elementos, Acosta Romero considera que el ESTADO es: "la organización política soberana de una sociedad humana establecida en un territorio determinado, bajo un régimen jurídico, con independencia y autodeterminación, con órganos de gobierno y de administración que persiguen determinados fines mediante actividades concretas.

     Los elementos que se reconocen para establecer la existencia de un Estado son:

Población: se trata de una agrupación humana establecida en sociedad.

Territorio: se trata de la realidad físico-geográfica donde se establece la agrupación humana.
Gobierno: representa la estructura, la autoridad dentro de un territorio habitado por una agrupación de individuos.
     Los fines del Estado se realizan a través de su propia actividad, se establece que la concreción de éstos son los fines de los individuos: el bienestar común, el cual se manifiesta en actividades relativas a la afirmación de su propia existencia , a la seguridad y desenvolvimiento de su poder, así como establecer el derecho y ampararlo , y favorecer la cultura; es así como existen fines de orden general - bien común -, y de orden particular - se hace referencia según las necesidades y condiciones de cada país.2
1.- Alacalá Zamora, Castillo Niceto. Derecho Procesal Mexicano, Ed. Porrúa, México D.F. 1986.

2.- Idem. Pag 98.

     Para llevar a cabo esos fines el estado tiene diversas actividades que pueden ser de policía, servicio y fomento. Las formas de Estado son los modos de estructurarse respecto a todos sus elementos constitutivos; y la forma de gobierno hace referencia a los órganos que ejercen el poder.

     Las formas de gobierno más comunes son :

Limitada: el poder del soberano se encuentra limitado por 

La ley fundamental, es decir, una Constitución

Monarquía
Absoluta: el poder lo ejerce una sola persona el rey

Aristocrática: sólo parte del pueblo ejerce el poder -aristocracia -

República
Democrática: se supone que todo el poder lo ejerce el pueblo.

Dictatorial:    la autoridad se concentra en una sola persona.
     La personalidad jurídica del estado nace con el ente social, esto es, al constituirse un estado independiente, soberano y autodeterminarse, se hace susceptible a tener derechos y obligaciones.

Se explica la personalidad del Estado mediante dos teorías:

La que habla de una doble personalidad, esto es cuando el estado actúa como ente soberano teniendo relaciones con otros estados - derecho público -; y cuando se relaciona con particulares para celebrar contratos sujetos al derecho civil - Derecho Privado -;

La que considera que el estado tiene personalidad pero expresada en dos voluntades, siendo una de Derecho público y otra de Derecho privado.
 Por lo anterior, se considera que el estado al ser una realidad social a la que le corresponde una realidad jurídica consistente en ser una persona jurídica colectiva de Derecho Público capaz de ejercer derechos y obligaciones, por lo que se encuentra establecida en la Constitución; dicha personalidad jurídica surge en el momento en que el Estado es independiente y soberano, que cuenta con una sola voluntad la cual ejerce a través de sus órganos que el sistema jurídico establece para que emita su voluntad.

La organización del Estado Mexicano.

Después de analizar grosso modo la organización del Estado respecto conceptos generales, analizaremos los elementos del gobierno aplicado a nuestra realidad.

La población.
La conforman todos los mexicanos ya sea por nacimiento  o por naturalización .

El territorio.
     La Federación está integrada por treinta y  un Estado y un DF, islas de Guadalupe y Revillagigedo, así como las islas adyacentes en ambos mares.


El gobierno.
     Se trata de una república representativa, democrática y federal, compuesta de Estados libres y soberanos, en lo que respecta a su régimen interior, pero nidos por una Federación.

     Los niveles en que se da la actividad del Estado son:

Federal.
Poder Ejecutivo: reside en el Presidente de la República y es auxiliado en sus funciones por las secretarías y departamentos de Estado, por la PGR, por el Gobierno del DF, así como los organismos descentralizados, empresas del Estado y fideicomisos públicos.

Poder legislativo: recae en el Congreso de la Unión, el cual está conformado de manera bicameral, existiendo una cámara de Senadores y otra de Diputados.

Poder judicial: el cual se estructura por la SCJN, Consejo de la Judicatura Federal, Tribunales Colegiados de Circuito, Tribunales Unitarios, Juzgados de Distrito.

Estatal.
Poder Ejecutivo: se deposita en el Gobernador del Estado, quien cuanta con órganos administrativos para cumplir con sus fines.

Poder Legislativo: recae en el Congreso estatal, y a diferencia del nivel federal, se habla de sólo diputados.

Poder Judicial: el cual se estructura mediante un S.T.J.E. Consejo General Judicial, juzgados de primera instancia, menores y de paz.

Municipal.
Poder ejecutivo: Presidente municipal, también cuenta con órganos de apoyo administrativo

Poder legislativo: cabildo

Poder judicial: juzgados municipales

     En cualquiera de las esferas antes mencionadas se realiza una función determinada, pero en algún momento realizan alguna de las funciones que pertenece a los otros poderes; siempre debe tomarse en cuenta la naturaleza del acto que se realiza para identificar el poder que lo realiza.

1.2 LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL

La Función Jurisdiccional es la actividad que ejercen órganos del Estado independientes o autónomos, a través del proceso, para conocer de los litigios o controversias que les planteen las partes y emitir su decisión sobre ellos; así como para, en su caso, ordenar la ejecución de dicha decisión o sentencia. 
 

Comprende:

· Creación de Órganos Encargados de Administrar Justicia



· Determinación de sus Facultades

· Fijación de las Reglas para la Tramitación de los Juicios
 
Para que los órganos del Estado puedan desempeñar la Función Jurisdiccional, es indispensable que posean:

· Independencia (tribunales judiciales)

· Autonomía Funcional (en el caso de los tribunales no judiciales)

 
La Función Jurisdiccional se desenvuelve a través de dos actividades fundamentales:

· La Cognición
Conocimiento
Decisión

· La Ejecución Forzosa. 

               proceso

 
La Demanda Judicial es:
· Primer acto que abre o inicia el proceso

· Primer acto provocatorio de la Función Jurisdiccional
· Primer momento en el que se ejerce la acción

· La actividad concreta del particular frente a los órganos de administración, frente a los tribunales o jueces

· trascendencia Jurídica

 
Siguiendo las ideas de Alcalá—Zamora y Couture:

1.- Elementos Subjetivos:

· El Juzgador (titular de la función)
· Las dos Partes (actor o acusadora y demandada o acusada) 

2.- Elemento Objetivo:
Litigio o conflicto entre partes de trascendencia jurídica
3.- Elemento Estructural:

                    El Proceso
4.- Cualidad del Resultado:
La Sentencia que pronuncia el Juzgador en ejercicio de la Función Jurisdiccional, una vez concluidas o no utilizadas oportunamente las impugnaciones, obtiene una cualidad que sólo ella puede lograr: la Autoridad de la Cosa Juzgada

La función jurisdiccional es la actividad que ejercen órganos del Estado independientes o autónomos, a través del proceso, para conocer de los litigios o controversias que les planteen las partes y emitir su decisión sobre ellos; así como para, en su caso, ordenar la ejecución de dicha decisión o sentencia.
 
La función jurisdiccional comprende la creación de órganos encargados de administrar justicia, la determinación de sus facultades y la fijación de las reglas para la tramitación de los juicios; pero, para el derecho procesal, la jurisdicción se refiere a la facultad conferida a ciertos órganos para administrar justicia en los casos litigiosos. Es entonces, la actividad con que el Estado provee a la protección de un derecho subjetivo violado o amenazado. 


Naturaleza jurídica de la jurisdicción.-

 
Con la finalidad de explicar la naturaleza jurídica de la jurisdicción, los doctrinistas la vinculan al concepto de acción y a la función de la sentencia, como se aprecia a continuación:

a) José Chiovenda, sostuvo que jurisdicción es: “La función del Estado que tiene por fin la actuación de la voluntad concreta de la ley mediante la sustitución, por la actividad de los órganos públicos, de la actividad de los particulares o de otros órganos públicos, sea al afirmar la existencia de la voluntad de la ley, sea al hacerla prácticamente efectiva”. (4)

b) La función jurisdiccional se desenvuelve a través de dos actividades fundamentales:

1. La cognición, que incluye tanto el conocimiento del juzgador acerca del litigio planteado por las partes, como la decisión que aquél emite sobre dicho conflicto, a través de la sentencia.
Eventualmente, la ejecución forzosa de la sentencia, en caso de que la parte condenada no cumpla, de manera voluntaria, el mandato contenido en aquélla. 
Como señala Calamandrei, “la cognición se dirige a la declaración de certeza en un mandato individualizado. . . y se expresa en una decisión; la ejecución (forzosa) trata de hacer que el mandato individualizado. . . sea prácticamente ejecutado.

 
La doctrina procesal acepta pacíficamente que la función jurisdiccional se desenvuelve, en primer término, a través de la cognición. En ejercicio de esta función, el juzgador debe tomar conocimiento del conflicto, a través de las afirmaciones de hecho y las argumentaciones jurídicas expresadas por las partes y, sobre todo, con base en las pruebas aportadas en el procesa; y también debe resolver el litigio, en forma congruente con las acciones y excepciones hechas por las partes.

 
Desde el punto de vista procesal, la jurisdicción es una función que ejerce el Estado cuando entre dos parte media un conflicto de intereses, para resolverlo como tercero imparcial, con el fin de procurar la actuación de la ley. 

 
De lo expuesto anteriormente, resulta evidente que la finalidad de función jurisdiccional es la solución de litigios o controversias, mediante la aplicación del derecho. No se debe confundir la ley con el derecho; aquélla es sólo una de las varias fuentes de éste. De acuerdo con el pensamiento de Couture, el significado técnico y preciso del vocablo jurisdicción, es el de “función pública de hacer justicia”.


La función jurisdiccional sólo se realiza por medio del proceso. Esto significa que dicha función sólo se puede poner en movimiento, una vez que la parte actora o acusadora haya iniciado el ejercicio de la acción; y que la propia función sólo se puede desenvolver, canalizar, encauzar, precisamente a través de ese método dialéctico de debate, de acciones y excepciones, de discusión sobre hechos y fundamentos de derecho, de conocimiento y resolución de litigios, que es el proceso.


En cuanto al proceso, la función jurisdiccional es el complejo de actividades de aquellos sujetos, órganos jurisdiccionales y partes, encaminado al examen y atención, en su caso, de las pretensiones que una parte esgrime frente a la otra. 


la demanda judicial: 

 
La demanda podemos conceptuarla como el primer acto que abre o inicia el proceso. La demanda es el primer acto provocatorio de la función jurisdiccional, es el primer momento en el que se ejerce la acción y debe entenderse como la actividad concreta del particular frente a los órganos de administración, frente a los tribunales o jueces. 


El hecho de que la demanda se presente no hay que confundirlo con el hecho de que la demanda se elabore. La trascendencia jurídica procesal se viene a manifestar cuando se lleva ese escrito de demanda y se entrega al tribunal;. . . la demanda es importante como acto de provocación de la función jurisdiccional y como primer acto mediante el cual el actor provoca precisamente la función jurisdiccional, echa a andar la maquinaria del proceso. 

  
Siguiendo las ideas de Alcalá—Zamora y Couture:

1. Elementos Subjetivos:

En la función jurisdiccional intervienen tres sujetos principales: el juzgador, que es el titular de la función, y las dos partes; la que pretende (actora o acusadora) y aquella contra quien se pretende (demandada o acusada). Una condición esencial para el ejercicio de la función jurisdiccional, según hemos visto, es la independencia institucional del juzgador o, al menos, su autonomía funcional. Una condición indispensable para que se ponga en movimiento la función jurisdiccional, consiste en que la parte actora o acusadora ejerza la acción ante el juzgador.

2. Elemento Objetivo:

El objeto sobre el cual se ejerce la jurisdicción es un litigio o conflicto entre partes de trascendencia jurídica. Este litigio normalmente se manifiesta por la pretensión e una de las partes y la resistencia de la otra;. . . el juzgador debe ejercer su función partiendo del supuesto de la existencia del litigio.

3. Elemento Estructural:

La función jurisdiccional sólo se puede desarrollar a través del proceso.

2. Cualidad del Resultado:

La sentencia que pronuncia el juzgador en ejercicio de la función jurisdiccional, una vez concluidas o no utilizadas oportunamente las impugnaciones, obtiene una cualidad que sólo ella puede lograr: la autoridad de la cosa juzgada.
 
El procedimiento arbitral es un genuino proceso y en él se desenvuelve propiamente hablando la función jurisdiccional.

 La facultad concedida por el artículo 941 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal al juez de lo familiar, para intervenir de oficio en los asuntos que afecten a la familia, especialmente tratándose de menores y de alimentos, decretando 


Las medidas que tiendan a preservarla y a proteger sus miembros, puede 
 llegar a implicar una intervención exagerada del Estado en la vida de los  
particulares, además de que puede cuestionarse la posibilidad de que un 
juez de lo familiar iniciara un proceso, sin que hubiera previamente una 
petición de parte, pues esto llegaría a desnaturalizar la propia función 
jurisdiccional que, por esencia y principio, no puede desenvolverse sino 
mediante dicha petición de parte o excitación. 

1.3.-  EVOLUCIÓN HISTÓRICA DE LA TEORÍA GENERAL DEL PROCESO.

a.) Periodo Primitivo.

b.) Escuela Judicialista.

c.) Tendencia de los Prácticos.

d.) Procedimentalismo.

e.) Procesalismo Científico.

f.) Procesalismo germánico.

g.) Procesalismo Italiano.

h.) Procesalismo Español.

i.) Procesalismo ibero- americano.

Se admite en general que el derecho procesal como ciencia arranca de oscar Bullow, que vendría a significar de ese modo que esta ciencia nace en este momento pues es ya mas antigua por lo que La Teoría General del Proceso empezó a formarse a partir del llamado Procesalismo Científico, pero antes de hablar de esta corriente del pensamiento Jurídico- Procesal, se debe tratar las distintas escuelas o periodos por lo que la misma ha atravesado para conocer de esta manera su evolución.


EL PERIODO PRIMITIVO.- Escuela Juridicialista, tendencia de los Prácticos Españoles, procedimientalismo y procesalismo científico, podemos decir que el primero no tiene una nacionalidad determinada; la segunda es fundamentalmente Italiana; la tercera como su nombre lo indica es meramente Española; el cuarto es esencialmente francés y el Quinto es de origen completamente alemán.


La evolución Histórica  de la teoría general del Derecho Procesal, así pues empezaría a formarse en el Periodo Primitivo.-  Esta periodo abarca desde los tiempos mas remotos conocidos, hasta el siglo XI de la era cristiana.


En el no encontramos, propiamente hablando obras de corte estrictamente jurídico procesal, solo se podrán encontrar meras referencias al proceso Judicial pero no como objeto de estudio por ejemplo; El antiguo Código de Amurabi en Mesopotamia  y en las antiguas Leyes de Manú en la India, otro ejemplo es la Biblia en sus Leyes Mosaicas, Grecia antigua encontramos Igualmente nociones sobre la Justicia y su funcionamiento pero no mas.


A pesar de haber sido la antigua roma la cuna de uno de los grandes sistemas jurídicos del mundo occidental, NO se hallan obras especificas sobre Proceso, aunque si Jurídicas de Gran Valor en las que se tratan obras procesales; 

· Institutas de gayo.

· Obras de Cicerón.

· Institutas de Justiniano.

· El Digesto.

· Corpus Juris Civiles.


En esta etapa se puede decir que el derecho Sustantivo y el Derecho Adjetivo, no se encuentran divididos y no se puede hablar de un derecho del Proceso o un derecho procesal aun cuando ya existen verdaderos compendios de obras Jurídicas.


LA ESCUELA JUDICIALISTA.- Surgirá en Bolonia, en los siglos XII y XIII.


Los rasgos de esta escuela, son los compendios  de los juristas que pertenecen a esta escuela y que tendrán los siguientes rasgos.


1.- Destacan los conceptos de Juicio como sinónimo de proceso. Es por ello que Alcalá Zamora, le da este nombre de Judicialista.  


2.- En esta etapa el proceso ya es dividido en etapas.


3.- Las obras de proceso se basan en el Derecho Común o Italiano o Medieval.

 Dentro de esta escuela podremos mencionar a TANCREDO, quien sobre la materia procesal escribe ya una obra llamada ORDEN JUDICIAL., así como durante, QUIEN PUBLICA UNA DE LAS PRIMERAS LEYES PROCESALES, que trata sobre el proceso Civil y el Proceso Penal.

TENDENCIA DE LOS PRÁCTICOS.- La variante española de esta tendencia se extiende desde el Siglo XVI hasta ya entrado el XIX. En esta etapa sus rasgos principales era que la materia procesal se consideraba mas bien como arte que como ciencia.

Se presta mucha atención al estilo y a los usos, predominando las opiniones de los juristas, incluidos en los procesos legales, encontrándose un nacionalismo extremo, la mayoría de los autores Importantes tienen la cualidad de prácticos en la abogacía y suelen escribir sus obras en castellano y no en latín como entonces se usaba, eso fue considerado como un gran avance. En todas estas obras predomina la voz practica forense o judicial o la latina praxis, algunos autores son;

Monterroso.- Practica Civil y criminal e instrucción de escribanos.

Francisco Salgado de Somoza; Laberinto del concurso de Acreedores.

José Ferrero.- Instrucción practica para Litigantes.

PROCEDIMENTALISMO.- Esta corriente surge en la primera decena del Siglo XIX, que surge a raíz de la de la codificación Napoleónica, aparece por dos causas principalmente una Política y otra Jurídica, toda vez que esta corriente surge a raíz  de la revolución francesa, misma que tubo un gran Impacto en los Juicios Criminales y en las doctrinas de las Pruebas.

La codificación napoleónica separa la legislación procesal, tanto civil como penal, de los respectivos cuerpos legales sustantivos es en esta momento de la historia en donde el derecho Sustantivo y el Derecho Adjetivo se separan.

En cuanto al proceso Penal esta corriente combina es sistema acusatorio Ingles con el Inquisitivo francés, como consecuencia directa del movimiento  emprendido por Montesquieu, Voltaire y Rousseau, pensamiento que se ve reflejado en el libro de los Delitos y las Penas.

En cuanto a las pruebas, se sustituye el sistema legal o tasado de la aparición de las pruebas, que el tipo inquisitivo penal aplicaba, por el de la libre apreciación de las pruebas, lo que da origen a que se desencadenen o empiecen a aparecer muchas obras en cuanto al valor de las pruebas y el como recabarlas.

En esta etapa de la evolución por primera vez se separa el derecho procesal y el derecho sustantivo, aun cuando el desarrollo de las obras surgidas en esta etapa es meramente descriptivo de comentario a la ley y alguna de sus concepciones están todavía ligadas a las del derecho sustantivo.

Los temas fundamentales que tratan son la organización de los tribunales, la competencia de los tribunales, el procedimiento judicial; los principales autores de esta etapa son Franceses pero no se descartan también los españoles.

En materia Penal.- Faustin Helie, quien escribió un tratado de de Instituciones criminales.

En materia civil el español.- José de Vicente.

Luigi Mattirola fue uno de los primero procesalistas italiano al que nos referimos al tratado de derecho Judicial Civil.

POCESALISMO CIENTÍFICO.- No existe una unanimidad de procesalista que definan cuando nace esta corriente doctrinal, pero la mayoría de los autores concordarían que fue a partir de 1868, año en el que se publica el celebre libro de Oskar Von Vulgo; la teoría de las excepciones procesales  y los presupuestos procesales, esta obra provoca un movimiento científico procesal al concebir al Proceso como una Relación Jurídica que se debe de desenvolver progresivamente y paso a paso, con esto se ocasiono los siguientes cambios; la Independización del Derecho Procesal , el examen de los conceptos primordiales procesales y el surgimiento de de la Teoría del Derecho Procesal. 

Cuando afirmo que el derecho procesal tal y como ahora lo conocemos arranca de la obra de Vulgo, no quiero decir que este sea el creador del derecho Procesal, ya que este como lo hemos visto con anterioridad existía desde muchísimo antes que el, lo que establezco es que el derecho procesal a raíz del surgimiento de esta obra, toma un gran empuje y nacen en este lapso una gran cantidad de obras  de excelente calidad;

PROCESALISMO GERMÁNICO.- Desde 1868 a 1914, primera guerra Mundial que paraliza las investigaciones científicas, transcurre la que con entera justicia se ha llamado la edad de oro del procesalismo germánico, después del intervalo de la primera guerra mundial en 1919 es publicado la obra de Wilhelm Saber, sobre los fundamentos del derecho procesal en el que se hace una comparación del proceso penal y el proceso civil.

Uno de los libros mas importantes de este periodo es sin dudad el de james Goldschmidt, que lleva por titulo el proceso como situación jurídica, aquí encontramos ya la denominación de la materia Teoría general del Proceso.

Además de estos se deberían agregar dos nombres mas dentro de los procesalistas alemanes de la época;

Julios Binder quien en su libro derecho y proceso realiza una contribución importante a la teoría de la pretensión a la protección jurídica intentando restituir el análisis  de la acción al derecho privado.

Leo rusemberg, quien aparte de haber escribido una monografía sobre al carga de la prueba, escribe un tratado de derecho procesal civil.

PROCESALISMO ITALIANO.- En este procesalismo encontramos también unas grandes cantidades de insignes Juristas, quienes se encargaron de desarrollar y difundir las doctrinas procesales Alemanas,  es importante en esta etapa mencionar a los llamados cuatro grandes;

LUDOVICO MORTARA. (1855-1937).- Publica un comentario del Código y de las Leyes de procedimiento civil que contiene desarrollos científicos plenamente actuales como son los relativos a la jurisdicción o al arbitraje, así como un manual del proceso civil.

GIUSEPPE CHIOVENDA (1872-1937). Es considerado como el fundador del procesalismo italiano cuando en 1903 leyó su disertación del procesalismo Italiano de la acción en el sistema  de los derechos, al inaugurar el curso académico de ese año en Bolonia. Entre otras muchas obras todas de derecho procesal.

La condena de las costas judiciales.

Principios del derecho procesal civil.

Instituciones del Derecho Procesal Civil.

Ensayos del derecho procesal.

Discípulos de Chiovenda.- fueron  dos que forman parte  de los llamados cuatro Grandes del procesalismo italiano Piero Calamandrei y Enrico Redenti.

PIERO CALAMANDREI (1889-1956).- Sus Estudios sobre el proceso Civil fueron recopilados en seis Volúmenes, Instituciones del derecho Procesal Civil.

ENRICO TULLIO LIEBMAN.- Exiliado en el Brasil por persecución que sufrió del fascismo, sus trabajos menores en cuanto a su extensión fueron reunidos en dos volúmenes con el nombre de problemas  del proceso civil, además este autor tiene una forma critica ya de ver los problemas en los procesos civiles.

PROCESALISMO ESPAÑOL.-  En esta doctrina es importante  hablar acerca de los medio de impugnación, parte de los procesos civiles, en el que se tratan además los procesos penales, laborales, contenciosos y administrativos.

Esta etapa se caracteriza, por el surgimiento  de los mas grandes procesalistas de España y de habla España, como Alcalá Zamora, que gran parte de su obra la realiza en México, este autor  narra en el Prologo  de su Derecho Procesal mexicano el como se incorpora como catedrático a la facultad de derecho  de la universidad autónoma de México por treinta años.

Obras de este Autor.- 

Clínica procesal.

Derecho procesal mexicano.

Miscelánea procesal.

Estudios de la teoría general e Historia del proceso.

Estudios Procesales.

Derecho procesal mexicano.

PROCESALISMO IBERO AMERICANO.-  Este tubo su crecimiento a partir de 1941, surgido de manera paulatina en todos los países de LATINOAMÉRICA entre sus máximos exponentes civiles encontramos a;

 EN ARGENTINA.- 

HUGO ALSINA.- Tratado teórico Practico del Derecho Procesal Civil y comercial.

EDUARDO B. CARLOS.- Introducción al estudio del Derecho Procesal.

RAMIRO PODETTI.- Derecho Procesal Civil y Labora.

DAVISD DASCANO.- jurisdicción y competencia.

EN BRASIL.- 

ALFREDO BUZAID.- acción declarativa en el derecho Procesal Brasileño.

EN COLOMBIA.-

HERNANDO DEVIS ECHANDIA.- Tratado del derecho Procesal Civil.

EN GUATEMALA.- 

MARIO AGUIRRE GODOY.- teoría de enseñanza del Derecho Procesal.

EN URUGUAY.-

EDUARDO JUAN COUTURE.- Fundamentos del derecho Procesal Civil.

EN MÉXICO.- 

EDUARDO PALLARES PORTILLA.- Tratado de los Interdictos, derecho Procesal Civil, Diccionario de Derecho Procesal Civil.

JOSÉ OVALLE FAVELA.- Teoría General del Proceso.

CARLOS ARELLANO GARCÍA.- Teoría General del Proceso.

CARLOS CORTES FIGUEROA.- Introducción a la teoría general del Proceso.

CIPRIANO GÓMEZ LARA.- Introducción al Derecho Procesal.

Por lo que para que se pueda hablar de la evolución de la Teoría General del proceso y llegar a su comprensión absoluta y total forzosamente debemos de pasar y por todas estas etapas del Derecho Procesal, cada etapa evoluciono de una manera importante la Forma de concebir la Teoría general del proceso tan amplia como la aparición del Derecho en la vida diaria del hombre.

1.4  DIFERENCIA ENTRE TEORIA GENERAL DEL PROCESO Y DERECHO PROCESAL

TEORIA GENERAL EL PROCESO

 1. Concepto.

Parte de la ciencia del derecho procesal se ocupa del estudio  de los conceptos, principios e instituciones que son comunes a las diversas disciplinas procésales especiales.

Alcalá-Zamora

Conjunto de conceptos, instituciones y principios comunes a las distintas ramas del enjuiciamiento.

Parte General de la ciencia del Derecho Procesal, que se ocupa del estudio de los conceptos, principios e instituciones que son comunes a la diversa disciplinas procésales especiales.

Conjunto de conceptos principios e instituciones comunes a las diversas ramas especiales de la ciencia del derecho procesal.

Parte General de la  ciencia 

 2. Términos.

Acción.

Poder jurídico o facultad que las personas tienen para promover la actividad de un órgano jurisdiccional.

Jurisdicción.

Función de un órgano del Estado para resolver un conflicto jurídico a través de determinaciones obligatorias para las partes y ejecutables.

Proceso.

Actos que realizan las partes, juzgador y sujetos.

Prueba.

Condición mediante la cual las partes verifican la afirmación de su hecho y el juzgador determina la motivación de su sentencia.

3.- Principios.

1.
Su función es guiar el desarrollo de los diversos procesos.

2.
Algunos rigen o deben regir todos los procesos.

3.
Orientan solo determinado tipo de procesos.

El proceso tuene la estructura de un método de discusión, de debate de afirmaciones de hecho, pretensiones,  razonamientos jurídicos generalmente contrapuestos o divergentes que formulan las partes ante el Juzgador.

4. Instituciones.

Son comunes y la de mayor importancia es el Juzgador.

Titular de la función jurisdiccional y en su ejercicio dirige el desarrollo del proceso y resuelve el litigio.

PROCESO

1. Concepto.

Conjunto de disciplinas o ramas de la ciencia que se ocupa de manera especifica del estudio de la norma que regula el proceso particular.

Elemento o parte especial de la teoría General del proceso.

Gramática

Sucesión de actos vinculados entre si, respecto de un objeto común.

Desarrollo regulado por la ley de todo los actos cuyo objetivo es que se diga el derecho a favor d e quien tenga la razón total o parcial.

Eduardo Pallares: Esta formado por un conjunto de actos procésales, que se inician con la presentación y admisión de la demanda y termina cuando concluye.

Serie de actos jurídicos que se suceden en el tiempo y se encuentran relacionados por el fin u objeto que se quiere realizar con ellos.

Conjunto de normas y principio jurídicos que regulan tanto al proceso jurisdiccional como a la integración y competencia de los órganos del estado que intervienen en el mismo.

3. Comprende.

a)
Legislativo

b)
Administrativo

c)
Judicial

d)
Civil

e)
Penal

f)
Mercantil

4. Diferencia.

Positivo. 

Objeto de a actividad científica a la ciencia del derecho.

Científico. 

Disciplina que tiene por objeto el estudio del sistema de las instituciones mediante las cuales el Estado cumple con la función jurisdiccional.

DERECHO PROCESAL.

Rama del derecho público interno que reglamenta la organización del órgano jurisdiccional, fija su jurisdicción y competencia y establece el procedimiento.

TEORIA GENERAL DEL PROCESO.

Parte General de la ciencia del derecho procesal, que se ocupa del estudio de los conceptos, principios e instituciones que son comunes a la diversa disciplina procesal especial
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UNIDAD 2.- DERECHO PROCESAL.

CONCEPTO:                                                                                                                                                                            

Esta rama del derecho regula el proceso destinado a solucionar los litigios de carácter civil que afectan fundamentalmente a los particulares. Entre tales litigios podemos mencionar los concernientes a la propiedad privada en general a los derechos reales, así como los relativos a la validez o nulidad, cumplimiento o rescisión de contratos civil particularmente de arrendamiento, de compraventa, de fianza, de obra, de prestaciones de servicio. 

En relación con el proceso civil y en general con todos los procesos diversos del penal conviene tener presente el principio fundamental contenido en el artículo 14°, párrafo cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ...” En los juicios de orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de esta se fundará en los principios generales del derecho”, así como el artículo 17 Constitucional en el cual establece que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes.

El proceso civil, o procedimiento para la sustanciación de los negocios contenciosos civiles,  el método que siguen los Tribunales para definir la existencia del derecho de la persona que demanda, frente al Estado, a ser tutelada jurídicamente, y para otorgar esta tutela en el caso de que tal derecho exista.

El proceso civil es un procedimiento, un camino concebido desde la edad media, para la aplicación  del Derecho. En cuanto tal cumple varias funciones.

La función esencialmente lógico-teórica encaminada a determinar en cada caso lo que sea justo (proceso en sentido estricto <jurisdicción> propiamente dicha), a la cual puede ir anexa:

Otra función práctica es si: la de ejecutar lo reconocido como Derecho. La función ejecutiva es una parte del proceso (en sentido lato), y esta afirmación no puede destruirse por el mero hecho de que en gran parte es llevada a cabo por órganos de la administración de justicia que actúan de un modo independiente bajo el control judicial: los ejecutores judiciales.

El objeto del proceso civil es el examen del derecho (pretensión) del actor contra el Estado a obtener la tutela jurídica, mediante sentencia favorable y consiguiente ejecución de la misma (acción penal) si fuera susceptible de ella (es decir, si es una sentencia condenatoria a una prestación a permitir la ejecución forzosa.

2.1
PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DEL DERECHO PROCESAL

PRINCIPIO DISPIOSITIVO: El derecho procesal civil pesa sobre las partes las la carga de proporcionar los fundamentos de la sentencia mediante sus actos de postulación (peticiones, alegaciones, aportación de pruebas). Simple consecuencia de ellos es que el juez debe tener por verdad lo no controvertido (principio de verdad formal);. El principio contrario al dispositivo lo forma el de investigación que domina el procedimiento penal, y que recibe también los nombres de principio inquisitivo, de instrucción o principio de conocimiento de oficio (principio de la verdad material) . El derecho vigente rige el principio dispositivo, de controversia o contradicción en los puntos siguientes:

Las peticiones de las partes condicionan la protección jurídica, donde no hay demandante no hay juez, y determinan su amplitud y contenido. Solamente existe sobre ello la excepción de que la obligación de abonar las costas debe ser declarada de oficio, a no ser que el fallo sobre las costas se dicte sin decidirse sobre la cuestión principal. Por el contrario no constituye excepción al principio el hecho de que toda petición impertinente o infundada debe ser rechazada de oficio

Las afirmaciones y pruebas aportadas por la parte constituyen los únicos fundamentos de la sentencia, con otras palabras, las partes están gravadas con la carga de la afirmación de la prueba. Pero esta máxima a quedado quebrantada recientemente por el hecho de que el juez pueda promover de oficio inspecciones oculares y pruebas periciales y dentro de ciertos limites, exigir la exhibición de documentos e imponer de oficio la prestación de un juramento judicial. El principio no rige en los principios relativos a matrimonio, de la legitimidad o la nulidad del mismo y en los que se ventile la existencia o inexistencia de un matrimonio, de la relación paterno-filial, ni en los procedimientos sobre interdictos.

La alegación in controvertida de un hecho se convierte en fundamento de la sentencia, con excepción en la medida indicada, de los procesos relativos al matrimonio y estado familiar, de los que se refieren a interdicción y declaración de muerte (con respecto a los requisitos indispensables para que pueda recaer sentencia de fondo, de carácter irrenunciable). De los hechos que puedan afectar a los presupuestos de la admisibilidad de un recurso, 

El reconocimiento y la renuncia de la acción vinculan al juez. También  aquí son excepción, en los términos expuestos, los procesos matrimoniales y de estado civil. Los de interdicción y los de declaración de muerte. En todos estos casos, el juez está obligado a procurar, mediante adecuadas interpelaciones, que las partes formulen las peticiones necesarias, encaminadas a la consecución del fin procesal.

PRINCIPIO DE IMPULSIÓN DEL PROCESO: (por las partes). Tiene su origen en el Derecho Francés, y significa que las partes pueden y tienen que promover por sí la citación para los términos, así como la notificación de la misma y de todos los demás actos y providencias de las partes y judiciales, especialmente la demanda y la sentencia. 
Tal principio rige hoy, en realidad, solo en los procesos de abogados, y aun en ellos, frecuentemente queda sin aplicación. En caso de aplazamiento del debate, después de terminada la prueba y de resuelta una oposición contumacial o de visto cualquier otro recurso, y finalmente cuando es preciso un debate oral para tratar de la concesión de ejecutabilidad a un laudo o de la oposición, el término se señala y se da a conocer de oficio. Además, a partir del decreto de 1924, exclusivamente el tribunal está autorizado para anular los señalamientos y hacerlos nuevamente para aplazar los debates.

PRINCIPIO DE CONCENTRACIÓN: Su objetivo es procurar que el litigio pueda ser resuelto en un solo debate. A tal fin, sirve la facultad del tribunal para dictar providencias aclaratorias aun antes de la vista y el procedimiento ante el magistrado delegado o ponente, una especie de <ponente> prusiano y un afín del juez instructor en materia penal. Aun va mas allá del principio de eventualidad, que fuerza a las partes a aportar de una sola vez todos los medios de ataque y defensa como medida de previsión, para el caso de que el primeramente interpuesto sea desestimado. 

El principio de eventualidad se ha desenvuelto en el proceso común a través del derecho Italiano, donde tiene su origen. Es rechazado en el derecho vigente pero son vestigios del mismo:

La fundamental in admisibilidad de toda modificación en la demanda.

La necesidad de que las excepciones dilatorias hayan de ser presentadas. simultáneamente y antes del debate sobre la cuestión de fondo

 
La exclusión de nuevos hechos y medios de prueba en los incidentes sobre el derecho a ser eximido de la obligación de testificar.

 
La exclusión de nuevos fundamentos

 
La necesidad en que se encuentra el oponente. En los procesos de ejecución de hacer constar en la demanda todas aquellas excepciones que hubiera podido hacer valer al tiempo de la interposición de demanda principal por el actor

 
La facultad del Tribunal de desestimar las  alegaciones presentadas tardíamente con la intención de alegar la causa o por negligencia grave.

PRINCIPIO DE ORALIDAD: Significa que solamente las alegaciones expresadas oralmente pueden llegar a constituir fundamentos de fallo (se aplica en los debates de las partes ante el tribunal de la causa).

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN: Aparentado con el de oralidad, rige especialmente para la recepción de la prueba, y significa que el juez ha de sujetarse en ella a estos dos postulados. A) utilización inmediata de los medios probatorios (principio de inmediación en sentido subjetivo o formal); B) y que ha de utilizar los medios de prueba inmediatos (principio de inmediación en  sentido objetivo o material). 
En el primer sentido el principio de inmediación prescribe al juez como ha de utilizar los medios probatorios, y se refiere a la relación del juez con los medios de prueba; en el segundo, determina al juez que medios probatorios ha de utilizar, y se refiere a la relación de los medios de prueba con la cuestión a probar.

PRINICIPIO DE LIBRE APRECIACIÓN JUDICIAL DE LA PRUEBA: La libertad que se concede  para la apreciación de la prueba no es un mero arbitrio, sino un margen de actuación ajustado a deberes profesionales. El tribunal debe limitarse en la apreciación de la prueba a las aportadas según los principios de oralidad e inmediación y debe dejarse guiar por las normas de la experiencia en la valoración de la fuerza probatoria del medio de prueba. El derecho vigente reconoce, no obstante, algunas reglas sobre la prueba, que obligan al juez a conceder a determinados medios probatorios cierto valor probatorio positivo o negativo.

2.2 DESARROLLO HISTORICO Y TEORIAS DEL DERECHO PROCESAL

Los pueblos primitivos


Durante las etapas primitivas de los pueblos,  en todas las manifestaciones culturales, en el arte, en la religión, en la moral o en el derecho sucede un fenómeno de paralelismo, es decir, se presentan rasgos similares de evolución. Así, observamos que en cualquier sociedad primitiva la administración de la justicia está en manos d un jefe, de un consejo de ancianos o de un brujo, y que la solución de los litigios tendrá características místicas o mágico religiosas.


El proceso evolutivo de cualquier pueblo de la tierra, es similar, en sus rasgos fundamentales, a los procesos primitivo romano, el de la etapa de las acciones de la ley, es también un proceso severo, cruel, con procedimientos rápidos, con ausencia de tecnicismos, con posibilidades limitadas de defensa, y con crueldad en las penas o soluciones.


La acción manus injectio  de los romanos, que solo permitia, como en muchos otros pueblos primitivos, el sometimiento físico del deudo por parte del acreedor, sino también la posibilidad extrema de que si ese deudor no pagaba y los acreedores fuesen múltiples, pudieran matarlo entre ellos y repartir sus restos mortales. Sin embargo, civilizaciones como de los aztecas contaban con un sistema mas avanzado, que gozaban de una genuina, aunque primitiva organización judicial. La máxima autoridad judicial era el rey, quien sin embargo tenía al lado al funcionario gemelo-mujer (Cihuacoátl), que tenía funciones jurisdiccionales en grado de apelación o segunda instancia. Había tribunales como el Tlacatécatl, existía una casa especialmente diseñada como residencia de los tribunales, la oralidad de los procedimientos era fundamental, los jueces tenían la obligacion de asistir a los tribunales desde la salida hasta la puesta del sol.


En Egipto llegaron a desarrollar pruebas periciales de tipo topográfico por los frecuentes problemas de límites de predios después de las constantes crecientes  del Río Nilo, que hacían desaparecer las mojoneras que hacían desaparecer a unas propiedades de otras.


El proceso griego-ateniense se caracterizó por su tinte democrático y de tendencia publicista al desarrollarse a la vista de todo el pueblo en la Plaza Pública (Agora), en la cual se desenvolvían todos los actos de gobierno, y también los actos procesales.

ROMA


Al pueblo de Roma llevó el desarrollo de su derecho a alturas jamás alcanzadas por otros pueblos de la antigüedad. Las características de un pueblo jurista y guerrero determinaron a las instituciones romanas, las cuales perfeccionadas permitieron la existencia de un imperio de tan larga duración en la historia de la humanidad.


La historia de roma se divide en tres etapas históricas: la monarquía, la república y el imperio. También existen tres etapas del desarrollo histórico del proceso en Roma, que se pueden enmarcar dentro de esas fases de desarrollo histórico general del pueblo romano. Así, durante la monarquía que es una etapa primitiva de desarrollo en todos los ámbitos culturales y sociales, tenemos la etapa de las llamadas acciones de la ley. Durante la república se nos presenta la etapa denominada del proceso formulario, y en el imperio surge el llamado proceso extraordinario. Las dos primeras pertenecientes a lo que se llamó orden judicial privado, y la tercera, al orden judicial público.

Las acciones de la ley

Son procedimientos rigurosos enmarcados dentro de cierto ritualismo muy vecino a la religiosidad. Parecen encontrar su fundamento en la ley de las 12 tablas; más que una clasificación genuina de acciones o de pretensiones, las acciones de ley constituían diversas formas autorizadas de procedimientos con características propias. En el desarrollo de estas acciones ante los magistrados, las palabras, los gestos y las actitudes prescritas por la ley, determinarían que el pleito pudiera perderse.

Procedimiento formulario

Al procedimiento de las acciones de la lay solo tenían acceso los ciudadanos romanos patricios. Como el procedimiento de estas acciones estaba íntimamente ligado  con las prácticas y con el espíritu religioso, entonces es fácil advertir que las mismas no eran accesibles ni para los plebeyos, ni mucho menos para los peregrinos o los extranjeros. Al crecer y desarrollarse Roma, es necesario idear otras formas para la solución de conflictos que incluyan a plebeyos y peregrinos, por lo que surge la figura de un nuevo magistrado al que se le llamó pretor peregrino. El periodo formulario –desde Augusto hasta Dioceclano- coincide con la época de oro del derecho civil romano cuyo fundamento procesal es precisamente la fórmula, de donde se destaca la gran importancia del estudio de ella.

La fórmula es una instrucción escrita con la que el magistrado nombra al juez y fija los elementos sobre los cuales éste deberá fundar su juicio, dándole a la vez el mandato más o menos determinado, para la condenación eventual o para la absolución en la sentencia.

El proceso extraordinario

Este proceso aparece como una manifestación del orden judicial pública. La característica principal del mismo es que, mientras en las acciones de la ley y en el proceso formulario ha y una duplicidad de etapas, puesto que existe una primera ante el magistrado, funcionario estatal, y otra segunda, ante un juez particular o privado, por el contrario, en esta tercera etapa -proceso extraordinario- esta duplicidad de etapas desaparece, para tener una sola frente a un magistrado. Parece ser que los jueces privados cayeron en descrédito, y por ora parte, es indudable el robustecimiento del Estado Romano. Estas dos circunstancias permiten que en determinado momento histórico prevalezca el proceso extraordinario con una sola etapa.

Los germanos

Como es bien sabido, generalmente se señalan como causas de la decadencia del imperio romano, entre otras, el surgimiento del cristianismo y las llamadas invasiones bárbaras o marcha de los pueblos germánicos hacia el sur. Estos pueblos se desplazaron desde el norte de Europa hacia Italia, Francia y España, lo que provoca el choque de la s culturas romana y germánica para dar inicio a la edad media. A diferencia del proceso romano, el proceso germánico se ha caracterizado como de índole publicista frente a la tendencia predominantemente privatista del derecho romano. –predominio de los intereses de la colectividad sobre los del individuo. La mezcal de los elementos romanos y germánicos daría orígen posteriormente a los procesos medievales.

Existía una asamblea del pueblo o de los miembros libres del pueblo, llamada Ding, ante la cual, el juez solamente intervenía como instructor, es decir, como un investigador del derecho y un director de los debates. La sentencia era pronunciada por esta asamblea como resultado de una propuesta de la que a su vez, después recae un mandamiento del juez, que hace ya las veces de una sentencia.

 
Existe la autodefensa.

 
Es común tanto para las cuestiones civiles como para las penales.

 
Su fín es obtener una reparación, procurando un acuerdo entre las partes.

 
Si este no se logra, buscaba coactivamente el pago de una sanción pecuniaria, con objeto de evitar la venganza del lesionado o de su tribu.

 
 El procedimiento era público-oral de rigor formalista.

Se emplean pruebas comunes a muchas culturas primitivas como la prueba del agua caliente, la del fuego, la del hierro candente, el duelo y la prueba del agua fría.

El proceso medieval italiano

En Italia se completa la fusión de los procedimientos germano y romano. La jurisdicción esta en manos de los funcionarios al lado de los cuales se desarrolla la abogacía.

El proceso comienza con una citación con plazo hecha al demandado, plazo dentro del cual se presenta la demanda. 
Contra esta el demandado puede oponer excepciones impedientes o dilatorias sobre los cuales se ha de decidir de nuevo otro plazo determinado. La litis contestatio, se entiende como una incorporación del demandado a la contienda, en el caso de que no oponga excepciones.

Una vez afinadas las cuestiones propias de la controversia se recibe el pleito a prueba, con la circunstancia de que rige una teoría probatoria legal o formal –reglas determinadas para la apreciación de las pruebas-. La sentencia puede ser impugnada mediante la apelación, y en un grado más avanzado, por medio de la querella nullitatis, por la cual se pide la nulidad de la sentencia.

Su característica era la lentitud, por lo que a mitad del siglo XIII se iniciaron reformas conducentes para dar mayor rapidez al procedimiento, por lo cuál surgen los procedimientos de tipo sumario, siendo de tres tipos: 

a)
El procedimiento Ejecutivo, por el cual, a base de sumisión del deudor o de determinados documentos dotados  por la ley de una fuerza adjetiva, se llega directamente a la ejecución sumaria.

b)
El proceso de mandato condicionado o no condicionado, enlazado aque con el procedimiento interdictal romano, y éste con el procedimiento monitorio.

c)
El procedimiento de embargo que se propone lograr una garantía de la ejecución contra el deudor sospechoso.

Al lado de estos procedimientos sumarios, se desarrolla también un procedimiento rápido, que es un procedimiento aligerado de formalidades, que conduce, sin embargo, a una sentencia la cual puede llegar a ser firme.

Antiguo enjuiciamiento español

El estudio del derecho procesal mexicano no se puede abordar sin el conocimiento previo del derecho procesal español; esto debido a que el derecho español se aplicó durante la colonia, y por que en México  la legislación procesal civil de la época independiente está inspirada y tiene sus raíces en el derecho procesal español.

Sin embargo, existe una dificultad para hacer una referencia correcta que resuma las principales características del antiguo proceso español, ya que éste se proyecta durante más de 10 siglos, y además, como es sabido, la historia misma de España es una mezcla de influencias célticas, fenicias, griegas, romanas, vicígodas y árabes..

La fusión de dos mundos  antagónicos como el romano y el germánico se encuentran y sin interferencia coexisten durante dos siglos, pero al fundirse las dos razas, se creo una tercera sustancia separadora de las posibilidades de ámbas. El fuero juzgo se considera como la fusión del espíritu germánico y del espíritu romano con un sello de humanismo y una grandeza filosófica. Sin embargo, este cuerpo legislativo con un sello de humanismo y una grandeza filosófica. Pero este cuerpo legislativo tuvo poca aplicación, pues al lado de él, un derecho popular y localista surgió rigiendo a la españa medieval. Entre los ordenamientos que tuvieron vigencia se encuentran:

El Código de las Partidas de 1265.

El ordenamiento de Alcalá de 1348.

El ordenamiento Real de 1485.

Las Ordenanzas de Medina de 1489.

Las Ordenanzas de Madrid de 1502.

Las Ordenanzas de Alcalá de 1503.

Las Leyes de Toro de 1503.

La Nueva Recopilación de 1567.

La Novisima Recopilación de las Leyes de España de 1805.

La revolución francesa y la codificación


La revolución francesa representó el triunfo de la monarquía sobre la burguesía. El pensamiento de grandes filósofos como Rousseau, Mnontesquieu, Voltaire, Locke, entre otros, ataca el poder absoluto de los monarcas, sentando las bases para la creación de los modernos estados de derecho, y los cimientos que sostendrán el capitalismo y la revolución industrial.


La nueva filosofía del Estado implicó la fijación de limites a su actividad, y con ello, da lugar al reconocimiento de los derechos fundamentales del hombre y del ciudadano, o garantías individuales. Además, ya en el siglo XIX surge la corriente  codificadora francesa, precisamente con el afán de garantizar los derechos de los individuos frente a los excesos despóticos de la activiadad estatal. Así surge el Código Civil, el Código Penal, el Código de Procedimientos Penales y el Código de Comercio.


La importancia de los códigos napoleónicos, no radica en haber sido los primeros que plantearon la división de los sustantivos y lo procesal (anteriormente había existido el Fuero juzgo, Las Siete Partidas, las Ordenanzas de Luis XIV etc.), sino que a partir de ellos comenzaron a promulgarse códigos independientes para lo civil y lo penal, y también en la repercusión y la resonancia que tuvieron en todo el mundo.

Proceso inquisitorial, dispositivo y publicista

Muy relacionado con la evolución histórica del absolutismo hacia el liberalismo individualista, y de éste al socialismo y al colectivismo, ésta idea de los procesos inquisitorial, dispositivo y publicista.

Proceso inquisitorial

Es característico de los regímenes absolutistas anteriores a la revolución francesa. Aquí el juez ejerce el poder que le ha sido transmitido o delegado por el soberano sin ningúna limitación; además de ser juzgador, es también investigador con ambos poderes, e inclusive, un acusador. En materia penal, este tipo de procesos presume la culpabilidad y no la inocencia; es decir, el acusado debe probar que es inocente.

Proceso Dispositivo

Surge como consecuencia de la revolución francesa, y desde luego presenta una reacción contra el despotismo procesal inquisitorial. En el proceso dispositivo tiene aplicación aquel principio de que para el Estado, para los órganos jurisdiccionales, todo lo no permitido está prohibido. En este proceso el Estado es un ente de autoridad que tiene sus atribuciones delimitadas, que solamente hace aquello que la ley le autoriza expresamente. Las partes, por el contrario, pueden disponer del proceso, y he aquí su denominación. El juez es mero espectador pasivo de la contienda. Su papel se contrae a vigilar que las reglas del juego se cumplan.

El proceso publicista

Sirvió para aliviar los excesos a que se había llegado con el liberalismo. Es un intento por atenuar las aberraciones a que se arribó con un proceso dispositivo exagerado y mal entendido. Hay una ampliación del ámbito de los poderes, a través del juez, con un sentido tutelar y proteccionista de los intereses, es decir, una intención y un propósito para lograr el bienestar común con un espíritu de tutela a las clases más desprotegidas. Esta socialización del derecho se va evidenciando mediante la creación de ramas especiales jurídicas como el derecho del trabajo y el derecho agrario.


Así, en un análisis del desarrollo histórico del proceso, se establecen seis etapas para determinar la evolución del pensamiento de la teoría procesal, de acuerdo don Alcalá Zamora: la primitiva, la de la literatura romana, la escuela judicialista, la escuela practicista, la procedimentalista y la del procesalismo científico.

La etapa primitiva. Es claro que no había literatura procesal, y todas las consideraciones sobre ella son simplemente de tipo histórico y de enfoque perteneciente a filosofía de la historia.

La etapa de la literatura romana.  En Roma existe un proceso que se conoce con bastante precisión, aunque tampoco se puede hablar de la existencia de una literatura procesal.

La escuela judicialista. Se desenvuelve fundamentalmente en torno a la Universidad de Bolonia, en la que, de los siglos XI al XIII, surge esta tendencia en la cual destaca el concepto de juicio. Los juicios están divididos en tiempos, y según los diversos expositores, dichos tiempos varían de número.

Escuela practicista. Del siglo XVI al XIX. Se caracteriza esta tendencia, por que la materia procesal se contempla mas como un arte  que como una ciencia; es decir, los practicistas suelen dar fórmulas para llevar adelante los procedimientos.

Procedimentalismo. Como subsecuente etapa de desarrollo y de evolución de las tendencias procesales, obedece a factores de carácter jurídico y político. Coincide su aparición con la revolución francesa, y uno de los factores determinantes de este movimiento fue el relativo a las críticas dirigidas en contra del sistema penal inquisitivo.

La escuela del procedimentalismo científico. Implica una autonomía de la ciencia procesal y su definitiva separación de las respectivas disciplinas sustantivas. El enfoque de la disciplina no es meramente descriptivo y analítico como lo hacía el procedimentalismo, sino que por el contrario, dicho enfoque pretende ser rigurosamente científico e integral respecto del fenómeno procesal no solamente analizado, sino también sintetizado y estructurando la construcción sistemática del mismo, así como la esencia y sus finalidades.

2.3 LA FUNCION DEL DERECHO PROCESAL


Establecer los requisitos y efectos del proceso.

Establecer los órganos y procedimientos para poder resolverlos.

Complementar al Derecho material. 


Ordenar el proceso a través de su conjunto de normas.


Regular la competencia del órgano público.


Regular la capacidad de las partes.


Establecer los efectos de la cosa juzgada y las condiciones para la ejecución de sentencia.


Fijar las normas para la realización del fin de justicia objetiva (lo que le da el carácter de derechos público).

Es nombrado como derecho formal porque la reglamentación que hace del proceso, se realiza mediante formas.

Por razón de su esencia es derecho instrumental y no sustancial porque no resuelve directamente los conflictos de intereses, sino que establece los órganos y procedimientos para poder resolverlos.

CARACTERÍSTICAS DEL DERECHO PROCESAL

a) Forma parte del derecho público, porque reglamenta la actividad de un órgano del Estado como es el Poder Judicial, y porque tiene como fin realizar una función de interés público.

 b) La mayor parte de sus normas son de carácter instrumental, que son aquellas que directamente y de modo inmediato no resuelven los conflictos de intereses o de derechos, sino que lo hacen indirecta o mediatamente, estableciendo una autoridad y atribuyéndole un poder bastante para resolver los conflictos de intereses.

c) Existen en el derecho procesal normas materiales de las que derivan derechos subjetivos y las obligaciones correlativas a los mismos.

d) La casi totalidad de sus preceptos o normas son absolutas y su cumplimiento no puede ser eludido por los particulares.

e) En el derecho procesal es donde se hace sentir con mas fuerza la necesidad de complementar la obligatoriedad de las leyes y su eficiencia práctica correlativa, mediante estímulos y sanciones de carácter moral y económico.

F) El derecho procesal es en gran parte formalista, en el sentido de que establece las ritualidades del procedimiento.

g) No es verdad, como comunmente se establece, que el derecho rpocesal es meramente adjetivo y complemento del derecho material; los dos se complementan y aquél goza de una autonomía relativa, este punto se ve con mas claridad en la teoría de Goldschmidt sobre el derecho justicial.

Dice Rafael de Pina Vara: La naturaleza procesal de una disposición o regla de derecho se desprende de la función que está llamada a  cumplir, no del cuerpo legalen que se encuentre.  

2.4 FUENTES DEL DERECHO PROCESAL

En el derecho la palabra fuente tiene un sentido metafórico porque se habla de fuente en el sentido figurado, es decir, se le señala como el origen o forma de nacimiento de algo.

En la teoría general del derecho,  hacemos referencia a los origenes, a las formas de aparición de las normas jurídicas y en este sentido es que se habla de dos tipos de fuentes:  Formales  y  Materiales o Históricas.

Las fuentes materiales o históricas implican que la reflexión se enfoca hacia las causas de tipo histórico que ocasionaron el surgimiento de alguna norma o institución jurídica;  también el enfoque  en este caso, es hacia los fenómenos sociológicos, políticos y económicos que motivan el surgimiento de las normas  e instituciones jurídicas.

El mejor ejemplo en nuestro derecho es el del surgimiento del derecho agrario, en cuanto a que éste nace a través de la revolución, motivado por la situación que prevalecía de concentración excesiva de la tierra cultivable en manos de unas cuantas familias, la explotación latifundista de las mismas, etc. , que provocan la revolución misma y a su vez el derecho agrario.

Por lo que se refiere a la fuente formal del derecho procesal se enfoca a la forma de creación jurídica de las normas, es decir se hace referencia a la mecánica de creación estructural de las normas e instituciones jurídicas; el análisis de la fuente formal prescinde de toda consideración de tipo económico, político o social y como su nombre lo indica, mediante él se realiza un estudio de las formas de creación de las normas jurídicas, para averigüar cómo llegan éstas a ser formalmente válidas y vigentes.

Mientras que la fuente material indaga el contenido de la norma, es decir lo que ésta ordena, dispone o prohibe, o sea, la conducta que la norma postula como debida por razones políticas económicas y sociales, por el contrario, la fuente formal solamente indaga acerca de la estructura de la norma y sobre su procedimiento de creación   para que ésta llegue a ser formalmente válida y vigente.

En rigor, las fuentes formales señalan los procedimientos o mecanismos de creación de las normas jurídicas.

Se pueden considerar como fuentes formales:

La legislación.

La costumbre.

La jusrisprudencia.

El reglamento.

La circular.

En cuanto a la legislación, el proceso creativo de la misma, varía de país a país, sin embargo en todos ellos para que una  norma jurídica sea ley, necesita forzosamente seguir ciertos procedimientos. Entre nosotros , los pasos o etapas que perfeccionan al acto legislativo, son: la iniciativa, la discusión, la aprobación, la sanción, la promulgación y la publicación.

La costumbre se trata de la observancia espontánea, por un gupo social, de determinado tipo de conductas, porque el propio grupo social las considera obligatorias. Requiere la repetición constante de dichas conductas y la convicción dentro de la misma colectividad, de su obligatoriedad. En nuestro sistema jurídico, la costumbre es indudablemente fuente de derecho, pero de menor jerarquía que la ley.

 La jurisprudencia es una reiteración de los criterios judiciales. Entiéndase por jusrisprudencia, no la ciencia del derecho, que es otra de las acepciones del vocablo, sino lo que en otros países se conoce como precedentes judiciales. En nuestro sistema jurídico, cuando el criterio sostenido se reitere en cinco resoluciones, no interrumpidas por otra en contrario, y que además hayan sido aprobadas por ciertos márgenes de mayoría de los tribunales de composición colegiada que crean la jurisprudencia.

El reglamento es  en esencia de la misma naturaleza del acto legislativo, pero con un procedimiento diverso de creación y, con una jerarquía menor que la propia ley. Contiene un conjunto de normas jurídicas generales, abstractas e impersonales, pero dichas normas jurídicas no están creadas a través del mecanismo legislativo, sino que son expedidas por los órganos de la administración y, en ocasiones, también por los órganos judiciales o por los propios órgano legislativos. 

En nuestro sistema constitucional, la facultad reglamentaria conferida al presidente de la república, se encuentra consagrada en el artículo 89 F. I, de la Constitución. Por ser el reglamento de menor jerarquía que la ley, generalmente se expide con el fin de complementar aquella, permitiendo su aplicación y cumplimiento y detallando y precisando el alcance de la misma.

La circular e suna simple comunicación escrita, que generalmente es interpretativa de los textos contenidos en los reglamentos o en las leyes. Es la fuente formal de menor jerarquía e importancia y puede en mchas ocasiones ser emitida por el director de una dependencia, respecto de las cuestiones de su área competencial.

2.5 RELACION CON OTRAS RAMAS DEL DERECHO

El derecho procesal está íntimamente relacionado con el Constitucional y el derecho administrativo.

La Constitución Mexicana contiene artículos muy importantes de carácter procesal, que se examinan en el capítulo relativo a los principios constitucionales que rigen el procedimiento. Los artículos 13,14,16,17,20 y 21 son básicos en esta materia.

El derecho administrativo es por esencia derecho procesa, de ahí su relación tan íntima con éste.

El derecho procesal está unido de tal manera a lo que puede llamarse derecho judicial, que con frecuencia se confunden uno con el otro.

Sucede en esta materia lo que en muchas otras: entre las diversas ramas del derecho no es posibl establecer una línea de separación clara y precisa porque, en realidad no se trata de compartimientos estancos, sino de zonas jurídicas que se diferencías las unas de las otras gradualmente.

El derecho procesal puede ser considerado como un todo o sea como un donjunto unitario y sistemático de normas juídicas que reglamentan el proceso en general. En la práctica sin embargo, se distinguen claramente  el derecho procesal mercantil del civil del administrativo, penal, etc. Según sea la ley que se aplique en el proceso. La tendencia de los jurisconsultos modernos a fundar y desarrollar una sistemática en torno al proceso en general, es evidente y digna de elogio.

1) Las normas del dercho procesal se encuentran distribuidas en los diversos códigos vigentes, no sólo existen en el Código de Procedimientos Civiles, sino también en el Código Civil, en el Código Mercantil,  en la Ley Federal del Trabajo y como se ha dicho, en la Constitución Política del País. Por tanto para determinar si una norma es de carácter procesal, hay que examinar su contenido y su finalidad de acuerdo  con las características antes apuntadas.
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UNIDAD 3.- JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA.

3. Jurisdicción y competencia

3.1 Concepto de jurisdicción.

Jurisdicción.- la facultad que tiene el Estado para dirimir litigios de trascendencia jurídica, a través de alguno de sus órganos o por medio de árbitros, mediante la aplicación de normas jurídicas e individualizadas
.

     Carlos Arellano García
 establece que: “es el conjunto de atribuciones que tienen el Estado, para ejercerlas, por conducto de alguno de sus órganos o por medio de árbitros, con aplicación de normas jurídicas generales e individualizadas, a los diversos actos y hechos que susciten con motivo del planteamiento de posiciones concretas en controversia”.

     Couture citado por Ovalle Favela
 considera que es “la función pública de hacer justicia, pues el Estado asume la misión de impartir justicia mediante un tercero imparcial, o sea el juzgador”.

     Hugo Alsina
 considera como elementos de la jurisdicción a:

1. Notio: facultad para conocer de una cuestión determinada;

2. Vocatio: es la facultad de llamar a las partes a comparecer a juicio dentro del término de emplazamiento, y en su defecto para que el juicio se siga en rebeldía;

3. Coertio: es la aptitud de emplear la fuerza para hacer cumplir las resoluciones dictadas en el proceso, y hacer posible su desenvolvimiento;

4. Iudicium: es la facultad de dictar una sentencia que ponga fin al conflicto en forma definitiva;

5. Executio: es la aptitud para ejecutar la sentencia mediante el auxilio de la fuerza pública.
 3.2 Clasificación
 de jurisdicción.
Está se lleva a cabo a través de los siguientes criterios:

· voluntaria: cuando no hay una controversia a resolver; y la contenciosa: es necesario que exista controversia
;

· federal: es la que corresponde a los juzgados y tribunales de la Federación; local: es la que ejercen los juzgados y tribunales estatales; y la concurrente: supone la intervención, en la misma especie de asuntos de órganos del Poder Judicial de la Federación y de la entidad federativa del territorio de que se trate
; auxiliar: es la que se prestan los tribunales de los Estados y el Distrito Federal a los órganos del Poder Judicial de la Federación;

· propia: o “retenida” es la que concede la propia ley a los órganos jurisdiccionales, a través de disposiciones en las que se establece cuál es su jurisdicción; delegada: es mediante la cual un órgano con jurisdicción propia delegue parte de ésta en otro órgano;

· judicial: es la que corresponde a los juzgadores del Poder Judicial; y arbitral: es la que poseen los integrantes de órganos que desempeñan labores de arbitraje;

· ordinaria: es aquella a la que se atribuye el conocimiento de asuntos no reservados a una jurisdicción especial; especial: es la que tiene lugar en atención a las cualidades de una persona que sólo se puede ver involucrada en un tipo específico de asuntos
; y excepcional: se relaciona con lo dispuesto en el artículo 13 CPEUM, que prevé la improcedencia de procesos sustanciados ante tribunales especiales, la creación de estos generaría este tipo de jurisdicción;

· constitucional: es la que corresponde a los órganos especializados en la resolución de asuntos derivados de la interpretación y aplicación de los preceptos constitucionales; en sentido estricto es la que le corresponde a la SCJN.

3.3 Diferencias entre actos jurisdiccionales, administrativos y legislativos.

     Kelley Hernández
 establece que:

1. acto legislativo: es el que establece una norma abstracta, destinada a regir la conducta; el cual es general, obligatorio y coactivo;

2. acto jurisdiccional: es el que aplica la norma abstracta al caso concreto para juzgar la conducta, y sólo es obligatorio para las partes que intervinieron en el proceso;

3. acto administrativo: es el que da cumplimiento a un fin administrativo determinado.

3.4 Conflictos de jurisdicción
.

     Los conflictos de jurisdicción surgen cuando dos órganos de distintas jurisdicciones pretenden intervenir en un mismo asunto, o cuando ambos no aceptan conocer de él; al existir una jerarquía de autoridades federal y local, con tres poderes cada una, surgen conflictos de atribuciones entre ellos.

     Los conflictos de jurisdicción se dan cuando se discute cuál es la jurisdicción que deba conocer del proceso.

     Para resolver estos conflictos se han seguido los siguientes sistemas:

1. Sistema judicial: se resuelven por el poder judicial, 

2. sistema legislativo: confía la resolución de estos conflictos a los órganos del Poder Legislativo,

3. sistema administrativo: se entrega la resolución de estos conflictos al Jefe del Estado, a la Administración.

3.5 Concepto de competencia
.

     Competencia es: “la aptitud que el orden jurídico otorga a los órganos del Estado para que, válidamente, puedan ejercer determinados derechos y cumplir ciertas obligaciones, vinculadas con el ejercicio de la función jurisdiccional
”.

     Sólo las leyes pueden determinar que un órgano del Estado sea apto para ejercer una atribución y cumplir obligaciones al resolver un caso concreto sometido a su decisión.     La jurisdicción puede presentarse aunque no se sea competente, por lo que la competencia es una medida de la jurisdicción.

3.6 Criterios para determinar la competencia
.

     Los criterios para determinar
 la competencia son:

· fundamentales: materia, cuantía, grado y territorio; y

· complementarios: a prevención, la atracción y la conexidad.

La competencia se determina según los siguientes criterios:

1. objetiva: es la que atiende al órgano jurisdiccional en sentido estricto; subjetiva: alude a la competencia del sujeto que es titular del órgano jurisdiccional;

2. por cuantía: en razón de los intereses económicos a debatir en el proceso;

3. por territorio: se basa en razón a la distribución geográfica, división territorial;

4. por materia: se determina según la materia del asunto;

5. por grado: se trata de las instancias, lo que nos lleva a establecer la existencia de la jerarquización de los órganos jurisdiccionales;

6. por prevención: se da entre varios jueces con la misma competencia, uno recibe un asunto y se dispone a resolverlo, con independencia de que otros también puedan hacerlo;

7. por elección: las partes de común acuerdo, deciden someterse a la jurisdicción y competencia de un juez determinado;

8. concurrente: es aquella de la que gozan varios tribunales para conocer de un asunto específico; exclusiva: se da a favor de un solo tribunal que de modo exclusivo conocerá de un negocio;

9. por atracción
: de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito o del procurador general de la República, la Suprema Corte de Justicia podrá conocer de los amparos que por su interés y trascendencia lo amerite; atrae los asuntos trascendentales y los resuelve;

10. prorrogable: se refiere a la posibilidad de que un órgano jurisdiccional, originalmente competente para conocer de cierta clase de asuntos, extienda tal competencia a fin de analizar cuestiones para las que en un primer momento, no tenía competencia; improrrogable: la ley le impide extenderse;

11. por acumulación de acciones o procesos: por dicha acumulación se extiende la competencia de un juez que, al conocer de un proceso, debe hacer lo propio cuando se promuevan otras acciones respecto de aquél, como ocurre en el caso de la conexidad o la litispendencia.

3.7 Cuestiones
 y conflictos de competencia
.

     Una cuestión de competencia
 “es el resultado de la oposición manifiesta de las partes o de órganos jurisdiccionales a que un juzgador, al que se le considera incompetente, conozca de un proceso determinado, oposición que se traduce en que otra autoridad, generalmente de jerarquía superior, deba resolver a quién le corresponderá la competencia para conocer de dicho proceso
”.

     Las cuestiones de competencia se pueden esquematizar de la siguiente forma:

1. La demanda se debe presentar ante un juez competente, y si se plantea una cuestión de competencia, mediante la cual se considera que dicho juez es incompetente, todo lo que se haya actuado ante él es nulo;

2. Para denunciar la incompetencia de un juez se lleva a cabo de la siguiente manera:

Por inhibitoria: la cual se produce cuando la parte acude ante el juez que estima competente y le pide que se dirija al que considera incompetente, para que le solicite se inhiba de continuar con el conocimiento del asunto; se intenta ante el juez que se considera competente como un incidente; y

Por declinatoria: se promueve ante el juez que considera incompetente, a quien se le pide decline del conocimiento del proceso; se intenta ente el juez que se considera incompetente, se plantea al contestar la demanda y se hace valer como excepción.

     Las cuestiones de competencia
 se dan de manera:

1. Negativa: es cuando dos jueces del mismo orden jurisdiccional se niegan a conocer de un determinado asunto, aduciendo que son incompetentes para ello; y se resuelven acudiendo al superior jerárquico común de los órganos que dijeron ser incompetentes, para que determine cuál es competente; y

2. Positiva: se da cuando un juez está conociendo de un negocio y se le impugna su competencia aduciendo que la competencia le corresponde a otro juez.

     Las cuestiones de competencia
 son aquellas en las que se parte del presupuesto de que si existe jurisdicción, y que está en debate saber cuál es el tribunal que tiene competencia para conocer de un asunto.

     Los conflictos de competencia que puedan llegar a presentarse en al ámbito local, esto es, entre dos órganos jurisdiccionales de la misma entidad federativa serán resueltos por el Supremo Tribunal de Justicia.

     Los conflictos suscitados entre:

1. Tribunales de la Federación

2. Tribunales de la Federación vs tribunales estatales o del DF

3. Tribunales de una entidad federativa contra otra

4. Tribunales de una entidad federativa vs tribunales del DF

Serán resueltos por el Poder Judicial de la Federal
.
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UNIDAD 4.- ACCIÓN Y EXCEPCIÓN.

4.1.- La Acción. Concepto

En temas anteriores hemos abordado lo referente a la jurisdicción y al proceso, es decir, se ha señalado que el Estado mantiene el monopolio de la administración de justicia (jurisdicción) ya que los ciudadanos no pueden tomarla y ejercerla a su voluntad; así, es el Estado el encargado de esta función pública, la cual realiza a través o por medio del proceso, pero para que el Estado pueda ejercer su función mediante la tramitación de un proceso, se requiere que el individuo solicite la tutela jurídica, ya que el proceso funcionará en la medida que la parte lo inicie, todo en función de los principios romanos «nemo iudex sine actore» y «ne procedat iure ex officio», y ese ejercicio o iniciativa de reclamar el poder o la tutela jurisdiccional es denominado acción.

El vocablo acción proviene del latín actio, que significa ejercer, realizar, el efecto de hacer, posibilidad de ejecutar alguna cosa.

En el ámbito jurídico, la palabra ha tenido diversas acepciones; así, encontramos acción utilizado para referirse a la realización de un hecho punible; para diferenciar las diversas ramas de derecho, bien procesal, laboral, penal, de niños y adolescentes, contencioso administrativo; para determinar la clase de derecho material que se hace valer en el proceso, tales como acción reivindicatoria, acción posesoria, de nulidad entre otras, suele utilizarse para calificar la clase de bien sobre la cual recae la relación jurídica material ventilada, tal como acción mobiliaria o inmobiliaria; y finalmente, suele utilizarse según la persona o los bienes, acción real o personal.

Para VÉSCOVI, la acción consiste en el poder (abstracto) de reclamar determinado derecho (concreto) ante la jurisdicción (el Poder Judicial o tribunales), y ese poder determina la obligación del órgano jurisdiccional de atenderlo, de darle movimiento, de poner en marcha el proceso, por lo que en definitiva quien ejerce el poder tendrá respuesta: la sentencia.

Sigue diciendo el autor, que la acción consiste en reclamar un derecho ante el órgano jurisdiccional y obtener, como resultado, el proceso, que debe terminar con una sentencia, por lo que la finalidad, es tener acceso a la jurisdicción, siendo el famoso derecho de acceso al tribunal, a ser escuchado, a que se tramite un proceso para dilucidar la cuestión planteada.

Concluye el autor conceptuando a la acción, como un derecho subjetivo procesal, y por consiguiente, autónomo e instrumental, o el poder abstracto de reclamar ante el juez (el órgano jurisdiccional del Estado) un determinado derecho concreto, éste sí, que se llama pretensión.

RENGEL ROMBERG, define la acción como el derecho subjetivo o el poder jurídico concedido a todo ciudadano, para solicitar al juez, la composición de la litis, mediante la actuación de la pretensión que hace valer el demandante contra el demandado.

Para COUTURE, la acción es el poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho, de acudir a los órganos jurisdiccionales para reclamarles la satisfacción de una pretensión; ya no es el derecho material del actor ni su pretensión a que ese derecho sea tutelado por la jurisdicción, sino el poder jurídico de acudir a los órganos jurisdiccionales.

Devis ECHANDÍA, define la acción como el derecho público, cívico, subjetivo, abstracto y autónomo, que tiene toda persona natural o jurídica, para obtener la aplicación de la jurisdicción del Estado a un caso concreto mediante sus sentencias, a través de un proceso, o para pedir que se inicie la investigación penal previa al proceso.

Dice al autor que la acción es una actividad jurídica por naturaleza, puesto que origina relaciones jurídicas, derechos y obligaciones, cargas y facultades.

Es subjetivo, dado que no es un simple poder o una facultad inherente al derecho de libertad o a la personalidad, que pertenece a todas y cada una de las personas físicas o jurídicas que quieran recurrir al Estado para que les preste el servicio público de su jurisdicción.

Es un derecho autónomo, público, individual o abstracto, que pertenece al grupo de derecho cívicos, cuya raíz se encuentra en las garantías constitucionales del particular frente al Estado y cuyo origen puede ser común a todos los derechos de petición a la autoridad.

Los sujetos de la acción son únicamente el actor (sujeto activo) y el Estado a quien se dirige a través del Juez, que es el órgano mediante el cual se actúa (sujeto pasivo). Ni el demandado ni el imputado son parte de la acción, únicamente lo son de la pretensión o acusación.

El objeto de la acción es hincar el proceso y a través de él obtener la sentencia que lo resuelva.

Consideramos, siguiendo a BELLO LOZANO, que la acción es el nervio del derecho procesal, y en el fin del Estado moderno, es solamente a él a quien corresponde resolver los conflictos surgidos entre las personas mediante el ejercicio de la función jurisdiccional, consistente en el estudio y decisión de los litigios aplicando a cada caso en particular el derecho subjetivo.

Como expresa Pineda León, citado por BELLO LOZANO, es el derecho puesto en pie de guerra, para enervar los obstáculos que se oponen en contra de su eficacia.

Es el derecho, poder o potestad que tiene toda persona natural o jurídica, en fin, todo ciudadano de reclamar del Estado la jurisdicción, solicitándole un derecho determinado o concreto, que es la pretensión, para obtener como resultado el proceso, el cual terminará mediante la decisión que resuelva el conflicto planteado.

El derecho de acción en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, se encuentra regulada en los artículos 26 y 51, y al efecto la primera de las normas expresa:

Toda persona tiene derecho de acceso a los órganos de administración de justicia para hacer valer sus derechos e intereses, incluso los colectivos o difusos; a la tutela efectiva de los mismos y a obtener con prontitud la decisión correspondiente.

El Estado garantizará una justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente, autónoma, independiente, responsable, equitativa y expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles».

Pero el derecho de acción y petición consagrado en la Constitución de la República, no solo se limita al ámbito nacional, sino que por el contrario, la ley fundamental extiende el mismo al ámbito internacional, solo en lo referente a los derechos humanos, y al efecto el artículo 31 señala:

Toda persona tiene derecho, en los términos establecidos por los tratados, pactos y convenciones sobre derechos humanos ratificados por la República, a dirigir peticiones o quejas ante los órganos internacionales creados para tales fines, con el objeto de solicitar el amparo a sus derechos humanos.

El Estado adoptará, conforme a procedimientos establecidos en esta Constitución y en la ley, las medidas que sean necesarias para dar cumplimiento a las decisiones emanadas de los órganos internacionales previstos en éste artículo».

4.2.- LA NATURALEZA JURÍDICA DE LA ACCIÓN

La problemática más severa de esta cuestión es determinar la relación entre la acción y el derecho sustancial. La naturaleza jurídica de la acción ha tenido profunda evolución en la historia del pensamiento procesal, partiendo desde la concepción romana que la comprendía dentro del derecho material, hasta las modernas corrientes doctrinarias que la tienen como un derecho autónomo e independiente, desligado del derecho privado de la persona en particular.

La teoría tradicional, la identifica en el derecho material protegido, que es el criterio que se sostiene al considerarla como un medio que se da al titular de un derecho para su debida protección que toma la misma naturaleza que el derecho que protege, y para conocer la de aquella es menester precisar éste.

La primera concepción, es decir, la latina, tiene su génesis en el derecho romano inspirado en la definición del jurisconsulto CELSO y las instituciones de GAYO, que conceptúan la acción como el jus persequendi quo sibit debetur; o como se afirma el medio legítimo para reclamar en juicio los derechos que nos pertenecen.

SAVIGNY, ha señalado que cuando se examina el derecho bajo la relación especial de su violación, aparece un nuevo estado, el estado de defensa, y así la violación de igual manera que las instituciones establecidas para combatirlas recobran sobre el contenido y la esencia del derecho mismo, y así el conjunto de modificaciones operadas en el derecho por aquella causa, se designa con el nombre de acción.

Los elementos de la acción según SAVIGNY, son dos: el derecho protegido y su violación. Si no hay derecho, no cabe violación y sin ésta, no puede tomar la forma la acción.

La violación del derecho establece una relación jurídica entre el titular y el causante de la lesión, que los coloca en una situación idéntica a la del acreedor y del deudor. Estando constituido el contenido de tal relación por la reparación de la violación y según SAVIGNY la relación que de la violación resulta, es decir, el derecho conferido a la parte lesionada, se llama derecho de acción o acción.

La acción va indisoluble mente unida al derecho protegido, por lo tanto, no puede ser enajenada, hipotecada, gravada o sumada, transmitida independientemente de aquel derecho de donde brota.

La mayoría de los autores seguidores de la trayectoria latina, o sea, la línea tradicional, funda la acción en el derecho que se reclama y es pretendido en el juicio, bien sea de mera declaración, conservación o ejecución.

4.2.1.- TEORÍAS SOBRE LA ACCIÓN

Teoría Clásica o Monista

Esta constituye la primera tendencia relacionada con la teoría sobre la acción, la cual la identifica con el derecho sustancial mismo, siendo ésta la teoría unitaria de la acción y el derecho.

Según esta tendencia, la acción constituye solo un elemento del derecho sustancial, relacionándose la idea de la acción con la de lesión de un derecho sustancial, concibiéndosele, como expresa Echandía, como un poder inherente al derecho subjetivo de reaccionar contra la lesión.

Entre los seguidores de esta doctrina encontramos a Oémolombe (1806), para quien la acción no es ya lo primero y el derecho subjetivo lo segundo, por el contrario, estos factores se invierten, pasando a convertirse el derecho subjetivo en la entidad importante, donde no hay acción sin derecho.

Otros seguidores de esta corriente, fueron Garconnet y Savigny, este último, quien incluyó un nuevo concepto de la acción, consistente en que la violación del derecho sustancial daba origen a otro derecho que tenía por contenido una obligación del violador de cesar la violación, dependiendo el derecho de acción, de la existencia del derecho sustancial y de su violación.

Esta novedosa concepción sigue permaneciendo en la teoría monista, puesto que el derecho como acción no fue dotado de autonomía, por el contrario, el derecho de acción para Savigny, derivaba de la violación de otro derecho.

Teoría de la acción autónoma o autonomía de la acción

En un avance notable, y tras las críticas que se formularon a la doctrina clásica o monista, dentro de las cuales se destacó fundamentalmente que la actuación de la jurisdicción podía surtirse en su totalidad por la realización del proceso, y a pesar de ello, no ser reconocido el derecho reclamado por el accionante, como resultado de la sentencia adversa, se comienza a desligar conceptualmente la acción del derecho sustancial, y al efecto, se trazan dos corrientes, la primera que trata la acción como un derecho autónomo concreto, y la segunda, que la concibe como un derecho autónomo abstracto.

Para el estudio de la teoría de la acción como un derecho autónomo concreto, previamente debemos referimos a la polémica desatada entre Bemhard Windscheid y Theodor Müther, donde tiene su origen las teorías autónomas del derecho de acción.

En este sentido, el profesor Alemán Windscheid, influenciado por sus estudios romanísticos y civilísticos, en el año de 1856 publica su obra in titulada "La "actio" del derecho civil romano desde el punto de vista del derecho actual", donde expresó que mientras en Roma la acción era el derecho, en Alemania, para la época, el derecho era primero que la acción, pero además, esa actio romana era el anspruch o pretensión material, concebida como el reclamo de la prestación debida cuando ha de trasladarse al proceso.

Windscheid, sostuvo que toda violación o desconocimiento de un derecho sustancial, producía una pretensión a favor del lesionado y en contra del violador, para obtener de esta manera, el resarcimiento del daño o la satisfacción de la obligación, pretensión que podía obtenerse en forma espontánea, cuando quien había dado lugar a ella reparaba el daño o pagaba lo debido; o en caso contrario, a través de la actuación de la jurisdicción, por lo que la pretensión material, se convertía en acción.

De esta manera, Windscheid descubre el derecho de pretensión material, la cual confundió con la acción, ya que la reclamación de la prestación debida, era el equivalente a la actio romana.

Como expresa Azula Camacho, en la terminología jurídica alemana, se reconocía el concepto de la actio y la Klage, entendida la primera como el derecho mismo o la potestad de reaccionar contra su violación, en tanto que la Klage era el derecho de poner en actividad la rama jurisdiccional, siendo que Windscheid, había eliminado el primero de los conceptos y se había centralizado en el segundo, pero entendida como aquella dirigida contra el demandado, para obtener una sentencia favorable.

Por lo que en conclusión, toda violación o desconocimiento de un derecho, originaba una pretensión (anspruch) a favor del afectado y contra quien lo había ocasionado, la cual se proponía la obtención del resarcimiento del daño o la satisfacción de la obligación.

Tras la teoría expuesta por Windscheid, en el año de 1857 el también profesor Alemán de la Universidad de Kónisberg, Theodor Müther, quien era reconocido como un científico de la ciencia procesal, publica su obra in titulada "La teoría de la acción romana y el derecho moderno de obrar", la cual pretendía rebatir la teoría que había expuesto Windscheid. El trabajo de Müther, desliga en forma definitiva la acción del derecho civil, pasando a formar parte del derecho procesal, concebido como un derecho público subjetivo, mediante el cual se obtiene una tutela jurídica (rechtsschutzanspruch), que se dirige, de una parte, contra el Estado, quien es el obligado, para lograr una sentencia favorable, y de otra, contra el demandado, a fin de obtener el cumplimiento de una prestación insatisfecha, por lo que la actio romana no era algo equiparable a la Anspruch, era el derecho de obtener la fórmula de manos del pretor o magistrado

La teoría desarrollada por Müther expresa, que la acción no es un anexo del derecho originario ni un agregado a su contenido, sino que por el contrario, es un derecho singular que existe junto al otro como protección, por lo que, con la violación del derecho originario, se tienen dos derechos de naturaleza pública, como lo son: 1) El derecho del lesionado hacia el Estado para la obtención de la tutela estatal; 2) El derecho del Estado contra el autor de la lesión, para obtener la reparación de la violación.

En este sentido, para Müther la Actio era la pretensión del titular del derecho dirigida al pretor para la expedición de la fórmula, con el fin de obtener la composición del derecho sustancial violado, por lo que, el presupuesto del derecho a la tutela estatal, era otro derecho y la lesión del mismo.

CHIOVENDA, citado por Beatriz QUINTERO y Eugenio PRIETO, al referirse a la teoría desarrollada por el maestro alemán Theodor Müther, en el discurso que sobre la acción pronunció en Bologna, traducido por Santiago Sentís Melendo, expresó, que Müther había llegado a concebir el derecho de accionar como un derecho frente al Estado en la persona de sus órganos jurisdiccionales, como un derecho a la fórmula, o , para nosotros, a la tutela jurídica. A este derecho subjetivo público que tiene por presupuesto un derecho privado y su violación, corresponde al Estado, no solo el deber respecto al titular del derecho de impartirle-la tutela, sino también un derecho subjetivo suyo, del Estado, público, se entiende, de realizar contra el particular obligado la coacción necesaria para obtener de él el cumplimiento de sus obligaciones.

Luego de la réplica de Müther, el maestro alemán Windscheid, en el mismo año de 1.857, publica una réplica al trabajo de Müther, in titulada "La actio, réplia al doctor Theodor Müther", donde expresó que su intención no referirse al concepto de acción, el cual solo de manera impropia podría significar derecho, como derecho de actuar, por lo que la acción, así sería el acto de actuar en el proceso (Klagerecht) .

En realidad, como expresan Chiovenda, Mercader y Azula Camacho, la concepción de Müther, lejos de contradecir la teoría de Windscheid, a pesar de sus aspiraciones de polémica, pasan a integrar o complementar la figura del anspruch, al señalar que obra en dos direcciones: una dirigida al Estado, y la otra dirigida hacia el deudor para que cumpla con la obligación contraida.

Teoría Concreta de la Acción

Esta teoría fue expuesta por el profesor Alemán Adolf Wach, en sus obras "Manual de Derecho Procesal Civil" (1885) y "La Acción de Declaración" (1888), y seguida por Kisch.

Wach, quien tomó los fundamentos de Müther, consideró la acción como un derecho autónomo contra el Estado, puesto que se reclamaba la actuación jurisdiccional para obtener la tutela del derecho invocado; y frente al demandado, dado que se perseguía una decisión favorable a las pretensiones deducidas.

En este sentido, como expresa Bello Lozano, para Wach la acción se presenta como un derecho subjetivo por sí mismo, que tiene como sujeto activo al demandante, y al demandado como sujeto pasivo, constituyendo una relación jurídica distinta de la privada, encuadrándose en el campo del derecho público.

En esta teoría, como se expresó, la acción es un derecho autónomo y diverso del derecho sustancial; subjetivo, dado que uno de sus sujetos pasivos es el Estado; concreto, pues se encuentre referido con un vínculo definitivo conceptual al derecho sustancial, dirigido contra el demandado, y además porque no corresponde a cualquier persona, sino al titular del derecho sustancial controvertido, siendo el Estado el destinatario de la acción, ya que de el deriva la tutela pretendida.

Concluye señalando, como expresan Beatriz Quintero y Eugenio Prieto, que el proceso es un medio de conceder la tutela jurídica justa, o, visto subjetivamente, para satisfacer el interés legítimo de la tutela, por lo que, el derecho que no ha sido amenazado o ha sido satisfecho, no requiere tutela.

Las teorías de Windscheid, Müther y Wach, como expresa Azula Camacho, se fundan en una misma premisa, constituyendo eslabones de la acción que la sitúan cada vez en un plano más alto, ubicándola en el campo del derecho público como un derecho subjetivo, pero siendo criticadas por colocar el interés individual por encima del interés colectivo o público, ya que consideran que el Estado está en la obligación de ejecutar una pretensión a favor del ciudadano, concretamente el demandado.

Otro de militantes de esta teoría, es el maestro italiano Giuseppe Chiovenda, para quien la naturaleza de la acción, como lo expuso en su discurso pronunciado en la Universidad de Bologna en el año de 1903, es de carácter privado, ya que no vincula al Estado, de donde se deriva, que la acción es el poder jurídico de dar vida a la condición para actuaciones de la voluntad de la Ley.

Para el maestro italiano, la acción sigue siendo de índole procesal, pero de carácter privado, pues se dirige contra el obligado y la intervención del Estado en nada afecta su naturaleza.

Chiovenda en su discurso de Bologna, donde se refirió a la polémica de Windscheid y Müther, concluye expresando que no existe un derecho de accionar independiente de un efectivo derecho privado o de un interés que pueda conducir a una sentencia favorable, ya que la acción, a su decir y apoyado en el concepto de Wach, es el derecho a la sentencia favorable, que se tiene contra el adversario, por el titular efectivo del derecho sustancial.

De manera, si bien Chiovenda retrocede a la concepción del derecho de acción como un derecho privado, y la confunde con el derecho de pretensión procesal (obtención de una sentencia favorable al demandante), también abre el camino de la autonomía de la acción respecto al derecho sustancial ya la propia pretensión material, ya que una cosa es el derecho a la prestación, y otra el poder de provocar la coacción del Estado, por lo que la acción puede nacer y extinguirse independientemente del derecho sustancial y se rige por el derecho procesal.

Teoría Intermedia de la Acción

Esta teoría es sostenida por áscar Von Bülow, quien en su obra in titulada "La Teoría de las Excepciones Procesales y los Presupuestos Procesales", publicada en el año de 1.868, concibe la acción como un derecho a obtener una sentencia justa, convirtiéndose de esta manera en una teoría intermedia, donde se considera a la acción como un derecho concreto a la obtención de una sentencia favorable, y abstracto, que solo ve en ella una simple facultad jurídica.

La tesis sostenida por Von Bülow, junto con los trabajos de Dágenkolb (1877), Plosz (1.880), se considera como los antecedentes o precursores de la teoría abstracta de la acción, la cual realmente puede apreciarse del último trabajo de Windscheid, para quien la acción es algo mas que el derecho que triunfa, es un derecho abstracto de obrar, desvinculado de todo fundamento positivo que legitimen las pretensiones de quienes lo ejercen.

Teoría Abstracta de la Acción

En esta teoría supera la escuela que pregona la tesis de la acción como derecho concreto, y concibe la acción como un derecho totalmente autónoma e independiente del derecho sustancial, tiene como finalidad, la obtención de una sentencia, sea esta o no favorable al demandante, por lo que existe un distanciamiento del resultado del proceso, estructurándose como un derecho abstracto, genérico, universal, siempre el mismo, cualquier que sea la relación sustancial que origina el proceso.

De esta manera, bajo esta nueva concepción, se dota de autonomía propia a la institución de la pretensión procesal, la cual es concebida como aquel derecho concreto que se dirige contra el demandado, el cual variará, según el derecho sustancial debatido.

Como expresa Couture, la acción se realiza por medio del proceso, sin tener en cuenta la razón o sin razón del pedimento del demandante.

La teoría abstracta de la acción, es desarrollada por Francesco Camelutti, Alfredo Rocco, Ugo Rocco, y entre sus seguidores se encuentran además Enrico Tulio Libman, Eduado J Couture, Hemando Devis Echandía, Jairo Parra Quijano, Hemán Fabio López Blanco.

Para el maestro italiano Francesco Camelutti, la acción constituye un derecho subjetivo procesal abstracto y público para el cumplimiento del proceso. Afirma que la acción constituye un derecho subjetivo procesal autónomo anterior al proceso, es decir, que para el momento de trabar el proceso, ya el conflicto existe (litigio), supuesto que si bien la ley impone, entre otras, la carga de la demanda, de la cual depende no solo la existencia del poder del juez, sino también la existencia de su deber, la proposición de la misma constituye simultáneamente el cumplimiento de una carga y ejercicio de un derecho subjetivo procesal.

Observa el maestro italiano, que la manera de solucionar el litigio es a través del proceso, por lo que, éste es el instrumento del litigio, el cual además viene a ser su contenido.

Se expresa afirmando que la acción es un derecho subjetivo que tiene el individuo como ciudadano para obtener del Estado la composición del Litigio; es el derecho subjetivo procesal de las partes, ya que el derecho subjetivo es un interés debidamente protegido mediante una obligación, cuyo cumplimiento depende de un acto de voluntad del titular, dado que el proceso no se inicio de oficio por el juez, sino que actúa previa petición de parte, siendo ese acto conocido como demanda, la que origina para el funcionario, la obligación de proveer.

De esta manera, para que el particular tenga acción, ha de gozar de una determinada idoneidad, o sea, una especial situación respecto al litigio, en otras palabras, tener un interés en la composición del litigio, aún cuando no sea titular del derecho material subjetivo, por lo que puede concebirse la titularidad de la acción con la titularidad del derecho subjetivo material.

En este sentido, afirma que la obligación procesal que impone al juez la acción, es distinta de la obligación del demandado afirmado en la demanda, por lo que queda satisfecho el "derecho subjetivo procesal en que consiste la acción", al concluirse normalmente el proceso, aún cuando quede insatisfecho el contenido del derecho subjetivo material que en él se ha pretendido hacer valer. Es el acto de voluntad del titular de la acción la condición impuesta por la ley para que el juez quede obligado a proveer, aún cuando este proveer no siempre sea favorable a dicho actor, por 10 que puede considerarse la acción como "derecho de proveimiento y, en particular, a la sentencia", pero no a la sentencia justa o favorable, o derecho a la tutela jurídica.

Concluye Carnelutti expresando que la abstracción del instituto de la acción, consiste en su independencia respecto del derecho sustancial que se invoque, porque la acción tiende a un pronunciamiento judicial para la justa composición del litigio, con autonomía plena, por lo que la acción no se muta cualquiera que sea el derecho sustancial que se debata en el proceso, favorezca o no la sentencia a quien lo acciona, accédase o no al reclamo que se formula.

Resumiendo la teoría de Camelutti, podría sintetizarse las siguientes proposiciones: La acción constituye un derecho autónomo anterior al proceso, pero de carácter subjetivo, procesal y abstracto;

La acción es un derecho anterior al proceso; 

La acción es un derecho subjetivo; 

La acción es un derecho subjetivo procesal; 

La acción es un derecho público; 

La acción es un derecho autónomo; y 

La acción es de carácter abstracto. 

Por su parte, Alfredo Rocco perfecciona el concepto de Camelutti, al señalar que la acción es un derecho subjetivo público frente al Estado, frente a los órganos de la función jurisdiccional, y solo frente a ellos, no contra el adversario, siendo su contenido de interés abstracto en lo que se refiere a la intervención del Estado, para el logro de la aplicación de la norma sustancial al caso concreto, con miras a la realización de los intereses tutelados.

De esta manera, la acción corresponde a todo sujeto de derecho, con independencia de cualquier otro presupuesto.

Ugo Rocco, desarrolla el tema de la acción como prestación de la jurisdicción, fundamentándose en los estudios de Carnelutti, y explica que la misma es el derecho de pretender la intervención del Estado y la prestación de la actividad jurisdiccional para hacer cierto o realizar coactivamente los intereses sustanciales tutelados en abstracto por el derecho objetivo, por lo que el contenido del derecho de acción es la prestación de la jurisdicción, es decir, la actividad positiva del Estado.

Pero Ugo Rocco, al igual que Alfredo, hablan de la acción del opositor, demandado o acusado, siendo en consecuencia lo teorizantes originales del derecho de contradicción o acción en negativo.

La tesis de Rocco se sustenta en los siguientes puntos:

La acción es un derecho subjetivo, ya que entre el Estado y el particular existe una relación que corresponde al derecho subjetivo, caracterizado por una reciprocidad de derechos y obligaciones;

La acción es un derecho público, dado que la obligación del Estado de dar jurisdicción, es una actividad y función soberana de derecho público;

La acción es un derecho autónomo, toda vez que es independiente del derecho material o de la relación sustancial sobre la cual se pide la declaración de certeza, por lo que la acción siempre tiene una misma naturaleza o contenido; la prestación de la jurisdicción, mientras que la relación material es diversa o variada;

La acción es de carácter abstracto, dado que se presupone una sentencia, sin tener en cuenta la decisión tomada en ella;

La acción es diferente a la pretensión, puesto que esta última se dirige contra el adversario y para obtener una prestación individualizada de los órganos jurisdiccionales; y

La acción es relación obligatoria con elementos indeterminados pero determinables, ya que tiene como sujetos al demandante, en calidad de activo, y al Estado, como pasivo, siendo su objeto la prestación de la jurisdicción.

En síntesis, encontramos que para Rocco, la acción es un derecho contra el Estado, y es un derecho que pertenece a todo ser con personalidad jurídica, por consiguiente autónomo e independiente de los derechos sustanciales que se pretenden en el proceso.

De lo anterior se observa, como expresan Beatriz Quintero y Eugenio Prieto, que la tesis abstracta se distancia del "derecho potestativo", el cual fuera afirmado por Weismann en Alemania y por Chiovenda en Italia, como el poder de poner en movimiento lo necesario para la realización del derecho objetivo, dado que hace corresponder el derecho de acción del deber jurídico de jurisdicción que el Estado asume, existiendo en consecuencia, una relación inmodificable a saber: derecho-deber de la persona y del Estado.

Este distanciamiento lo es también del concepto de acción entendida como "derecho a la tutela judicial" expuesto entre otros por Wach, Stein, Helwig en Alemania y Simoncelli y Menestrina en Italia, que concibe como el derecho a la sentencia favorable (teoría concreta).

De esta manera, como expresa Bello Lozano,16 el fundamento de la acción reposa el deber que ostenta el Estado de brindar su jurisdicción, a fin de evitar que los ciudadanos asuman la justicia por sí mismos, por lo que todo sujeto investido de personalidad jurídica, se encuentra el derecho de pedir al Estado su intervención (jurisdicción), para que mediante un proceso se componga el conflicto.

Teoría de la acción como facultad o poder

Esta teoría concibe la acción como un poder o facultad que tiene todo sujeto de derecho, de solicitar del Estado su poder de jurisdicción.

Entre los doctrinantes que sostienen esta teoría, encontramos a Kóhler, Nicoló Coviello y Eduardo J. Couture, entre otros

Para Kóhler, el sujeto, mas que el derecho de trabar un proceso, se encuentra investido de la facultad de entablar el mismo, ya que ello es una emanación de su personalidad jurídica, convirtiéndose en consecuencia la acción en un poder o mera facultad de pedir jurisdicción, fundado en el derecho de la libertad.

Por su parte Coviello concibió la acción desde dos sentidos a saber: material, según la cual la acción es la facultad de invocar la autoridad del Estado para la defensa del derecho; y formal o procesal, entendida como un mero hecho, equivalente a la instancia procesal, no siendo ni un derecho ni un elemento de éste.

El maestro Uruguayo Eduardo J. Couture, al referirse a la acción expresa, que en el Estado de derecho la violación privada se transforma en petición ante la autoridad; esa petición constituye el poder jurídico del individuo de acudir ante la autoridad que no puede serIe quitado a nadie, porque, prohibida la justicia por mano propia, ese poder es el medio necesario para obtener la prestación de la jurisdicción a fin de conseguir la justicia por medio de la autoridad, y privarlo de una y otra, sería negarle la justicia.

Al referirse a la naturaleza del derecho de acción, sostiene que el mismo es de carácter cívico inherente a todo sujeto de derecho en su condición del tal; siendo el mismo derecho constitucional de petición a la autoridad, consagrado en la mayoría de las Constituciones vigentes, por lo que la acción vendría a ser una especie dentro del género de los derechos de petición, puesto que el derecho constitucional de petición no es otra cosa que el derecho de comparecer ante la autoridad.

Explica Couture, que históricamente la acción había sido confundida con otros poderes jurídicos o facultades a las cuales se les daba el mismo nombre, por lo que la acción es un poder, ya que compete a todo individuo como tal, por ser una emanación de su personalidad, el cual se contrae a poner en funcionamiento la actividad jurisdiccional del Estado, con el fin que se realice el proceso.

Más tarde el maestro Uruguayo en su obra Fundamentos del Derecho Procesal Civil, manifiesta que la acción es el poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho de acudir a los órganos jurisdiccionales para reclamar la satisfacción de su pretensión.

En esta nueva obra, Couture ya no habla de la acción como un derecho cívico, sino como un poder, el cual dice que se encuentra consagrado en el artículo 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de Diciembre de 1948.

Señala igualmente que la acción es un derecho eminentemente público, ya que si bien la acción es ejercida por un particular, se encuentran en juego los intereses de la comunidad, como lo es la composición de los conflictos para vivir en armonía, paz social y seguridad; Igualmente es de carácter autónomo, ya que no solo se diferencia del derecho material, sino también de la pretensión, ello a propósito de ser un derecho que reside en cualquier persona, el cual tiene derecho a acudir a los órganos jurisdiccionales, para que considere su pretensión, indistintamente de la razón o sin razón del accionante, por lo que la acción vive y actúa con prescindencia del derecho que se pretende proteger en el proceso. Por otro lado, la acción expresa Couture es diferente a la pretensión, ésta la cual, es concebida como la autoatribución de un derecho por parte del sujeto que la invoca y pide concretamente se haga efectiva a su respecto la tutela jurídica, por lo que si bien la pretensión puede resultar desestimada en la sentencia, el derecho de acción se habrá cumplido y ejercido en su totalidad.

Es de carácter abstracto, expresa el maestro Uruguayo, ya que recae en todos los sujetos de la colectividad, siendo un derecho cívico que se verifica a través del derecho constitucional de petición, el cual constituye un instrumento de relación entre el Estado y el ciudadano, que garantiza un sistema de tutela judicial efectiva.

Como Expresa Devis Echandía, la diferencia entre el pensamiento de COUTURE, CARNELUlTI y Rocco, descansa en que para el primero la acción es poder o facultad, en tanto que para los otros, es un derecho subjetivo, elemento éste que es objeto de crítica a la tesis del maestro Couture, pues no puede existir -dice ECHANDÍA similitud entre el derecho de petición genérico y la acción, puesto que la posible analogía entre ambos se contrae en una similar garantía constitucional, siendo mejor considerar a la acción como un derecho público, cívico y especial.

A modo de conclusión, respecto de las teorías estudiadas y con relación a lo que debe entenderse por acción, resulta interesante el criterio de los autores Beatriz Quintero y Eugenio Prieto, para quienes la acción es el derecho de jurisdicción, el cual se ofrece como un derecho con autonomía propia, no solo con referencia al derecho sustancial que se debate en el proceso, sino además como fundante del derecho de libertad. Es el derecho de crear la obligación correlativa, el cual obliga al Estado a desplegar su actividad jurisdiccional, aplicando las normas jurídicas a los casos concretos para lograr en última instancia la paz social.

Siguen expresando los citados autores, que la acción es en todo caso el correlativo del deber jurisdiccional, de índole público, específicamente procesal, estructurado sobre la base de que la ley protege en abstracto al titular de un derecho subjetivo sustancial; el cual tiene como sujeto activo la persona y como pasivo al Estado; cuyo objeto es la prestación de la jurisdicción y su causa o finalidad, es la solución de los conflictos o litigios; y que se materializa constitucionalmente a través de cuatro hitos o mojones a saber:

El derecho de acceder a un proceso;

El derecho a que se adelante un debido proceso;

El derecho a que se decida el fondo o mérito; y

El derecho a que se ejecute lo decidido.

Por su parte Jaime Azula Camacho, al concluir el estudio de las teorías de la acción expresa, que la misma es el derecho de poner en actividad la rama jurisdiccional para que se surta un proceso.

4.3.- LA ACCIÓN Y LA PRETENCIÓN.

Los conceptos de acción, pretensión y excepción, con frecuencia, tienden a confundirse, pero realmente obedecen elementos distintos.

De esta manera, siguiendo a VÉSCOVI, y como se señaló anteriormente, la acción es el poder jurídico de reclamar la prestación de la función jurisdiccional; es un derecho subjetivo procesal, y, por consiguiente, autónomo e instrumental, dirigido al juez (como órgano del Estado) para solicitar la puesta en movimiento de la actividad judicial y obtener un pronunciamiento (sentencia).

La pretensión es la declaración de voluntad hecho ante el juez y frente al adversario; es el acto por el cual se busca que el juez reconozca algo con respecto a una cierta relación jurídica. En realidad, se está frente a una afirmación de derecho y a la reclamación de la tutela para el mismo.

La pretensión nace como una institución propia en el derecho procesal en virtud del desarrollo doctrinal de la acción, y etimológicamente proviene de pretender, que significa querer o desear.

AZULA CAMACHO, define la pretensión como el acto de voluntad de una persona, en virtud del cual reclama del Estado, por conducto de la jurisdicción, un derecho frente, o a cargo de otra persona.

RENGEL ROMBERG, la define como el acto por el cual un sujeto se afirma titular de un interés jurídico frente a otro y pide al juez que dicte una resolución con autoridad de cosa juzgada que lo reconozca.

El ciudadano tiene derecho de exigir su derecho (pretensión) mediante el ejercicio de la acción, que pone en funcionamiento la maquinaria jurisdiccional (jurisdicción) para obtener un pronunciamiento a través del proceso.

La pretensión es la declaración de voluntad de lo que se quiere o lo que se exige a otro sujeto.

CARNELUTTI, citado por ROMBERG, la define como la exigencia de la subordinación de un interés de otro a un interés propio..

En definitiva, la pretensión es la manifestación de voluntad contenida en la demanda que busca imponer al demandado la obligación o vinculación con la obligación; el fin o interés concreto o que se busca en el proceso, para que se dicte una sentencia que acoja el petitorio o reclamación..

Características de la pretensión

Se dirige a una persona distinta a quien la reclama.

Es decidida por una persona distinta de quien la solicita, ya que quien en definitiva reconocerá su procedencia es el Estado a través del órgano jurisdiccional.

Jurídicamente, como expresa COUTURE, sólo requiere la autoatribución de un derecho, o la afirmación de tenerlo, lo que presupone una situación de hecho que lo origina.

Es un acto de voluntad y no un poder o un derecho como lo es la acción.

4.4.- CLASIFICACIÓN DE LAS ACCIONES

Las acciones, atendiendo a la clase de jurisdicción y al tipo de proceso pueden clasificarse en ordinaria y especial.. Las primeras son llevadas ante los órganos jurisdiccionales ordinarios y mediante los procedimientos de esta índole, tales como las llevadas en sede civil, mercantil y penal; en tanto que en las segundas, son llevadas ante tribunales de jurisdicción especial, bien mediante procedimientos ordinarios o especiales, tales como los tramitados en sede contencioso administrativo, tránsito, laboral, bancario, de protección del niño y del adolescente, entre otros.

Ahora, dependiendo del tipo de derecho que se haga valer en el proceso, las acciones pueden clasificarse en reales, personales o mixtas, mobiliarios e inmobiliarias, estas últimas tomando en consideración el tipo de bien que se encuentre en litigio.

Atendiendo a la naturaleza del fallo que llegue a dictarse en el proceso, las acciones pueden clasificarse en declarativas, que son aquellas que logran la afirmación de la existencia o inexistencia de un derecho, las cuales no requieren ejecución, ya que ellas mismas son la ejecución del fallo; constitutivas, que son aquellas que crean, modifican o extinguen una determinada relación jurídica; y las de condena, que son aquellas que presuponen la existencia de voluntad de la ley que impone al demandado la obligación de una prestación que puede ser de dar, hacer, o no hacer, conforme a la obligación, cuyo cumplimiento es reclamado en el proceso.

Existen otros tipos de acciones, tales como las ejecutivas, que son aquellas fundamentadas en títulos de carácter ejecutivo, y mediante la cual se solicita el cumplimiento de una obligación; cautelares, que son aquellas constituidas por las medidas provisionales que dictan los jueces para el aseguramiento de un derecho o de una defensa; singulares, las que se intentan contra bienes del deudor para obtener el pago completo del crédito de un solo ejecutante; concúrsales, que son aquellas en las cuales existen diversos ejecutantes con sus respectivos créditos, quienes ejercitan una acción conjunta para liquidar el patrimonio del deudor y obtener la cancelación de su acreencia (concurso de acreedores en materia civil o quiebra en materia mercantil).

4.5.- FORMAS DE EXTINCIÓN DE LAS ACCIONES.

4.5.1. La Prescripción. 

La prescripción es un medio de adquirir bienes o liberarse de obligaciones, mediante el transcurso de cierto tiempo, y bajo condiciones establecidas por la ley. La adquisición de bienes en virtud de la posesión, se llama prescripción positiva; la liberación de obligaciones por no exigirse su cumplimiento, se llama prescripción negativa, las acciones tambien como las Obligaciones tienden a prescribir, es decir extinguirse por el simple transcurso del tiempo.

Por lo que la Prescripción es considerada como una forma de extinción de las Acciones.

CADUCIDAD DE LA ACCION.

En virtud de la caducidad, por el simple transcurso del tiempo, o la no realización de ciertos y deliberados actos, los derechos y sus acciones dejan de existir, o no se constituyen.

La caducidad contrariamente a la prescripción:

I.
Extinguirá derechos sin necesidad de declaración judicial;

II.
Deberá ser tomada en cuenta de oficio por el juez, ya que la no caducidad será condición necesaria e imprescindible para el ejercicio de la acción;

III.
No admitirá la interrupción ni tampoco la suspensión, a menos que con relación a esta última haya disposición legal expresa en contrario.

La caducidad es legal o convencional y se da en contra de todos los involucrados en una relación jurídica. La caducidad legal debe tenerse por cumplida aunque no se invoque por parte legítima. La caducidad convencional debe ser siempre reclamada por parte legítima. 

            La caducidad no está sujeta a suspensión ni interrupción. Sin embargo, si se trata de un derecho sujeto a una condición suspensiva o al reconocimiento por parte del deudor; el término para la caducidad comenzará a correr desde que se realiza la condición suspensiva o el deudor reconoce la obligación o deuda.

En las acciones de orden público y social, podrá establecerse por las partes un término para la caducidad diferente del legal, siempre que beneficie o sea menos gravoso para el deudor. 

4.6.- Concepto de Excepción.
Oposición que el Demandado formula frente a la demanda, bien como obstáculo definitivo o provisional a la actividad provocada mediante el ejercicio de la acción en el órgano jurisdiccional, bien para contradecir el derecho que el demandante pretende hacer valer con el objeto de que la sentencia que ponga fin al proceso lo absuelva total o parcialmente. En este ultimo caso, más que de excepción, debiera hablarse de defensa.1

1.- Rafael de Pina, Diccionario de Derecho, Edit. Porrua, Mexico 1989, Pag 260.

4.7.- La excepción o defensa

Es aquella que puede formular el demandado a la pretensión del accionante, mediante la cual le solicita al juez desestime o declare la improcedencia de la reclamación del accionante; es el derecho de contradicción en específico.

No puede confundirse el derecho de contradicción (la causa) con la defensa o excepción (el efecto), ya que aquel existe siempre aun cuando éste no se formule. La excepción es la pretensión en negativo.

La excepción, señala CARNElUTTI, citado por AZULA CAMACHO, es la propia razón del demandado que la opone a la invocada por el demandante; es una especie de contraprestación por constituir argumentos propios, basados en hechos diferentes que tienden a dejar sin fundamento la pretensión del demandante.

4.8.- Clasificación de las excepciones

Las excepciones, según nuestro Código de Procedimiento Civil, pueden clasificarse de la siguiente manera:

Previas o dilatorias: Son aquellas tendientes a limpiar o depurar el proceso de defectos o vicios que puedan entorpecer su ulterior desarrollo, tales como las cuestiones precias a que se refieren los ordinales 1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6° del artículo 346 del Código de Procedimiento Civil.

De inadmisibilidad: Son aquellas que rechazan al procedimiento e impiden que se forme el juicio o se le de entrada, sirven para destruir la acción, tales como las cuestiones previas a que se refiere los ordinales 9°, 10 y 11 del Artículo 346 del Código de Procedimiento Civil.

Perentorias o definitivas: Son aquellas que sirven para destruir la pretensión, para evitar que ésta se reconozca en la sentencia, fundamentada en circunstancias de hecho y de derecho. Estas excepciones presentan tres modalidades:

Impeditivas o invalidativas: Que son aquellas dirigidas a desconocer la existencia del derecho material por hechos que atañen el nacimiento de éste, como el caso de contratos suscritos por menores de edad o incapacitados;

Modificativas: Que son aquellas que le atribuyen al derecho o relación jurídica una modalidad distinta a la otorgada por el accionante, como es el caso de que la parte reclame la existencia de un contrato de arrendamiento y el demandado opone que lo que existe es un comodato; o bien, el demandante reclame una cantidad dineraria y el demandado opone que dicha cantidad fue donada; y

Extintiva: Aquella que se presenta cuando reconociendo el demandado la obligación, alega un hecho que implica su extinción, tal como es el caso del pago, la compensación, la prescripción, la confusión, entre otros.

UNIDAD 5.- PROCESO.

 5.1 CONCEPTO Y OBJETO DEL PROCESO



Concepto

Partiendo del principio constitucional Art. 17 podremos hacernos justicia por si mismos, que no es admitida la defensa propia del derecho y agotados los medios pacíficos para la solución del conflicto surgido con motivo de la relación de ese derecho, debemos acudir a los órganos jurisdiccionales para la protección del mismo.

Proviene del  latín processus que significa acción de ir hacia delante.

Pallares. Conjunto de fenómenos, actos o acontecimientos que suceden en el tiempo y que mantienen entre si determinadas relaciones de solidaridad o vinculación.

Proceso Jurídico. Es una serie de actos jurídicos que se suceden regularmente en el tiempo y se encuentran concatenados entre si por el fin u objeto que se quiere realizar con ellos.

Proceso Jurisdiccional. Conjunto de actos jurídicos realizados por el juez, las partes, terceros, los auxiliares de justicia, etc., con motivo del ejercicio de la acción, cuyo fin es la sentencia.

Sentido estricto. Conjunto de formalidades que revisten los actos o actuaciones del proceso.

Sentido amplio Se utiliza como sinónimo de proceso o juicio.

Objeto

Es lo que da unidad o vinculación a los actos del proceso.

Chiovenda. La protección del derecho subjetivo mediante la actuación del derecho objetivo y en su regulación debe tenerse en cuenta, tanto el interés privado de los litigantes como el interés publico en el mantenimiento del orden jurídico.

5.2 JUICIO Y PROCEDIMIENTO

 

Juicio

La palabra juicio proviene del latin iudicium que originalmente significaba, en el derecho romano, la segunda etapa del proceso, que se desarrollaba ante el iudex juez designado por el magistrado. Posteriormente y de manera particular en el derecho común europeo, el iudicium fue no solo una etapa, sino todo el proceso. El iudicum fue, según vimos, el concepto central de la escuela judicialista de Bolonia. Es celebre la siguiente definición de Búlgaro: El juicio es un acto en el que intervienen cuando menos tres personas; el actor que pretende, el demandado que resiste y el juez que conoce y decide.

A partir del siglo XVI los países de la Europa central, bajo la influencia de la doctrina del derecho canónico, empezaron a sustituir la palabra iudicium por las de processus, processus iudicii y processus iudicialis, también de origen latino. España, sin embargo, conservó la expresión juicio y la difundió en los países hispanoamericanos, que también la continúan utilizando hasta nuestros días.

Una de las razones por las que iudicium fue sustituida por processus, consistió en que la primera llego a adquirir muchos significados, por lo que devino multívoca. Todavía actualmente, en os países de tradición hispánica la palabra juicio tiene, cuando menos, tres significados:

1. Como consecuencia de actos a través de los cuales se tramita o se lleva a cabo la sustanciación de todo un proceso.

2. Como etapa final del proceso penal, que comprende las conclusiones de las partes y la sentencia del juzgador

3. Como la sentencia propiamente dicha.

El primer y el tercer significados eran ya distinguidos con toda claridad  por un autor mexicano de la primera mitad del siglo pasado, Manuel de la Peña y Peña, en los siguientes términos: la palabra juicio, en el lenguaje forense, tiene dos diversas acepciones unas veces se toma por la sola decisión o sentencia del juez y otras por la reunión ordenada y legal de todos los tramites de un proceso.

En nuestro país se utiliza la palabra juicio, con mayor frecuencia como la reunión ordenada y legal de todos los tramites de un proceso. La suprema Corte de Justicia de la Nación ha entendido por juicio, para cualquier forma, hasta que queda ejecutada la sentencia definitiva.
 No obstante la doctrina a señalado  que, en realidad, el juicio termina con la sentencia definitiva y no incluye los actos de ejecución de esta.

 

Procedimiento

Bajo la influencia de la codificación napoleónica y de la tendencia del procedimentalismo durante el siglo XIX y a principios del actual se difundió el uso de la expresión  procedimiento judicial. Ya anteriormente habíamos distinguido entre los procedimientos legislativo y administrativo, por un aparte y el proceso jurisdiccional, por otra. Sin embargo, en esta ocasión se trata del uso de la palabra procedimiento en relación directa con el proceso jurisdiccional.

La doctrina es acorde en señalar que no se pueden identificar las expresiones proceso y procedimiento, aun utilizando esta ultima dentro del derecho procesal. La palabra procedimiento significa solo la manifestación externa, formal, del desarrollo del procedo o de una etapa de este, pero no comprende las relaciones jurídicas que se establecen entre los sujetos del proceso, ni la finalidad compositiva de este.

Como afirma Clariá Olmedo, cuando se habla de procedimiento, cabe entender que nos estamos refiriendo al rito del proceso. Es el curso o movimiento que la ley establece en la regulación de su marcha dirigida a obtener sus resultados, adecuándola a la naturaleza e importancia de la causa que tiene por contenido.
  Para Alcalá-Zamora el procedimiento se compone de la serie de actuaciones o diligencias sustanciadas o tramitadas según el orden y la forma prescritos en cada caso por el legislador y relacionadas o ligadas entre si la unidad del efecto jurídico final, que puede ser el de un proceso o el de una fase o fragmento suyo.

El propio autor hispano distingue con toda claridad los conceptos de proceso y procedimiento en los siguientes términos: si bien todo proceso requiere  para su desarrollo un procedimiento, no todo procedimiento es un proceso.

 

5.3 NATURALEZA JURÍDICA 

1. Teoría Contractualista.

Supone la existencia de una convención ente el actor y el demandado, en la que se fijan los puntos del litigio y tiene su fuente los poderes del Juez.

2. Teoría de la situación jurídica.

Comienza por negar la existencia de una relación procesal. Esta doctrina considera el proceso  no como debe ser, sino como es a veces en la vida judicial, es decir, un medio para hacer valer como derecho lo que no lo es, criterio demasiado realista que no puede constituir el fundamento de una doctrina científica.

3. Teoría de la Institución.

Guasp... Considera el proceso como una institución para que en ella las partes formulen sus pretensiones y estas sean calificadas y resueltas por el órgano jurisdiccional.

El proceso es una realidad jurídica de tendencia permanente.

El proceso tiene carácter objetivo.
 

El proceso no sitúa a los sujetos que en el intervienen en un plano de igualdad o coordinación, sino en un plano de desigualdad o subordinación. La idea jerárquica es también consustancial en su contenido por las voluntades de los sujetos procesales dentro de ciertos limites reducidos que no puede en modo alguno, extenderse a la alteración de la idea fundamental del mismo.

El proceso es adaptable a la realidad de cada momento, son que la consideración del respecto a situaciones subjetivas anteriores tenga la misma fuerza que en una relación de tipo contractual.

4. Teoría de la Relación Jurídica.

Afirma que la actividad de las partes y del Juez esta reglada por la ley, salvo los casos excepcionales que esta permita a aquellas apartarse de sus preceptos. El proceso determina la existencia de una relación de carácter procesal entre todos los que intervienen, creando obligaciones y derechos para uno de ellos, pero tendiendo todos al mismo fin común, la actuación
 de la ley.

Relación  autónoma
, compleja
 y pertenece al derecho publico.

5. Teoría de la pluralidad de relaciones.

El proceso no es solo una relación jurídica, sino un conjunto de relaciones que van naciendo y extinguiéndose a medida que aquel se desarrolla.

 

5.4 PRINCIPIOS PROCESALES

Los principios procesales son aquellos criterio o ideas fundamentales, contenidos en forma explicita o implícita en el ordenamiento jurídico, que señalan las características principales del derecho procesal y sus diversos sectores y que orientan el desarrollo de la actividad procesal.

Tienen una doble función:

Permiten determinar cuales son las características mas importantes de los sectores del derecho procesal, así como las de sus diferentes ramas.

Contribuyen a dirigir la actividad procesal ya sea proporcionando criterio para la interpretación de la ley procesal o ya sea auxiliando en la integración de la misma.

Son producto de una larga evolución histórica el surgimiento de cada uno de ellos tiene su propia ubicación histórica y cada uno de ellos tiene su justificación en la propia experiencia procesal.

 Se clasifican en los siguientes:

1. Principio de contradicción.

Impone al juzgador el deber de resolver sobre las  promociones que le formule cualquiera de las partes, oyendo previamente las razones de la contraparte, o al menos, dándole la oportunidad para que las exprese.

Es una de las formalidades esenciales del procedimiento a que alude el art. 14 constitucional.

2. Principio de igualdad de las partes.

Este principio deriva del art. 13 constitucional e impone al legislador y al juzgador el deber de conferir a las partes las mismas oportunidades procesales para exponer sus pretensiones y excepciones, para probar los hechos en que basen aquellas y para expresar sus propios alegatos o conclusiones.

3. Principio de preclusión.

Couture... Perdida, extinción o consumación de una facultad procesal. Esta perdida, extinción o consumación puede resultar de tres situaciones diferentes:

a) Por no haber observado el orden u oportunidad dado por la ley para la realización de un acto

b) Por haberse cumplido una actividad incompatible con el ejercicio de otra.

c) Por haberse ejercido ya una vez, validamente, esa facultad.

4. Principio de eventualidad.

Impone a las partes el deber de presentar en forma simultanea y no sucesiva todas las acciones y excepciones, las alegaciones y pruebas que correspondan a un acto o una etapa procesal, independientemente de que sean o no compatibles y aun cuando si se estima fundado alguno de los puntos se haga innecesario el estudio de los demás
.

5. Principio de economía procesal.

Establece que se debe tratar de lograr en el proceso los mayores resultados posibles, con el menor empleo posible de actividades, recursos y tiempos. Dicho principio exige, entre otras cosas, que se simplifiquen los procedimientos, se delimite con precisión el litigio; solo se admiten y practican pruebas que sean pertinentes y relevantes para la decisión de la causa; que se desechen aquellos recursos e incidentes que sean notoriamente improcedentes.

6. Principio de lealtad y probidad.

El proceso debe ser considerado por las partes y sus abogados como un instrumento del estado para solucionar conflictos con arreglo a derecho, y no como una hábil maquinación, para hacer valer pretensiones ilegales, injustas o peor aún fraudulentas . por ello los ordenamientos procesales imponen a las partes la obligación de comportarse en juicio con lealtad y probidad.

7. Principio de oralidad y de escritura.

Estos suelen ser referidos a la forma que predominan en el proceso, así se afirma que rige el principio de oralidad en aquellos procesos en los que predomina el uso de la palabra hablada sobre la escrita y que rige el principio de escritura en los procesos en los que predomina el empleo de la palabra escrita sobre la palabra hablada. 

 

5.5 ESTRUCTURA, FASES Y ETAPAS DEL PROCESO

 

Estructura.


1. Concepto

Los actos de procedimiento no se ejecutan aisladamente y sin control alguno, por el contrario, están sometidos a reglas de las que resulta su vinculación y el orden de su ejecución.

Relación procesal que se desenvuelve y progresa condicionada por principios que le dan unidad y explican su mecanismo.

2. El impulso Procesal

El proceso es un organismo sin vida propia, que avanza al tiempo que se construye por virtud de los actos de procedimiento que ejecutan las partes y el juez. Esa fuerza externa que lo mueve se llama impulso procesal, concepto que se vincula a la institución de los términos, cuya función consiste en poner un limite en  el tiempo a los actos procésales y al principio de preclusión, que establece un orden entre los mismos e impide su regresión.

Se conocen tres modos de impulsar el proceso según se atribuya a las partes, al juez o se establezca por la ley:

a) Dispositivo

b) Inquisitivo

c) Legal

Los sistemas procesales se clasifican en:

a) Sistema dispositivo

b) Sistema inquisitivo

3. La preclusión procesal

Pérdida de un derecho o facultad por no hacerlos valer en un lapso o momento procesal determinado.
 

El paso de un estadio al siguiente supone la clausura del anterior, de tal manera que los actos procesales cumplidos quedan firmes y no pueda volverse sobre ellos. Esto es lo que constituye la preclusión, el efecto que tiene un estadio procesal de clausurar el anterior. 

 
4. El principio de contradicción

Derecho a oponerse a la ejecución del acto y el contralor o sea el derecho a verificar su regularidad.

 
5.La adquisición procesal.

La actividad que las partes desarrollan en el proceso se influye recíprocamente, en el sentido de que no solo beneficia a quien ejecuta el acto y perjudica a la parte contraria, sino que también puede esta beneficiarse del acto en cuanto pueda perjudicar a su actor. De ello resulta que el acto procesal es común y que su eficacia no depende de la parte de la cual provenga, sino de los efectos que produzca.

6. El principio de inmediación.

Significa que el Juez debe encontrarse en un estado de relación directa con las partes y recibir personalmente las pruebas, prefiriendo entre estas las que se encuentran bajo su acción inmediata.

7. El principio de concentración.

Acelera el proceso eliminando tramites que no sean indispensables, con la cual se obtiene al mismo tiempo una visión mas concreta de la litis. Ello supone  la concesión al juez de facultades amplias en la dirección del proceso, que le permita negar aquellas diligencias que considera innecesarias y disponer en cambio de ciertas medidas destinadas a suplir omisiones de las partes o que estime convenientes para regular el procedimiento.
 Es una característica del proceso oral.

8. El principio de eventualidad

Aportación de una sola vez todos los medios de ataque y defensa como medida de previsión para el caso de que el primeramente interpuesto sea desestimado. Su objeto es favorecer la celeridad de los tramites, impidiendo regresiones en el procedimiento y evitando la anarquía  en juicio. 

9.  Carga procesal

Propósito de obtener un beneficio o de evitar un perjuicio es lo que estimula el cumplimiento de las cargas procesales.

· Demanda

· Instrucción

· Impugnación

 

Fases

1. La de demanda.

Traducida en lo relativo a  la presentación, recepción de esta por el juzgador y su admisión. 

2. La de contestación de demanda.

Comprende el planteamiento de la defensa que hará el demandado, oponiendo las excepciones y defensas que estima convenientes para combatir el ejercicio de la acción y su presentación ante el tribunal correspondiente.

3. Ofrecimiento de pruebas.

Resulta obligatorio a las partes a fin de que puedan obtener una resolución favorable a sus pretensiones, lo cual deberán hacer en un lapso determinado.

4. Una vez aportados los elementos de convicción, cuya admisión por el juzgador será con base en la norma procesal , se observara la fase de desahogo de pruebas, en la que le juzgador conocerá su contenido. 

5. Alegatos.

Las partes en el orden de su aparición, formularan al juzgador los razonamiento son argumentos por  los que le piden una sentencia favorable.

6. Fase culminante del proceso.

El juez hará la aplicación de la ley al caso concreto y es la de sentencia.

7. Sentencia.

El juez como parte de sus facultades jurisdiccionales, procurará la ejecución de su fallo aun en contra de la voluntad el sentenciado.

 

Etapas
El proceso se divide en dos etapas:

 
a) Instrucción:

Comprende desde el ejercicio de la acción hasta antes de la citación para dictar la sentencia definitiva.  

Postularia

Probatoria

Ofrecimiento de pruebas

Admisión

Preparación

Desahogo de pruebas

Preconclusiva

 
b) Juicio:

Concluida la etapa preconclusiva se inicia la etapa de juicio, en donde el juez estudia los hechos narrados en la demanda y en la contestación así como las acciones, excepciones y defensas hechas valer por las partes, valora las pruebas rendidas y dicta la sentencia que pone fin a la instancia.

 

5.6 SUJETOS PROCESALES Y PARTES EN EL PROCESO

 
 
Sujetos

Son todos aquellos que intervienen en un proceso entre ellos encontramos:

a) Juez

b) Secretarios

c) Notificadotes

d) Ministerio Publico

e) Peritos

f) Testigos

g) Partes

 

Partes

En todo proceso intervienen dos partes: una que en nombre propio o en cuyo nombre se pretende la actuación de una norma legal,
 y otra frente a la cual esa actuación es exigida
.

Tiene la calidad de parte  quien como actor o demandado pida la protección de una pretensión jurídica ante los órganos jurisdiccionales.

Pueden ser partes todas las personas, tanto físicas como de existencia ideal, o sean los entes susceptibles de adquirir derechos y obligaciones.

Una misma persona puede tener en el proceso la calidad de parte actora y demandada, como ocurre en el caso de la reconvención y aunque ordinariamente actúan dos personas, una como actora otra como demandada, pueden variar personas constituir una sola parte
 o cada una de ellas una parte distinta
, tratarse de varias cuestiones que interesen alas mismas partes
 y aun comprende a terceros.

 

Litisconsorcio

Se origina cuando dos o mas personas  ejercitan las mismas acciones o bien oponen la mismas excepciones o defensas o también pueden presentarse simultáneamente.

1. Litisconsorcio activa. Cuando se hace valer la misma acción.

2. Litis consorcio pasiva. Cuando se hace la misma excepción o defensa.
Estado procesal entre grupos de personas que ocupan una misma posición en el proceso cuyas relaciones recíprocas están definidas.

 

Capacidad procesal

Los menores de edad  son capaces para comparecer en los juicios al

1. Contraer matrimonio, la mujer y el hombre a los dieciséis años

2. Ejercer algún empleo publico o industrial se presume que están autorizados por sus padres para celebrar todos los actos y contratos concernientes.

3. Pueden por si solos proveer a su defensa en juicio  cuando fuesen penalmente acusados.

4. Pueden reconocer a sus hijos naturales

5. El menor emancipado que no tenga dieciocho años puede ejercer el comercio sin autorización de sus padres y será reputado mayor para todos a los actos y obligaciones comerciales.

6. Las sociedades civiles y mercantiles.

7. Personas jurídicas. Ente jurídico distinto de sus miembros y en tal carácter sujetos activos y pasivos de derechos, cuya capacidad se determina por los estatutos.

 

Sucesión y substitución de parte.

· Sucesión.

Se da en caso de fallecimiento de la parte.

Fallecimiento de la parte.

· Substitución.

Transmisión dela cosa litigiosa.

Substitución de parte.

Substitución procesal

Representación en juicio.

h) Representación convencional.

La parte misma quien delega intervención en un tercero que actúa en  nombre suyo.

i) Representación legal. Tratándose de incapaces de hecho.

Patria potestad conferida a los padres respecto de sus hijos 

Tutela o curatela según que se trate de menores o incapaces
.

Procuraduría del menor

Justificación de la personería.

Documentos que acreditan el carácter que ostenta el representante legal o convencional.

 

5.7 CLASES DEL PROCESO

La relación procesal, según hemos dicho, puede desarrollarse en distintas formas según la naturaleza del derecho que se pretende, dando lugar a procesos de diversa configuración, además no todos los procesos producen los mismos efectos entre las partes y los terceros, ni las sentencias que en ellos se dictan se ejecutan de la misma manera.. de allí que pueda hacer una clasificación delos procesos referida a las circunstancias mencionadas.

1. Objeto.

a. Proceso de condena.

Tiene como finalidad que se condene al demandado a una prestación dar algo o de hacer o de no hacer.

b. Proceso declarativo.

Tiene como finalidad se declare o reconozca la existencia de un derecho o situación jurídica.

c. Proceso Constitutivo.

Crear o hacer nacer una nueva situación jurídica o modificar la existente.

d. Proceso preservador

Se busca preservar o mantener en el disfrute de un derecho o situación de hecho o restituir el uso del mismo.

e. Proceso ejecutivo.

Cumplimiento coactivo de una obligación impuesta mediante una sentencia o reconocida en un titulo que trae aparejada ejecución.

f. Proceso precautorio. 

         Se busca garantizar el éxito de una acción principal.

2. Modo.

 
2.1 Proceso de conciliación.

Consiste en la comparecencia de las partes ante el juez competente con el  objeto de que diriman sus diferencias evitando la contienda judicial.



2.2 Proceso arbitral.

Tiene su origen en el compromiso arbitral que celebran las partes ante un conflicto de interés y mediante el cual someten sus diferencias para resolverlo ante un tribunal arbitral que designan de mutuo acuerdo.

2.3. Proceso voluntario.


 Los promoventes actúan de común acuerdo y solo requieren la intervención del juez para consolidar una situación jurídica.

2.4. Proceso contencioso.


 Se supone controversia, que se desarrolla ante el juez por los tramites y con las solemnidades que las leyes procesales prescriben.




3. Forma de tramitación.

a. Proceso ordinario.

Todas las contiendas judiciales que no tengan por la ley  una forma especial de tramitación, deben ventilarse de acuerdo con las reglas del  juicio ordinario.

1. Demanda

2. Contestación

3. Prueba

4. Alegatos

5. Sentencia.

b. Proceso sumario.

Asuntos que deberán resolverse con base en acciones que requieren de un tramite mas rápido, es decir mas sumario,  es decir dárseles preferencia en su atención en detrimento de los demás, incluso se puede actuar en días y horas inhábiles.

c. Proceso especial.

1. Rebeldía

2. Divorcio por mutuo consentimiento

3. Los sucesorios

4. Tercerías

5. Ejecución de sentencias de los precios de venta del bien subastado

5.8 SUSPENSION DEL PROCESO

Puede suspenderse por circunstancias que afecten a los sujetos de la relación procesal:  muerte o incapacidad de alguna de las partes, fallecimiento o cesación del juez en el ejercicio de sus funciones o causas de fuerza mayor. La suspensión  no importa la interrupción de la relación procesal, por el hecho de la muerte el heredero ocupa el lugar del causante, o en caso de incapacidad, su representante legal le sustituye, y producida la muerte o cesación de funciones del juez, la ley determina la forma de suplirlo. Pero, entretanto, media un espacio de tiempo hasta que la relación procesal se restablece, durante el cual no pueden ejecutarse actos procesales validos, salvo los que tengan por objeto una medida precautoria. Por esa razón, la suspensión de la relación procesal produce la interrupción de los términos, pero la interrupción de un termino no importa la suspensión de la relación procesal, por que los términos no afectan a su existencia sino a su desarrollo.

El momento en que la suspensión se inicia varia según la circunstancias.

La muerte de la parte que interviene personalmente el proceso suspende la relación procesal desde el momento mismo del fallecimiento, pero si actúa mediante representante solo se produce desde que el hecho queda acreditado en los autos. En caso de incapacidad, la suspensión no comienza sino hasta el momento de la declaración judicial. La suspensión por cesación de las funciones del juez se produce en el momento mismo en que la cesación tiene lugar. Por causa de fuerza mayor, la paralización se da desde el momento que se produce.

 

5.9 EXTINCIÓN DEL PROCESO

Cuando el proceso se desarrolla por sus fases y culmina con la decisión final, se considera que el modo normal de extinción de la relación procesal es la sentencia o sea, es el acto por el cual el juez pone fin a la litis admitiendo o rechazando las pretensiones del actor, y en su caso las del demandado deducidas por vía de excepciono reconvención.

Existen otros que son conocidos como anormales:

1. Desistimiento de la acción

2. Caducidad de la acción

3. Prescripción

4. Convenio o transacción

5. Confusión de derechos

6. Remisión de la deuda

7. Fallecimiento de una de las partes

Existen otras formas también anormales, con la característica de extinguir el proceso pero la acción queda con vida jurídica, no se extingue, sigue latente y puede ejercitarse de nueva cuenta. Estas son: 

· Desistimiento de la instancia

· Caducidad de la instancia

UNIDAD 6.- ACTOS PROCESALES Y RESOLUCIONES JURISDICCIONAL.

CONCEPTO DE HECHO Y ACTO PROCESAL

Carnelutti. Cada uno de los momentos en que se descompone el proceso puede ser considerado como hecho o acto, es decir, son o con relación a la voluntad humana.

Hecho Acto o Acontecimiento de la vida que tienen consecuencia sobre el proceso independientemente de la voluntad humana.

Couture Hecho Acto Acaecimiento de la vida que proyectan sus efectos sobre el proceso.Acto jurídico emanado de las partes, agentes de jurisdicción o terceros ligados al proceso, susceptible de:

1.
Crear

2.
Modificar                Efecto procesal

3.
Extinguir

HECHOS JURÍDICOS.- Los hechos Jurídicos serán acontecimientos Independientes a la voluntad Humana  susceptibles de producir efectos en el campo del derecho.

ACTO JURÍDICO.-  El Acto Jurídico es considerado como la manifestación de la voluntad humana susceptible de producir efectos jurídicos.


Para que esta manifestación de la voluntad produzca efectos jurídicos, además de la capacidad para realizar ese acto, es preciso que se realice de acuerdo con los requisitos legales previamente establecidos para cada caso.


El Código civil del estado de Jalisco establece sobre la capacidad lo siguiente; Sólo a la ley le corresponde regular la capacidad e incapacidad de las personas, tanto de goce, como de ejercicio:

I.
Hay capacidad de goce cuando se tiene la aptitud para adquirir derechos y contraer obligaciones; y

II.
Hay capacidad de ejercicio cuando se tiene aptitud para ejercitar derechos y cumplir obligaciones. 

La relación jurídica puede nacer a consecuencia del acaecimiento de un simple hecho, en virtud de un acto humano o como derivación de un acuerdo o pacto celebrado entre personas con capacidad suficiente para obligarse a prestar u observar una determinada conducta. Por supuesto, no todos los hechos de la naturaleza son trascendentes para el Derecho. Sin embargo, son numerosos los hechos que acaecidos sin dependencia alguna de la voluntad de las personas, tienen consecuencias jurídicas. 

Su mera producción genera derechos u obligaciones hasta entonces inexistentes y por tanto, puede afirmarse que, atendiendo a sus consecuencias, cabe hablar de HECHOS JURÍDICOS. En tal sentido, los hechos jurídicos consisten en eventos que constituyen, modifican o extinguen una relación jurídica cualquiera.

Los hechos productores de consecuencias jurídicas pueden considerarse como SUPUESTOS DE HECHO de la entrada en juego de una norma jurídica cualquiera, aunque se trate de un mero hecho naturales o físico sin intervención de persona alguna.

ACTO JURIDICO.
Características:

a)
Sucesión de actos Procesales. Unión o interdependencia.

b)
Forma. 

1.
Exteriorización.

1.      Castellano

2. 
Idioma (extranjero-traducción)

3. 
Fecha y cantidad a letra.

4. 
Interprete

5. 
Escrito

6. 
Firmas del representante

7. 
Actuación Judicial firmada y autorizada

8. 
No abreviaturas, ni correcciones, salvo fe de erratas.

9. 
Publicidad

1.
Determinación de día y hora

Proceso Civil:

Actuación en días hábiles menos sábado y domingo.

Hora entre 7 y 19 horas, 8 y 17 horas. 

Proceso Penal:

Actuaciones a cualquier hora y día.

2. Termino.

Momento  señalado para el comienzo del acto procesal.

3.
Plazo

Periodo de tiempo a todo lo largo del cual desde el momento inicial hasta el final se realiza un acto procesal

Común o particular

Cuando ambas partes realicen determinad acto procesal 
Solo una parte puede llevar a cabo el acto procesal 
Prorrogable

En razón de la distancia 
Perentorio y No perentorio

Su mero transcurso produce extinción del derecho, sin necesidad de actividad de la contraparte o juzgador.

Su mero transcurso no extingue por si mismo el derecho de la parte a realizar el acto, sino que se quiere de un acto de la contraparte.
4.
Forma de computar el día y hora


General


Minutos

Horas 

Días 

Meses

Años 

Plazos


Al dia siguiente a l que se haya hecho la notificación

Al día siguiente en que haya surtido efectos la notificación

No incluye día inhábil

Los mese se regulan de acuerdo al calendario y los dias de 24 horas naturales.

c)
Lugar


Sede del órgano Jurisdiccional 


Domicilio de una parte 


Circunscripción territorial foránea 

Validez.

Un acto debe contener los elementos de fondo y forma la carencia de uno de ellos produce nulidad, invalidez e ineficacia del acto jurídico.

ELEMENTOS DEL ACTO JURÍDICO.

El Acto Jurídico es considerado como la manifestación de la voluntad humana susceptible de producir efectos jurídicos. Para que esta manifestación de la voluntad produzca efectos jurídicos, es preciso que se realice de acuerdo con los requisitos legales previamente establecidos para cada caso 1.



ACTOS PROCESALES.

Clasificación de los Actos.

ACTOS DE LAS PARTES.
ÓRGANO JURISDICCIONAL.
TERCEROS.

Actos de Petición.

Resoluciones Judiciales.
         Actos de Prueba.

Actos de Prueba.

Audiencias.


         Actos de Cooperación.

Actos de Alegación.

Actos de Ejecución.

Actos de Impugnación.

Comunicaciones Procesales.

Actos de Disposición.

Los principales actos procesales de las partes pueden ser petición de pruebas de alegación de impugnación o de  disposición.

Actos de Petición.

Los Actos de Petición son aquellos en los que las partes expresan al juzgador su pretensión o reclamación, solicitándole que una vez agotados los actos procesales necesarios, dicte sentencia en la que declare o no fundada dicha pretensión. Son actos de petición la demanda de la parte actora; la reconvención o contrademanda del demandado; la consignación o acusación que el ministerio Publico formula contra el inculpado.

El Nombre de este tipo de Actos es convencional, pues normalmente los actos procesales de las partes contienen una petición concreta dirigida al juzgador, sin embargo las características específicas de esta clase de acto consisten en la Petición que expresan la pretensión sobre la que versa el Proceso. Y la sentencia o resolución.

Actos de Prueba.

Estos actos de las partes se dirigen a obtener la certeza del Juzgador sobre los fundamentos de hecho de la pretensión del Actor o del Acusador sobre los fundamentos de hecho y excepción o la defensa del demandado o del Inculpado.

Actos de Impugnación.

Por medio de los actos de impugnación las partes combaten la validez o la legalidad de los actos u omisiones que podrían cometer los órganos Jurisdiccionales, con la finalidad de que se determine la nulidad, revocación o modificación de los actos impugnados o se ordene la realización de los actos omitidos.

Actos de disposición.

Forman esta clase de actos por medio de los cuales las partes disponen, en el proceso de sus derechos materiales controvertidos; el desistimiento, y la transacción.

ACTOS PROCESALES DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL.

Con la Expresión de origen Hispánico Judiciales se pueden designar genéricamente todos los actos procesales del órgano jurisdiccional dentro de este nombre, Autos, Actos de ejecución y las comunicaciones procesales.

Cabe aclarar sin embargo que la expresión actuaciones judiciales también se utiliza para designar al conjunto de piezas escritas que documentan los actos procesales tanto del órgano jurisdiccional como de las partes y los terceros.

En este sentido la denominación actuaciones judiciales alude a todo el expediente procesal, independientemente del sujeto procesal que haya suscrito los documentos que lo integran.

RESOLUCIONES JUDICIALES.

Las Resoluciones Judiciales son los actos Procesales por medio de los cuales el órgano Jurisdiccional decide sobre las peticiones y los demás actos de las partes y los otros participantes.

Las resoluciones judiciales más importantes dentro del procedimiento son las SENTENCIAS, aun cuando como lo mencionamos anteriormente todos los actos que emite una autoridad dotada de Jurisdicción.

Pero el Juzgador emite resoluciones judiciales no solo cuando dicta sentencias si no también cuando provee sobre los diversos actos procesales de las partes y los demás participantes a esta segunda clase de resoluciones se les denominara AUTOS.

Esta clasificación bipartita de las resoluciones Judiciales es quizás las mas sencilla; y por lo mismo es la mas fácil de manejar.

Las Resoluciones Judiciales son; Sentencias si terminan la instancia resolviendo el asunto en lo principal y autos en cualesquier otro caso.

Pero no obstante lo anterior algunos autores señalan mas clasificaciones de las resoluciones Judiciales.





Provisionales.

Señalando clases de autos.  
Definitivos.






Provisionales.

Señalando clases de Sentencias.

1. Sentencias Interlocutorias, cuando resuelven un incidente.

2. Sentencias Definitivas, cuando resuelven el Asunto en lo Principal.

Sin embargo y para el autor existen otros tipos de resoluciones Judiciales y Agregan los Decretos aun cuando se les defina como simples determinaciones de TRAMITÉ.

AUDIENCIAS.- 

La palabra Audiencia proviene del Latín Audiencia, que significa el Acto de Escuchar, en la época imperial en Roma a esta etapa del proceso se significaba el acto durante el cual el Juez escuchaba los alegatos de las partes.

El derecho procesal de origen hispánico, la expresión audiencia tiene numerosos significados.

1.- Es el nombre dado a determinados órganos Jurisdiccionales de niveles intermedios o superiores, como lo fueron los órganos de Audiencia o la real Audiencia en Guadalajara durante el Virreinato.

2.- Es el Nombre que se ha dado al derecho que tiene toda persona a ser escuchado u oído en aquellos juicios cuyo resultado puede afectar sus intereses jurídicos, AUN CUANDO EN ESES SENTIDO SE HABLA DE GARANTÍA DE AUDIENCIA.

3.- así se denomina al acto procesal complejo y público que se desarrolla en la sede y bajo la dirección del órgano Jurisdiccional y en el que intervienen las partes, sus abogados y los terceros cuya presencia sea necesaria para la celebración del acto.


En este tercer significado es el que estamos empleando al ubicar la AUDIENCIA dentro de los actos Procesales del órgano Jurisdiccional, pero se ha de aclarar que se trata de un acto complejo  en el que pueden participar mas sujetos, pero que se celebra bajo la dirección del órgano Jurisdiccional.

ACTOS DE EJECUCIÓN.- 

Los actos de ejecución son aquellos a través de los cuales el órgano jurisdiccional hace cumplir sus propias resoluciones. Debemos distinguir entre los actos en el que el tribunal hace cumplir sus autos es decir las resoluciones que se dictan durante el desarrollo del proceso y los actos con los que lleva a cabo la ejecución coactiva de la sentencia resolución con la que normalmente pone termino al proceso.

Para lograr el cumplimiento de sus resoluciones un órgano Jurisdiccional podrá aplicar los medios de apremio, los cuales normalmente consisten en;

1.- Multa, que se cuantifica por lo regular en salarios mínimos.

2.- Auxilio de la Fuerza Publica, incluyendo las fracturas de cerraduras de ser necesario.

3.- Cateo, reconocimiento judicial de un domicilio particular o edificio que por lo regular no están abiertos al público.

4.-  Arresto, privación de la Libertad.

Cuando a pesar de las medidas de apremio no se logra el cumplimiento de la resolución, se podrá denunciar y procesar a la persona que ha incurrido en el Incumplimiento por la omisión del delito de desobediencia al mandato legitimo de la autoridad.

COMUNICACIONES PROCESALES.

Las comunicaciones procesales tienen normalmente como emisor al titular del órgano jurisdiccional; lo que varia es la persona o el medio transmisor y sobre todo el receptor o el destinatario de la comunicación.

1.- El Destinatario de la comunicación procesal emitida por el órgano jurisdiccional puede ser una autoridad NO jurisdiccional, este tipo de comunicación se le denominara OFICIO.

2.- Cuando el destinatario de la comunicación procesal es otro órgano jurisdiccional, aquella recibe el nombre de exhorto. El exhorto es la comunicación procesal escrita que un Juzgado dirige a otro, de una circunscripción territorial diferente, para requerirle su auxilio o colaboración  con el fin de que por su conducto se puede realizar un acto procesal dentro del lugar de su competencia.

El exhorto es un medio de comunicación entre dos juzgadores, al juzgador que emite el exhorto, se le suele denominar juez exhortante o requirente; al destinatario juez exhortado o requerido. La finalidad del exhorto es que el juez exhortado lleve a cabo un acto procesal ordenado por el Juez exhortante, que este no puede realizar porque dicho acto debe tener lugar fuera de su circunscripción territorial y dentro del juez exhortado.

3.- Cuando el destinatario de la comunicación procesal es un órgano jurisdiccional ubicado en el extranjero, aquella recibe el nombre indistintamente de exhorto o carta rogatoria Internacional.

Debido a que el destinatario del exhorto o carta rogatoria internacional es un tribunal extranjero, la regulación de este tipo de comunicación no queda sujeta solamente al derecho interno, si no también a los tratados y convenios de los que México sea parte.

4.- Cuando los destinatarios sean las partes o los demás participantes dentro del proceso o terceros, las comunicaciones pueden ser de cuatro tipos;

· Notificaciones.

· Emplazamientos.

· Citaciones.

· Requerimientos.

Las Notificaciones es el acto procesal en virtud del cual el órgano Jurisdiccional hace del conocimiento de las partes, de los demás participantes o de los terceros una resolución judicial o alguna otra actuación judicial.

Emplazamiento; en términos generales, significa conceder un Plazo para la realización de determinada actividad procesal. Sin embargo la palabra emplazamiento se reserva normalmente para designar al acto procesal ordenado por el juzgador y ejecutado por el notificador, en virtud del cual el primero hace del conocimiento del demandado la existencia de una demanda en su contra y del auto que la admitió y le concede un Plazo para que la misma sea contestada.

Citación.- El órgano jurisdiccional señala a alguna de las partes o a algún participante o tercero, en una fecha y una hora determinada para que comparezca a la practica de laguna actuación Judicial.

Requerimiento.- Es el acto en virtud  de que existe un acto o resolución judicial, se incita a una persona que haga o se abstenga de hacer alguna cosa. En sentido estricto el requerimiento no es sino la notificación de la resolución judicial en la que se ordena aquel de que lleve a cabo un determinado acto.

ACTOS PROCESALES DE TERCEROS.

Los principales Actos procesales de los terceros pueden clasificarse como actos de prueba y actos de cooperación.

ACTOS DE PRUEBA.- Dentro de esta clase de actos de incluyen las declaraciones de testigos sobre hechos relevantes para la decisión del litigio; los dictámenes que rinden los peritos, la exhibición de documentos o su ratificación por parte de terceros.

ACTOS DE COOPERACIÓN.- En esta categoría de actos podemos destacar los diversos actos de colaboración que deben prestar las demás autoridades para dar cumplimiento a las resoluciones judiciales, así como aquellos que deben de hacer los particulares con el mismo fin. 

6.5.-  Las resoluciones jurisdiccionales.

     Las resoluciones jurisdiccionales
 son "la exteriorización de los actos procesales de los jueces y tribunales, mediante los cuales atienden a las necesidades del desarrollo del proceso, a su decisión", son "la respuesta a las peticiones de los que intervienen en el proceso".

Clasificación de las relaciones jurisdiccionales.

     Se clasifican en:

     DECRETOS: se tratan de simples determinaciones de trámite
, es toda resolución que dicta una persona investida de autoridad en el ejercicio de sus funciones, sobre un asunto o negocio de su competencia
; es toda resolución, mandato, decisión de una autoridad sobre asunto, negocio o materia de su competencia, parecer  o dictamen

     AUTOS: decreto judicial dado en alguna causa; se trata de una resolución contenciosa, aunque fundada, de menor trascendencia y solemnidad que la sentencia
; son decisiones sobre materia no de puro trámite, debiendo contener los fundamentos legales que se apoyen
; son las resoluciones que tienden a la continuación o desarrollo del proceso
.

     SENTENCIAS: son las que deciden o resuelven la controversia principal o incidental aplicando la ley al caso concreto; es el acto procesal mediante el cual el juez resuelve la controversia la controversia incidental o principal; es el acto mediante el cual el juez aplica la norma jurídica general al caso concreto
.

     La palabra sentencia provienen del latín sentiendo, que equivale a sintiendo, por expresar la sentencia lo que siente u opina quien la dicta, es la decisión que legítimamente dicta el juez competente, juzgando de acuerdo con su opinión y según la ley o norma aplicable.

     Se clasifican en interlocutorias o definitivas.

     Los requisitos de forma de las sentencias son:

· Preámbulo: generales de los contendientes y asunto

· Resultandos: es la relación cronológica y las pruebas aportadas en el proceso

· Considerandos: contiene las consideraciones jurídicas aplicables tanto jurídicas como doctrinales - motivación y fundamentación -

· Proposiciones: se resuelve, se establece la decisión del particular, se señalan en que término se condena o se absuelve resolviendo los puntos ocntrovertidos.

Los requisitos de fondo de las sentencias son:

· Congruencia: significa que se debe sentenciar de acuerdo a lo solicitado por las partes, sin resolver algo que no hubiera sido materia del proceso, a no ser que la ley dela materia lo permita, o en su caso lo obligue.     Las sentencias deben ser claras, precisas y congruentes con la demanda y la contestación, con las demás pretensiones deducidas oportunamente, y con las pruebas recibidas en el pleito. - art. 87 CPCEJ -

· Motivación: es una medida para evitar la arbitrariedad, es el manifestar la causa de la voluntad exteriorizada del juzgador, el razonamiento por el cual dicta la sentencia en determinado sentido. - art. 86 CPCEJ -

· Fundamentación: se da la garantía real y eficaz de legalidad para los litigantes y una necesidad para el pueblo. - art. 86 CPCEJ -

· Exhaustividad: dispone que las sentencias deben condenar o absolver al demandado y decidir todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto de debate, debe agotarse el análisis y definir todas las cuestiones llevadas al proceso, los jueces y tribunales no podrán bajo ningún pretexto, aplazar, dilatar ni negar la resolución de las cuestiones que hayan sido discutidas en el proceso - art. 87 y 89 CPCEJ -


6.6 SENTENCIA INTERLOCUTORIAS Y DEFINITIVAS

 
Cipriano Gómez Lara, establece en su obra DERECHO PROCESAL CIVIL, lo siguiente: “Se habla en la doctrina, en un primer criterio, de Sentencias Definitivas y de Sentencias Interlocutorias.”
Las sentencias definitivas son las que resuelven un litigio principal en un proceso, se pronuncian al finalizar el proceso. 

 
La sentencia interlocutoria, es aquella que resuelve una cuestión parcial o incidental, dentro de un proceso; y se dictan durante el proceso.
 Otro de los criterios atiende a la índole, a la naturaleza, a la pretensión que se plantea en el proceso. Y así se clasifican las sentencias en declarativas, constitutivas y de condena.

Las sentencias también se clasifican en de conocimiento, de ejecución y cautelares o precautorias.

Atendiendo a la impugnabilidad, las sentencias pueden ser definitivas y firmes. 
La siguiente clasificación de las sentencias, que atiende al éxito o al fracaso de la pretensión inicial, permite diferenciar entre sentencias estimatorias y sentencias desestimatorias.

En razón del tribunal que dicta las sentencias, puede establecerse la clasificación entre sentencias de primera instancia y sentencias de segunda o ulterior instancia.
 
Y finalmente, como última clasificación, podemos señalar aquella que parte de la consideración de la naturaleza de la cuestión, de la índole del problema, de la controversia que se resuelve en la sentencia. Conforme a este criterio se distingue entre sentencias de fondo y sentencias puramente formales o procesales. Por su parte, José Vizcarra Dávalos en su libro denominado TEORÍA GENERAL DEL PROCESO, habla de las Resoluciones Judiciales, y dice: “Una primera clasificación nos establece que las resoluciones judiciales pueden dividirse en dos grupos:
· Interlocutorias: Providencias (que también suelen recibir denominación de decretos) y Autos (calificados como sentencias interlocutorias), que son las que dictan los órganos jurisdiccionales durante la sustanciación del proceso.
· Fondo: las sentencias que deciden la cuestión de fondo que constituye el objeto del mismo.

Tradicionalmente las sentencias se subdividen en:

· Definitivas: ponen fin al proceso en una instancia

· Interlocutorias: están destinadas a la resolución de cuestiones incidentales. 

Nuestro Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Jalisco, preceptúa en su artículo 83, que las resoluciones judiciales son:

· Simples determinaciones de trámite y entonces se llamarán decretos;

· Autos;

· Autos provisionales;

· Definitivos;

· Preparatorios; 

· Sentencias definitivas o interlocutorias, según que decidan el negocio principal o un incidente, un artículo sobre excepciones dilatorias o una competencia.

 

6.6.1EFECTOS JURÍDICOS DE LA SENTENCIA EJECUTORIADA

· Sentencia Ejecutoriada por Ministerio de ley. Artículo 420 del C.P.C.

· Sentencia Ejecutoriada por Declaración Judicial. Artículo 427 bis del C.P.C.

La Sentencia Ejecutoriada produce diversos efectos jurídicos, algunos hacia el interior del proceso y otros que trascienden al exterior del mismo. Los principales son los siguientes:

· Pone fin al proceso, extinguiendo la jurisdicción del juez en  cuanto al litigio

· Declara el derecho y restablece el orden jurídico violado

· Su Retroactividad

· La Cosa Juzgada.

 

6.7 DECLARACION DEL DERECHO Y RETROACTIVIDAD

DECLARACIÓN DEL DERECHO, RETROACTIVIDAD Y COSA JUZGADA.

José Vizcarra Dávalos, al hacer referencia a los efectos jurídicos de la Sentencia Ejecutoriada, los relata de la siguiente manera:

1) Fin del Proceso.- Al referirnos a la relación jurídica procesal y al proceso, establecimos que la forma normal de extinción de ambas era la sentencia, porque es el objetivo de las partes y el juez.

2) Declaración del Derecho.- Recordando el cuarto elemento de la jurisdicción que se materializa en la sentencia, el juzgador declara (aplica) el derecho.

3) Retroactividad.- El juzgador debe analizar y juzgar los hechos litigiosos como quedaron precisados al fijarse la controversia procesal, el juez debe retrotraerse en el tiempo y emitir su decisión ubicándose en la época del planteamiento. Por ello se considera que la sentencia tiene efectos retroactivos. 
4) La Cosa Juzgada.- Sin duda alguna, uno de los efectos más importantes producidos por la sentencia ejecutoriada, es la cosa juzgada, que significa “juicio dado sobre la litis”.
 
Observando los fines que persiguen las partes en el proceso, entre otros, obtener del juez una resolución que decida definitivamente la cuestión litigiosa, que no pueda ser discutida de nuevo en el mismo proceso y en ningún otro y pueda ejecutarse sin nuevas revisiones.

La cosa juzgada también puede ser analizada desde dos puntos de vista:

I. 
i. Por los Efectos de la Sentencia puede ser:
A. Formal y consiste en la fuerza y autoridad que tiene una sentencia ejecutoriada únicamente en el juicio en que se pronunció sin que trasciendan sus efectos a otros procesos.

B. Material, que consiste en la fuerza y autoridad que tiene la sentencia ejecutoriada, no sólo en el juicio en que se pronunció, sino que sus efectos trasciendan a toda clase de procesos.
II. En cuanto a la impugnación:
A. En sentido formal y resulta de la sentencia ejecutoriada, que no puede ser impugnada por ningún recurso ordinario, pero sí por uno extraordinario o juicio de amparo.
B. En sentido material, es la autoridad que la ley le otorga a la sentencia ejecutoriada, que no puede ser (impugnada) modificada o revocada por ningún medio jurídico de impugnación (ordinario, extraordinario o juicio de amparo.

III. 
Para afirmar la fuerza y la autoridad de la cosa juzgada y hacerla práctica y afectiva, conceden las leyes una acción y una excepción.

A. Compete la acción a la parte que obtuvo la resolución favorable para pedir la ejecución de la sentencia contra el vencido.
B. La excepción que puede invocarse para estos efectos es la “de cosa juzgada”, que tiene el carácter de perentoria y compete a aquellos que han sido parte en un juicio anterior.

De acuerdo con el derecho positivo, no todas las sentencias producen la excepción de cosa juzgada.

Cipriano Gómez Lara, dice que la cosa juzgada, desde un punto de vista formal o procesal, significa lo que ya se ha expresado: la imposibilidad de impugnación de una sentencia.

La cosa juzgada desde el punto de vista material o de fondo alude al carácter irrebatible, indiscutible, inmodificable de la decisión de la controversia de intereses.

Se ha dicho que la cosa juzgada, en el sentido material, consiste en la verdad legal.

La definitividad de las situaciones jurídicas debe ser una aspiración aun en el caso de que esas situaciones jurídicas sean injustas.
 
El Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Jalisco, establece que hay cosa juzgada cuando la sentencia causa estado. Artículo 420.

Respecto a las sentencias que causan ejecutoria por declaración judicial, cabe decir que, para que éstas adquieran la calidad de cosa juzgada, se requiere primero que transcurra un plazo establecido por la ley y que, durante el mismo, no se interponga, según corresponda, ningún recurso o medio de impugnación.

Por el contrario, las sentencias que causan ejecutoria por ministerio de ley, automáticamente al pronunciarse y notificarse se consideran firmes y, por lo tanto, producen la cosa juzgada per se, sin necesidad de una ulterior declaración judicial expresa que así lo determine
LIMITES OBJETIVOS Y SUBJETIVOS DE LA COSA JUZGADA

•Cuando se hace referencia a límites objetivos se alude al asunto que se ha resuelto, a los objetos y cuestiones que se decidieron y definieron en la sentencia. 


Por el contrario, cuando se hace referencia a los límites subjetivos se alude a las personas que fueron afectadas por la sentencia dictada. Así, la sentencia puede afectar a los que litigaron y no a terceros ajenos.
UNIDAD 7.- LA PRUEBA.

La prueba.

7.1 Naturaleza, concepto
 y objeto
 de la prueba.

     Gramaticalmente prueba es tanta “acción y efecto de probar como razón, argumento, instrumento u otro medio con que se pretende mostrar y hacer patente la verdad o falsedad de algo”
.

     La prueba
 “es la obtención del cercioramiento del juzgador sobre los hechos cuyo esclarecimiento es necesario para la resolución del conflicto sometido al proceso; por lo que, es la verificación o confirmación de las afirmaciones de hecho expresadas por las partes”.

     La prueba
 “es el medio para llevar al juez al conocimiento de la verdad
”

     La prueba “es el medio de convencimiento, actualizado de diversas formas, que emplean las partes para que el Juez se cerciore de que los hechos y derechos sometidos a su consideración en el proceso son verídicos”
, por lo siguiente:

1. Se dice que es un medio de convencimiento, porque se busca despejar dudas sobre la veracidad de algo,

2. El medio de convencimiento se actualiza al tomar en cuenta que un sector de la doctrina ha considerado que lisa y llanamente, la prueba es un conjunto de elementos que se utilizan para influir en la mente del Juez para que éste acepte como ciertos los hechos y los derechos cuya titularidad se debate en el proceso, y

3. Son hechos y derechos los que se deben demostrar porque las diversas materias procesales contemplan la probable reclamación, ante órganos jurisdiccionales, de la restitución de derechos, cuya existencia suele tener que patentizarse de manera documental.

     El objeto de la prueba
 se entiende por lo que es materia del conocimiento o sensibilidad de parte del Juez, en orden a que éste se cerciore de la veracidad de lo que se le presenta; es decir, los hechos y los derechos.

     Los hechos susceptibles de ser probados
 ser los controvertidos, los que no se hayan confesado, los que no sean evidentes ni contrarios a la moral y las buenas costumbres.

      Los derechos susceptibles de ser probados son los considerados como derechos subjetivos que nacen de la aplicación del conjunto de normas que conforman el derecho objetivo
.

     El objeto de la prueba
 consiste en los procesos no penales, en los hechos afirmados y discutidos por las partes; y en el proceso penal, en los hechos que el ministerio público imputa al inculpado y que el juzgador define y califica en el auto de formal prisión o en el de sujeción al proceso; y por excepción, se prueba el derecho extranjero.

7.2 Principios generales relativos a la prueba.

7.3 Medios
 y motivos de prueba
.

     Los medios de prueba
 es con lo que se prueba, se trata de los instrumentos y conductas humanas con las cuales se pretende lograr la verificación de las afirmaciones de hecho.

     Los medios de prueba
 más utilizados durante la actividad procesal son
:

1. Prueba confesional
: es el pronunciamiento que hace cualquiera de las partes en relación con el reconocimiento o desconocimiento de hechos propios que se le imputan;

2. Prueba documental
: es el medio de demostración de un acto o de un hecho por medio de documentos
;

3. Prueba pericial
: es el medio de acreditamiento que proponen las partes o el juzgador y que se desarrolla mediante la intervención de peritos
;

4. Prueba de inspección judicial
: es la comprobación directa que lleva a cabo el Juez al que corresponda verificar hechos o circunstancias de un juicio, para dar fe se su existencia, así como de las personas, cosas y lugares que deban ser examinados;

5. Prueba testimonial
: es la que se rinde con la intervención de testigos
; los testigos son terceros que a través de sus sentidos apreciaron los hechos que son directa o indirectamente materia del litigio, para que manifiesten la forma en que se dieron esos hechos y así hacer llegar al juez al conocimiento de la verdad
;

6. Prueba presuncional
:
 es la consecuencia que la ley o el juzgador deducen de un hecho conocido para indagar la existencia o necesidad de otro desconocido
.

     Los motivos de prueba son las razones que producen en el juez su convicción de lo que para él es la verdad
. 

7.4 La carga de la prueba
.

     Couture
 establece que la carga de la prueba “es la conducta impuesta a uno o ambos litigantes para que acrediten la verdad de los hechos anunciados por ellos”.

     Calamandrei
 considera que se habla de la carga de la prueba en el sentido de que para ganar la causa, es necesario probar al juez los hechos constitutivos del derecho que se afirmó en el juicio, y cuando no se proporciona tal prueba, no se viola ningún derecho que tuviera el adversario, sino que sólo se pierde la causa, por no haber cumplido con la carga de probar.

     La carga de la prueba
 “es la situación jurídica en que la ley coloca a cada una de las partes, consistente en el imperativo de probar determinados hechos en su propio interés; en materia civil existen las siguientes reglas:

La parte actora debe probar los fundamentos de hecho de su pretensión, y la parte demandada los de su excepción o defensa; y

Sólo el que afirma tiene la carga de la prueba de sus afirmaciones de hecho, pues el que niega sólo debe probar en los siguiente casos
:

a. Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;

b. Cuando se desconozca la presunción legal que tenga a su favor el Colitigante;

c. Cuando se desconozca la capacidad; y

d. Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.

7.5 Clasificación de pruebas.

     La doctrina consultada considera que las pruebas se clasifican en:

1. Reside en la naturaleza de los documentos presentados, y pueden ser originales y derivadas;

2. Depende de que el proceso se haya o no iniciado, y pueden ser preconstituidas
 y constituídas
;

3. Directas son las que dan al juzgador acceso directo e inmediato a la prueba
; y las indirectas son las que llegan a la consideración del juzgador a través de otros medios
;

4. Reales que tienen como objeto una cosa; personales tienen como objeto la conducta de una persona;

5. Históricas suponen la representación objetiva del hecho que se prueba
; críticas son las que conducen al juzgador a inferir el hecho que se prueba a partir de otros datos;

6. Plenas tienen un valor probatorio pleno; semiplenas tienen un valor probatorio relativo;

7. Útiles son las que aluden a los hechos que se controvierten en el proceso; inútiles son las que no es preciso presentar, dado que su veracidad se ha mostrado como evidente.

7.6 Valoración de las pruebas.

     Kelley Hernández
 considera tres sistemas de valoración de las pruebas:

1. Sistema de libre valoración o prueba libre: que consiste en dejar al tribunal en libertad de valorar la prueba como él crea conveniente
;

2. Sistema de valoración tasada o prueba legal
: la ley señala al juzgador cómo deberá valorar cada uno de los medios de convicción
; y

3. Sistema mixto: es aquel que establece un sistema tasado en la ley, pero en la propia ley establece la facultad de valorar las pruebas en formas distintas, en casos especiales
;

4. Sistema de la sana crítica o prueba razonada
:
 se trata de la reunión de la lógica y la experiencia, será idea en la que el juez se inspire siempre que el legislador le deje en libertad en la apreciación de la prueba.

418 CPCJ.- Señala.- “la valorización de las pruebas se hará de acuerdo con la el presente capítulo, a menos que por el estrecho enlace de las pruebas rendidas y de las presunciones formadas, el Tribunal adquiera convicción distinta, respecto de los hechos materia del litigio. En este caso, deberá fundar y motivar el Juez cuidadosamente esta parte de su sentencia”.

UNIDAD 8.  IMPUGNACIÓN.

8.1.- CONCEPTOS.- RAÍZ ETIMOLOGICA.- La palabra Impugnación tiene su raíz etimológica en el latín impugnatio,  que viene del verbo impugnare, que significa: combatir, refutar, contradecir.1
En términos generales la impugnación es una instancia reclamadora de la legalidad o procedencia de un acto de autoridad, que se hace valer ante la misma autoridad u otra jerárquicamente superior, o ante algún órgano revisor específico, que califique la procedencia y/o la legalidad, respecto del acto que se reclama. Una resolución puede parecer injusta ante nuestros ojos y no necesariamente esa razón es fundamento suficiente para interponer una impugnación, pues recordemos que los principios de justicia y de legalidad no siempre coinciden, ya que hay resoluciones legales que, sin embargo, pueden ser injustas. Todo medio de impugnación como procedimiento, necesariamente busca y tiene que llegar a uno de los siguientes resultados: confirmar, modificar o revocar, una resolución. De hecho, la parte que interpone un recurso nunca busca la confirmación, sus pretensiones son revocar o modificar una resolución. En ocasiones la parte fracasa en su intento y la resolución no es modificada, sino que se confirma.

El fundamento de los medios de impugnación tiene su razón de ser en la imperfección y falibilidad del ser humano. El hombre es imperfecto; el juez es un hombre, por consiguiente también es imperfecto, es falible y puede errar. En tal virtud todo sistema jurídico tiene que abrir sus puertas a los medios de impugnación.


En nuestro sistema judicial contamos, como Medios de Impugnación, con: 

a)
Recursos

b)
Incidentes de Nulidad

c)
Juicio de Amparo.

Los tratadistas consultados hacen una distinción entre recursos y medios de impugnación, haciendo constar ésta en que los medios de impugnación abarcan a los recursos, diciendo que: todo recurso es un medio de impugnación; más no todo medio de impugnación es un recurso. Los medios de impugnación contienen a los recursos, que son aquellos que se encuentran reglamentados en un sistema procesal, que tienen vida dentro del mismo. Por el contrario puede haber medios de impugnación que no estén reglamentados ni pertenezcan a ese sistema procesal, sino que están fuera y forman lo que se podría llamas como medios de impugnación autónomos. El caso característico en nuestro sistema es el Juicio de Amparo, que constituye típicamente un medio de impugnación. No tiene vida propia dentro de nuestro sistema procesal, está fuera y tiene su propio régimen procesal.

(1). KELLEY Hernández Santiago Alfredo. TEORÍA DEL DERECHO PROCESAL. Edición de Impre-Jal. Guadalajara, Jalisco, México. 1997. p. 145


Así mismo, hay medios de impugnación que no constituyen un recurso, sino un incidente, como acontece con la Nulidad de Actuaciones.

“Llámase recursos a los medios que la ley concede a las partes para obtener

que una providencia judicial sea modificada o dejada sin efecto”.


Son la institución jurídica procesal que permite a alguna de las partes acudir a otro órgano jurisdiccional para que se ocupe de examinar lo realizado en el proceso en el que se interpuso el recurso, con las reglamentaciones que imponga el derecho vigente.


Esto es, son las armas que tienen las partes en un proceso para fiscalizar al órgano jurisdiccional en sus decisiones, y combatir la validez o legalidad de los actos u omisiones de éste, dentro de los límites que la propia ley establece.


Desde entonces, una sentencia sólo tiene el carácter de cosa juzgada, cuando ya no es susceptible de apelación o cuando ésta ha sido rechazada.


El objetivo de los recursos es la pretensión del Estado en la búsqueda de un perfecto ejercicio de la función jurisdiccional; superar la falibilidad humana mediante la reparación de los agravios e injusticias producto de equivocaciones.


Desde el momento en que desaparece la venganza privada, cuando el hombre cede al Estado su deseo y ansia de justicia, es preocupación del estado obtener un equilibrio entre los integrantes de su población, para lograr un desarrollo armónico y justo de su sociedad.

 Principios que rigen los Recursos:


No todos se interponen de la misma manera, ni son procedentes en situaciones parecidas; y no obstante sus diferencias específicas, cuentan con reglas comunes.

a)
Son a instancia de interesado: funcionan por iniciativa de las partes y a ellas corresponde su deducción. Hay casos en que el recurso es negado a las partes y se concede a terceros.

b)
Si no hay agravio no hay recurso: El recurso no es procedente cuando la sentencia es favorable a la pretensión de la parte o cuando ésta se allana a la pretensión de su adversario y la sentencia es fundada en esa conformidad.

c)
Se tienen que hacer valer en forma:

d)
Se tienen que hacer valer en tiempo:

e)
Priva el recurso de Pluralidad: el legislador ha establecido diferentes recursos con reglas variantes.

f)
Rige el principio de Moderación: la respetabilidad de los órganos jurisdiccionales obliga a los litigantes se abstenga de utilizar en la interposición de sus recursos un lenguaje denostante o peyorativo en contra de los órganos que citaron la resolución que se impugna.

g)
Deben ser serios y formales: no deben constituir jamás un medio de tardanza en el desarrollo de los procesos. Su frivolidad e improcedencia da lugar a su desecamiento.

h)
Pertenecen al género de las cargas procesales: esto es, la parte afectada por una resolución, no está obligada a interpone un recurso, pero deberá estar conciente que si no lo interpone en el tiempo y forma establecidos por la ley, la resolución queda firme y habrá perdido el derecho de impugnación.

i)
No hay suplencia de la queja: el tribunal que conoce del recurso únicamente examina los motivos de inconformidad que se hayan hecho valer por el recurrente.

j)
Rige el principio de exhaustividad: el tribunal o juez que conozca del recurso debe analizar todos los agravios que se hayan hecho valer.

Clasificación de los Recursos:


Los recursos regulados por el Código Civil de Procedimientos del Estado de Jalisco, en su artículo 422, son:

a)
Revocación

b)
Apelación

c)
Queja

Contemplando además la Revisión de Oficio en su artículo 457.

2.3 Marco Legal de los Recursos:


El marco legal de los recursos se encuentra debidamente establecido en el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, TÍTULO SÉPTIMO, De los Recursos y Revisión de Oficio, en sus Capítulos:

I.
Disposiciones Generales. Artículos 422 al 430

II.
De la Revocación. Artículos 431 al 433

III.
De la Apelación. Artículos 434 al 451

IV.
De la Queja. Artículos 452 al 456

V.
De la Revisión de Oficio. Artículo 457 

Del primer capítulo, Disposiciones Generales, se desprende que el Juez o Tribunal no puede revocar, variar o modificar sus resoluciones, sino en los casos que este Código lo permita, interponiendo el recurso correspondiente en la forma y términos previstos en el mismo.


Sólo pueden hacerse valer por las partes de un Juicio o Procedimiento, o bien por los terceros que hayan salido a juicio y los demás interesados a quienes perjudique la resolución judicial o los actos procesales efectuados con exceso o defecto en la ejecución de una resolución judicial. Siempre debe alegarse y comprobarse el interés en el juicio o procedimientos y el perjuicio que cause la resolución impugnada. El que promueva un recurso puede desistirse del mismo hasta antes de que se resuelva.

Los recursos deben interponerse por escrito.

El fallo que resuelva o deseche los recursos es irrecurrible y trae como efecto que la resolución o acto recurrido quede firme.


Ningún recurso tendrá efectos suspensivos, si no está expresamente previsto en el Código de Procedimientos Civiles.

RECURSO DE REVOCACIÓN:


Este recurso está considerado como el más sencillo y tiene por objeto que el mismo Tribunal que ha dictado una resolución, la revise y, en su caso, la revoque o modifique; porque, en concepto del impugnante, esté mal dictada, sea errónea o esté apartada del derecho.


Procede contra los autos de primera y segunda instancia, con excepción de aquellos que conforme al Código de Procedimientos Civiles admitan el recurso de apelación en su contra, sean irrecurribles o decretos de mero trámite (art. 431).


Se sustancia interponiéndolo ante el Juez o Tribunal que dicta la resolución que causa el agravio, dentro del término de los 3 tres días siguientes al en que se notifique al perjudicado o tenga conocimiento de la resolución que se pretenda atacar (art. 432).


Se sustancia y resuelve siempre de plano. La resolución que decide el recurso de revocación es irrevocable (art. 433).


Existen algunas Tesis de Jurisprudencia en las que se establece que no procede interponer el Recurso de Revocación, como en los casos siguientes:

I.
En contra del Auto que aprueba un Convenio Judicial, elevándolo a la Categoría de Sentencia Ejecutoriada. Tesis 1a./J. 31/97. Novena Época. 

II.
En contra de Resoluciones que se dicten durante el Procedimiento de Juicios Civiles que concluyen con Sentencia Inapelable. Tesis 3a. /J. 25/91. Octava Época. 

III.
No es permitido a las Autoridades Judiciales revocar sus propias determinaciones, que no admiten expresamente ese Recurso. Tesis 758. Quinta Época. 


En Segunda Instancia, y con un objeto similar al de la Revocación, existe la Reposición; su mecánica refleja las de la primera instancia y se interpone en contra de aquellos autos que en primera instancia hubieren sido apelables.

RECURSO DE APELACIÓN:

Considerado como el más importante de los recursos ordinarios, brinda la oportunidad a la parte que ha sido afectada con una resolución de primera instancia contraria a sus intereses o pretensiones, de obtener, por parte de un órgano jurisdiccional diferente y que siempre será superior jerárquicamente al que dictó la resolución apelada, un nuevo examen y, en su caso, fallo de la cuestión debatida.


A este recurso se le conoce también como de Alzada porque al interponerse se alza de la primera a la segunda instancia. Siempre que se hable de apelación implica la dualidad de instancia y el principio de bi-instancialidad.


Procede este recurso en contra de sentencias definitivas y de algún otro tipo de autos o resoluciones aun cuando no sean los finales del procedimiento, siempre y cuando éstos últimos impliquen un daño o perjuicio que no pueda ser reparado posteriormente por la sentencia.

Artículo. 434.- Sólo se admitirá el recurso de apelación en los negocios cuyo 

monto exceda del importe de setecientos veinte días de salario mínimo.


La resolución será confirmada, cuando el Tribunal de Segunda Instancia encuentra que la misma, al ser dictada en primer grado estaba correctamente dictada; en caso contrario, puede ser modificada o revocada, total o parcialmente. En algunos casos, al ser dictada la sentencia de segunda instancia, los tribunales pueden en parte confirmas, modificar o revocar las resoluciones de primera instancia.

El Recurso de Apelación tiene las siguientes características:

1.
Tiene por objeto que el órgano jurisdiccional superior jerárquicamente, reexamine una resolución dictada por el inferior

2.
Pueden apelar las partes y los terceros que se vean afectados por la resolución que se pretende impugnar

3.
No puede apelar el que obtuvo todo lo que pidió

4.
Existe la Apelación Adhesiva que consiste, no obstante la regla anterior, en que la parte que haya obtenido sentencia favorable, puede adherirse a un trámite de Apelación que haya interpuesto su contraria, con el propósito de mejorar los argumentos de la sentencia; porque pese al fallo favorable considera que la sentencia en sus razonamientos es falla o endeble, y por lo tanto pretende robustecer lo argüido por el Juez de primer grado y obtener en segunda instancia una sentencia más fuerte y mejor fundada. Se encuentra reglamentado debidamente en el artículo 436 del Enjuiciamiento Civil del Estado de Jalisco, que además establece que el recurso adhesivo se substanciará y resolverá con el principal y seguirá la suerte de éste.

5.
Se hace valer en forma escrita, dentro del término de 10 diez días hábiles, contados a partir del día siguiente al que de la notificación o conocimiento del perjudicado de la resolución que se impugna, con excepción de las sentencias dictadas en los Juicio seguidos en Rebeldía, cuando el demandado es emplazado por edictos, en cuyo caso la admisión puede ser admiti8da si se presenta dentro de los 3 tres meses que sigan al día de la notificación de la resolución (artículo 437)

6.
El apelante debe ser respetuoso con el Tribunal y no denostar (injuriar, insultar u ofender de palabra) al Juez al interponer el recurso

7.
El Juez tiene que admitir este Recurso sin sustanciación; lo admite automáticamente si es procedente (artículo 438). También puede considerar que no es procedente y entonces lo rechaza. Contra esta resolución cabe el Recurso de Queja.

8.
Los efectos de la Admisión pueden ser el Devolutivo y el Suspensivo. En el acto de admisión del recurso, el Juez debe definir en que efecto o efectos lo admite (artículo 438).

El efecto devolutivo implica el envío del asunto al superior, para que éste conozca y decida sobre el particular (artículo 438), lo contrario a devolutivo es retentivo, y esto es cuando el tribunal conserva el asunto para conocerlo y devolverlo él mismo. 

Artículo 440.- El Recurso de Apelación se admitirá siempre en el efecto devolutivo, 

salvo en los casos siguientes en que se admitirá también en el efecto suspensivo:

I.
Cuando se trate de sentencias definitivas;

II.
Cuando se trate de autos que pongan fin a un juicio o procedimiento

III.
En los demás casos en que expresamente lo determine la ley 



El efecto suspensivo implica que quedan en suspenso las consecuencias de la resolución impugnada, entre ellas la ejecución de la misma. Lo contrario al efecto suspensivo es el efecto ejecutivo o ejecutable; esto significa que la resolución impugnada no queda en suspenso, en cuanto a sus consecuencias y ejecución, sino que se lleva a cabo lo ordenado en la resolución, sin perjuicio del trámite de la apelación.

Artículo 441.- La Apelación admitida en ambos efectos, suspende desde luego el procedimiento y la ejecución de la sentencia o del auto, hasta que éstos causen ejecutoria y, entre tanto, sólo podrán dictarse resoluciones que se refieran a la administración, custodia y conservación de bienes embargados o intervenidos judicialmente, así como custodia de menores e incapacitados y separación de personas, siempre que la apelación no verse sobre alguno de éstos puntos. 

Artículo 442.- La Apelación admitida sólo en el efecto devolutivo no suspende el procedimiento, ni la ejecución de las resoluciones; pero sí en el juicio en que se interpuso el recurso, se cita para sentencia sin que aquél se hubiere resuelto, no se dictará ésta sino hasta que se reciba el testimonio de la resolución respectiva.  

Artículo 443.- El Tribunal de Apelación está impedido para estudiar y resolver cuestiones de fondo que no llegaron a ser planteadas en la litis de primera instancia. 

LA EXPRESIÓN DE AGRAVIOS:


Agravio es el perjuicio que recibe una persona en sus derechos o intereses en virtud de una resolución judicial. Expresar agravios significa hacer valer ante el Tribunal Superior los perjuicios causados por la sentencia o resolución recurrida, procurando efectos de revocación o modificación de dicha sentencia o resolución.


Es la promoción por medio de la cual la parte apelante expone los argumentos en virtud de los cuales considera que la resolución impugnada le afecta por estar pronunciada erróneamente. En este escrito el apelante debe hacer valer los razonamientos sobre la inexacta aplicación de preceptos legales o disposiciones dejadas de aplicar, o de argumentos equivocados del juez de primera instancia.

Artículo 444.- Si el Tribunal de alzada, a través de los Agravios expresados, advierte que se violaron las reglas esenciales del procedimiento en el juicio de donde emane la resolución apelada, o que el juez de primer grado incurrió en alguna omisión que pudiere dejar sin defensa al recurrente o pudiera influir en la sentencia que deba dictarse en definitiva, siempre que no se trate de actos consentidos, revocará la resolución recurrida y mandará reponer el procedimiento, así como cuando aparezca también que indebidamente no ha sido oída alguna de las partes interesada que tenga derecho a intervenir en el juicio o procedimiento, por no estar practicado el emplazamiento o llamamiento correspondiente conforme a ésta ley. (12)


Algunos tratadistas consideran la Expresión de Agravios como el momento más importante de la apelación, porque, según su opinión, representa para la segunda instancia lo que la demanda es para la primera instancia.

La expresión de Agravios debe llenar los siguientes requisitos:

a)
Ha de expresar la ley violada

b)
Ha de mencionarse la parte de la sentencia en que se cometió la violación

c)
Deberá demostrarse por medio de razonamientos y citas de leyes o doctrinas, en que consiste la violación (13)

Es el escrito más importante de la parte que no está conforme con la resolución de primera instancia; que puede ser indistintamente el Actor o el Demandado, siendo generalmente quien ha perdido.


De una correcta expresión de agravios depende obtener un resultado favorable de la resolución de segunda instancia. En el escrito de expresión de agravios es donde el abogado litigante muestra efectivamente que lo es.


Si no se expresan oportunamente los agravios, se tendrá por desistido del recurso al apelante (artículo 446). En tal circunstancia la resolución impugnada quedará firme.


Así como hay un escrito de expresión de agravios de la parte apelante, también hay un escrito de contestación de agravios de la parte apelada. La parte contraria a la apelante cuenta con un término de  días para dar contestación a los agravios, en la cual se dirigirá a:

a)
Expresar las deficiencias formales que tenga la promoción mediante la cual se formulan los agravios

b)
Refutar uno por uno los argumentos del apelante

La aportación de pruebas en el trámite de la apelación está regulada, sujetándose a las siguientes reglas:

1.
Las pruebas han de ser ofrecidas en los escritos de expresión de agravios o de contestación a los agravios (artículo 447).

2.
Se restringe el ofrecimiento de pruebas únicamente para la apelación contra sentencia definitiva

3.
También se limita a la circunstancia de que hubieren ocurrido hechos supervenientes

4.
Deben especificarse los puntos sobre los que deben versar las pruebas; y deben tener relación con la cuestión debatida y no ser extrañas a los hechos supervenientes 

5.
El superior será quien admita o deseche las pruebas ofertadas

6.
En el auto de calificación de pruebas la sala ordenará su recepción, en forma oral, y señalará la audiencia dentro del término establecido por la ley

7.
Cuando se admitan las pruebas, desde el auto de admisión el superior fijará la audiencia

8.
Concluida la audiencia, las partes alegarán verbalmente y se citará para sentencia.

Artículo 448.- Sólo podrá otorgarse la admisión de pruebas en la segunda instancia:

I.
Cuando por cualquiera causa no imputable al que solicitare la prueba, no hubiere podido practicarse en la primera instancia toda o parte de la que se hubiere propuesto

II.
Cuando hubiere ocurrido algún hecho que importe excepción superveniente (15)

DESISTIMIENTO DE LA APELACIÓN:

La parte que ha interpuesto el recurso de apelación puede abandonar su propósito de combatir la resolución y hacer una manifestación expresa en el sentido de que se desiste de dicho recurso.

Podemos sostener que el desistimiento es la manifestación de voluntad expresa de la parte apelante, en cuya virtud abandona el recurso antes de la resolución de segunda instancia. 

Características del Desistimiento:

a)
La parte apelante puede formular su desistimiento del recurso ante el juez de primera instancia o ante el tribunal de segunda instancia

b)
Puede ser formulado directamente por la parte apelante, o por conducto de su apoderado siempre que se trate de mandatario con poder o cláusula especial

c)
La parte apelante estará en condiciones de desistirse de la apelación desde el momento en que la ha interpuesto hasta antes de que se dicte la resolución que resuelva dicho recurso

d)
Su efecto es que la sentencia impugnada quede firme

e)
En virtud del desistimiento ya no se producirá la condena de costas en ambas instancias. 
4.1 Recurso de Reposición:


La reposición es a la segunda instancia lo que el recurso de revocación es a la primera instancia. 

Características de la Reposición:

a)
Con denominación distinta, tiene gran similitud con la revocación, pero no identidad, ya que la reposición es el recurso equivalente a la revocación valedero para la segunda instancia

b)
Aunque al igual que la revocación es procedente respecto de autos y decretos, existe la variante de que en la segunda instancia no hay apelación, por lo tanto toda clase de autos, aun los que serían apelables en primera instancia, se puede impugnar en segunda instancia mediante la reposición

c)
El término para su interposición es de veinticuatro horas, siguientes a la notificación del auto o del decreto impugnado

d)
Se sustancia con un escrito de cada parte, en el que deberán hacerse valer los respectivos agravios

e)
La contraria al recurrente debe contestar el escrito de reposición y los agravios, en un término de  días

f)
Una vez contestado dicho escrito o transcurrido el término para hacerlo, el tribunal dictará la resolución correspondiente en un término de tres días (19)

Se distingue la Reposición de la Revocación, en:

1.
Diferente denominación

2.
Operan en instancias diferentes

3.
En la reposición son impugnables toda clase de autos, aún los que en primera instancia serían apelables. 

RECURSO DE QUEJA:


Es un medio de impugnación que se concede al afectado contra actos procesales u omisiones del Jueces o Secretarios, pronunciados o ejecutados con exceso o defecto en la ejecución de resoluciones (artículo 452); que se interpone ante el superior jerárquico, acompañándole las copias correspondientes, en las circunstancias y sujeto al procedimiento establecido por la ley.


Procede la Queja cuando el Juez deniega o rechaza la admisión de algún recurso ordinario.

Artículo 452.- El Recurso de Queja contra el juez, se interpondrá dentro de los 5 cinco días siguientes al en que se le haya notificado al perjudicado la resolución o acto procesal que le cause agravios o haya tenido conocimientos de los mismos. Se presentará por conducto del propio juez, quien dentro del término antes señalado, contados a partir de la fecha de recepción del escrito de agravios, lo remitirá al Supremo Tribunal juntamente con su informe con justificación y testimonio de las constancias señaladas por el recurrente. . . . (2)

Artículo 453.- La Queja contra el Secretario se interpondrá ante el Juez o titular del Juzgado que conozca del juicio o procedimiento, dentro de cinco días siguientes al en que se le haya realizado el acto procesal. . . . (3)

Elementos:

a)
Es un medio de impugnación en virtud de que por su conducto se combaten actos u omisiones de los funcionarios judiciales, como son: Juez, Ejecutor o Secretario.

b)
Puede hacerse valer por el afectado como consecuencia de esos actos u omisiones.

c)
Se otorga este recurso al litigante, a los terceros y a demás interesados a quienes perjudique el accionar judicial

Artículo 455.- Si la queja no resulta apoyada en hecho cierto, si no estuviera fundada en derecho, o procediera otro recurso ordinario contra la resolución reclamada, será desechada por la sala o el juez, imponiéndose al quejoso y a su abogado patrono, multa hasta del importe de 180 ciento ochenta días de salario mínimo. La que resulte fundada dejará sin efecto el acto procesal impugnado. (23)

(2) ARELLANO García, Carlos. DERECHO PROCESAL CIVIL. Editorial Porrúa. México, 1998. Sexta Edición. p. 551

(3), (4) CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO. LIV Legislatura. Código Civil y de Procedimientos Civiles y Ley del Registro Civil. Noviembre 1995.

Artículo 456.- La falta o deficiencia del informe con justificación, establece la presunción de ser ciertos los hechos respectivos, y hará incurrir al Juez o Secretario omiso en una multa de 3 tres a 30 treinta días de salario mínimo vigente, que impondrá de plano la autoridad que conozca de la queja en la misma resolución que se dicte sobre ella; lo anterior sin perjuicio de la obligación que tiene el recurrente de demostrar los agravios en que funde sus impugnaciones. (4) 



La Queja procede por las razones siguientes:

a)
Cuando se rechace o no se admita una demanda

b)
Cuando se desconozca de oficio la personalidad de un litigante, antes del emplazamiento

c)
Respecto de interlocutorias dictadas para la ejecución de sentencias

d)
Contra la Denegación de Apelación

e)
Por exceso o defecto en las ejecuciones

f)
Por omisiones o negligencias en el desempeño de funciones (respecto de los Secretarios)

REVISIÓN DE OFICIO:


Creo que atinadamente, a diferencia de los tratadistas que lo estudian como si fuera un recurso más, nuestro Código de Procedimientos Civiles lo establece como una etapa más dentro de ciertos procedimientos, para proteger o tutelar el orden público, el cual en virtud de ciertas resoluciones pudiera verse afectado.


Es procedente en todos los casos en que se dicten resoluciones relativas a la Nulificación, Rectificación, Reposición y de Convalidación de Actas del Registro Civil, así como aquellas que sean dictadas en los supuestos de Divorcio Necesario o de Nulidad de Matrimonio, y siempre que hubiese prosperado parcial o totalmente la acción ejercitada. Dicha revisión es de la exclusiva competencia de la Sala del Supremo Tribunal de Justicia que corresponda, con la intervención del Representante Social (artículo 457).


El objeto de esta Revisión de Oficio será modificar o revocar la resolución dictada, ordenando incluso la reposición del proceso total o parcialmente, en aquellos casos en que el Tribunal Superior considere que el Inferior ha emitido una sentencia incorrecta o no apegada a derecho. Esto es, en dicha revisión se pretende llevar a cabo un reexamen de la legalidad de la sentencia dictada en primera instancia.


La revisión da lugar a que se abra automáticamente la segunda instancia ante el superior, incluso sin que las partes interpongan el recurso de apelación, sin que se expresen agravios, sin que se haga ofrecimiento ni desahogo de pruebas, ni instancia alguna.

(4) CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO. LIV Legislatura. Código Civil y de Procedimientos Civiles y Ley del Registro Civil. Noviembre 1995.


Insisto en que no se trata de ningún recurso, pues opera de oficio y no a petición de parte agraviada. Un recurso es interpuesto por aquella parte que siente afectados sus intereses, ejercitando la acción impugnativa que a su derecho corresponda, para combatir la resolución que le perjudica.5
El fin perseguido mediante la Revisión de Oficio es lograr una seguridad jurídica, ya que la sentencia definitiva que se reexamina afecta cuestiones de orden público, tales como las del Estado Civil de las Personas y la Nulidad del Matrimonio; dando oportunidad al Ministerio  Público para interponer recurso de apelación contra las resoluciones dictadas en estos juicios, así como también a terceros que, aun cuando no hubiesen litigado, si pudieran resultar afectados por dicha sentencia. (6)


El segundo párrafo del artículo 457 del Enjuiciamiento Civil para el Estado, nos da la pauta en cuanto al desarrollo del Recurso de Revisión:

“El juez que pronuncie sentencia en los términos antes indicados, transcurrido el término que tienen las partes para apelar las mismas, remitirá los autos y documentos originales, a la sala que corresponda la revisión de su sentencia. Cuando no exista promovido recurso de apelación las revisiones se tramitarán y resolverán por la sala sin sustanciación alguna, en caso contrario, ésta la tramitará y resolverá juntamente con la apelación interpuesta”.

Existen criterios jurisprudenciales que corroboran lo asentado en líneas anteriores:

(4) CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO. LIV Legislatura. Código Civil y de Procedimientos Civiles y Ley del Registro Civil. Noviembre 1995.

 (5) GÓMEZ Lara, Cipriano. DERECHO PROCESAL CIVIL. Editorial Harla, México 1991. Quinta Edición. p. 223

(6) CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO. LIV Legislatura. Código Civil y de Procedimientos Civiles y Ley del Registro Civil. Noviembre 1995.

JUICIO DE AMPARO.- 

Muchas personas, a través de tiempo, van adquiriendo conocimiento de forma empírica, en donde la mayor gente ha escuchado una vez la palabra Juicio de Amparo, en donde surge, e inevitable pregunta, en donde esta investigación tiene la facultad de explicar; ¿Qué es el Juicio de Amparo?, ¿En que consiste?, por lo que fue una investigación exhaustiva en donde decimos que el hombre es un ser que se ha considerado como un ser bio-psico-social, por lo que todos actualmente somos sociales, en donde en este trabajo va llevar al lector a comprender porqué el hombre ha de tener saber lo que es el llamado JUICIO DE AMPARO.

En donde en mi investigación desarrollo de manera formal lo que es el juicio de Amparo, en donde, el objetivo de esta investigación es:

El contenido de la investigación: O sea, el juicio de Amparo, el cual nos protege contra el abuso y la prepotencia de muchas autoridades.

- Un repaso general sobre la importancia de las garantías y su clasificación

- ¿Por qué es importante para los individuos en nuestra sociedad?

- La misión de Juicio de amparo. 

- ¿Qué es la Ley de Amparo?

Conocer los antecedentes históricos del juicio de amparo 

Comprender su importancia 

Y lo más importante, en no tener lagunas sobre este tema ya que este es muy completo 

Esto con el fin de que el lector sea uno de los afortunados en leer esta investigación ya que este maneja un lenguaje fácil aplicando desde luego una pequeñas frases en un lenguaje jurídico en donde es sencillo de entender y aprender de este, por lo que este trabajo no maneja recalcitrantes y pinchurrientas palabras que nadie conoce sino en un lenguaje formal y entendible para cualquier tipo de lector.

En este trabajo se hace un análisis y comentario sobre los ya conocidos y famosos artículos 103 y 107 constitucionales en donde el lector se puede enriquecer de manera grata y satisfactoria que la constitución es muy importante para todos nosotros, y que tenemos derecho al juicio de Amparo en México.

Por lo que a través de la investigación uno, va analizando de que el México, hay problemas de abuso de autoridad, el cual es el proteger las normas del orden jurídico contra su violación ya que esta suele ser por parte de las personas de carácter público, y por lo tanto se puede decir que esto es una tarea muy difícil, en donde esta investigación sujeta a elaborar una gran información y dar de forma suave y no prosaica al lector información que enaltezca este tema, este trabajo a superado las perspectivas y de forma clara el juicio de amparo en donde de forma rápida y dinámica el lector va disfrutar el leer este trabajo de investigación.

En esta investigación por la cantidad de información el lector podrá darse cuenta sobre todo aquellos que necesitan conocer como se regula la vida en la sociedad, y lo que es el Juicio de Amparo defendiendo nuestras garantías individuales.

Apoyándome en una gran variedad de autores, durante el contenido podemos encontrar autores que son muy prestigiados y reconocidos como grandes escritores, en donde podremos desarrollar claramente lo que es el juicio de amparo, en donde tomo grandes y exquisitas enseñanzas como el maestro Burgoa, Rafael de Pina, entre otros grandes maestros sobre la materia.

Por lo que se puede decir que el objetivo de esta investigación es el Proporcionar al lector una cantidad información exquisita sobre la doctrina, jurisprudencia, comentarios y orientación práctica en general, sobre las garantías individuales y los sistemas de control de la constitucionalidad, de la legalidad y, específicamente, sobre los temas fundamentales y los problemas relativos al juicio de amparo. 

Este tipo de temas se eligen con el propósito de que el lector conozca la importancia de los temas seleccionados e investigados en donde se conoce de manera concisa y precisa el Juicio de Amparo, en donde se conoce aparte lo que es la Ley de Amparo, ya que este es muy importante en el Orden Jurídico.

Artículos 103 y 107 constitucionales

Es muy importante en el Juicio de Amparo el famoso y conocido art. 103 constitucional ya que en este dice:

"Artículo 103. Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:

I. Por leyes o actos de la autoridad que viole las garantías individuales;

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y

III. Por leyes o actos de las autoridades de los Estados o del Distrito Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal."

Ahora bien hay que señalar lo que es el art. 107 constitucional en donde apartir de este punto vamos a derivar lo que es juicio de amparo, en donde a través de estos párrafos vamos a identificar la importancia y el escrito de cada letra que se maneja en este artículo.

Es muy importante este artículo primeros vamos a comprender que dice;

"Artículo 107. Todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo a las bases siguientes:

El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada; 

II. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.

En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución. Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a los núcleos de población que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros, deberán recabarse de oficio todas aquellas pruebas que puedan beneficiar a las entidades o individuos mencionados y acordarse las diligencias que se estimen necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los actos reclamados.

En los juicios a que se refiere el párrafo anterior no procederán, en perjuicio de los núcleos ejidales o comunales, o de los ejidatarios o comuneros, el sobreseimiento por inactividad procesal ni la caducidad de la instancia, pero uno y otra sí podrán decretarse en su beneficio. Cuando se reclamen actos que afecten los derechos colectivos del núcleo tampoco procederán el desistimiento ni el consentimiento expreso de los propios actos, salvo que el primero sea acordado por la Asamblea General o el segundo emane de ésta.

III. Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el amparo sólo procederá en los casos siguientes:

a) Contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, respecto de las cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o reformados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo; siempre que en materia civil haya sido impugnada la violación en el curso del procedimiento mediante el recurso ordinario establecido por la ley e invocada como agravio en la segunda instancia, si se cometió en la primera. Estos requisitos no serán exigibles en el amparo contra sentencias dictadas en controversias sobre acciones del estado civil o que afecten al orden y a la estabilidad de la familia.

b) Contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, fuera del juicio o después de concluido, una vez agotados los recursos que en su caso procedan, y 

c) Contra actos que afecten a personas extrañas al juicio; 

IV. En materia administrativa el amparo procede, además, contra resoluciones que causen agravio no reparable mediante algún recurso, juicio o medio de defensa legal. No será necesario agotar éstos cuando la ley que los establezca exija, para otorgar la suspensión del acto reclamado, mayores requisitos que los que la Ley Reglamentaria del Juicio de Amparo requiera como condición para decretar esa suspensión; 

V. El amparo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, sea que la violación se cometa durante el procedimiento o en la sentencia misma, se promoverá ante el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, conforme a la distribución de competencias que establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación en los casos siguientes:

a) En materia penal, contra resoluciones definitivas dictadas por tribunales judiciales, sean éstos federales, del orden común o militares.

b) En materia administrativa, cuando se reclamen por particulares sentencias definitivas y resoluciones que ponen fin al juicio dictadas por tribunales administrativos o judiciales, no reparables por algún recurso, juicio o medio ordinario de defensa legal. 

c) En materia civil, cuando se reclamen sentencias definitivas dictadas en juicios del orden federal o en juicios mercantiles, sea federal o local la autoridad que dicte el fallo, o en juicios del orden común.

En los juicios civiles del orden federal las sentencias podrán ser reclamadas en amparo por cualquiera de las partes, incluso por la Federación, en defensa de sus intereses patrimoniales, y

d) En materia laboral, cuando se reclamen laudos dictados por las Juntas Locales o la Federal de Conciliación y Arbitraje, o por el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje de los Trabajadores al Servicio del Estado. La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de la República, podrá conocer de los amparos directos que por su interés y trascendencia así lo ameriten.

VI. En los casos a que se refiere la fracción anterior, la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución señalará el trámite y los términos a que deberán someterse los Tribunales Colegiados de Circuito y, en su caso, la Suprema Corte de Justicia, para dictar sus respectivas resoluciones;

VII. El amparo contra actos en juicio, fuera de juicio o después de concluido, o que afecten a personas extrañas al juicio, contra leyes o contra actos de autoridad administrativa, se interpondrá ante el juez de Distrito bajo cuya jurisdicción se encuentre el lugar en que el acto reclamado se ejecute o trate de ejecutarse;

Y su tramitación se limitará al informe de la autoridad, a una audiencia para la que se citará en el mismo auto en el que se mande pedir el informe y se recibirán las pruebas que las partes interesadas ofrezcan y oirán los alegatos, pronunciándose en la misma audiencia la sentencia;

VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo los Jueces de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia:

a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por estimarlos directamente violatorios de esta Constitución, leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 de esta Constitución y reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados o por el Jefe del Distrito Federal, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad;

b) Cuando se trate de los casos comprendidos en las fracciones II y III del artículo 103 de esta Constitución. La Suprema Corte de Justicia, de oficio o a petición fundada del correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito, o del Procurador General de la República, podrá conocer de los amparos en revisión, que por su interés y trascendencia así lo ameriten.

En los casos no previstos en los párrafos anteriores, conocerán de la revisión los Tribunales Colegiados de Circuito y sus sentencias no admitirán recurso alguno;

IX. Las resoluciones que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito no admiten recurso alguno, a menos de que decidan sobre la inconstitucionalidad de una ley o establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución, caso en que serán recurribles ante la Suprema Corte de Justicia, limitándose la materia del recurso exclusivamente a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales;

X. Los actos reclamados podrán ser objeto de suspensión en los casos y mediante las condiciones y garantías que determine la ley, para lo cual se tomará en cuenta la naturaleza de la violación alegada, la dificultad de reparación de los daños y perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su ejecución, los que la suspensión origine a terceros perjudicados y el interés público. Dicha suspensión deberá otorgarse respecto de las sentencias definitivas en materia penal al comunicarse la interposición del amparo, y en materia civil, mediante fianza que dé el quejoso para responder de los daños y perjuicios que tal suspensión ocasionare, la cual quedará sin efecto si la otra parte da contrafianza para asegurar la reposición de las cosas al estado que guardaban si se concediese el amparo, y a pagar los daños y perjuicios consiguientes;

XI. La suspensión se pedirá ante la autoridad responsable cuando se trate de amparos directos promovidos ante los Tribunales Colegiados de Circuito y la propia autoridad responsable decidirá al respecto. 
En todo caso, el agraviado deberá presentar la demanda de amparo ante la propia autoridad responsable, acompañando copias de la demanda para las demás partes en el juicio, incluyendo al Ministerio Público y una para el expediente. En los demás casos, conocerán y resolverán sobre la suspensión los Juzgados de Distrito o los Tribunales Unitarios de Circuito;

XII.- La violación de las garantías de los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 se reclamará ante el superior del tribunal que la cometa, o ante el Juez de Distrito o Tribunal Unitario de Circuito que corresponda, pudiéndose recurrir, en uno y otro caso, las resoluciones que se pronuncien, en los términos prescritos por la fracción 

VIII. Si el Juez de Distrito o el Tribunal Unitario de Circuito no residieren en el mismo lugar en que reside la autoridad responsable, la ley determinará el juez o tribunal ante el que se ha de presentar el escrito de amparo, el que podrá suspender provisionalmente el acto reclamado, en los casos y términos que la misma ley establezca;

XIII.- Cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, el Procurador General de la República, los mencionados Tribunales o las partes que intervinieron en los juicios en que dichas tesis fueron sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, a fin de que el Pleno o la Sala respectiva, según corresponda, decidan la tesis que debe prevalecer como jurisprudencia. Cuando las Salas de la Suprema Corte de Justicia sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo materia de su competencia, cualquiera de esas Salas, el Procurador General de la República o las partes que intervinieron en los juicios en que tales tesis hubieran sido sustentadas, podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, que funcionando en Pleno decidirá cuál tesis debe prevalecer. La resolución que pronuncien las Salas o el Pleno de la Suprema Corte en los casos a que se refieren los dos párrafos anteriores, sólo tendrá el efecto de fijar la jurisprudencia y no afectará las situaciones jurídicas concretas derivadas de las sentencias dictadas en los juicios en que hubiese ocurrido la contradicción;

XIV. Salvo lo dispuesto en el párrafo final de la fracción II de este artículo, se decretará el sobreseimiento del amparo o la caducidad de la instancia por inactividad del quejoso o del recurrente, respectivamente, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, en los casos y términos que señale la ley reglamentaria. La caducidad de la instancia dejará firme la sentencia recurrida;

XV. El Procurador General de la República o el agente del Ministerio Público Federal que al efecto designare, será parte en todos los juicios de amparo; pero podrán abstenerse de intervenir en dichos juicios, cuando el caso de que se trate carezca, a su juicio, de interés público;

XVI. Si concedido el amparo la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir la sentencia de la autoridad federal, y la Suprema Corte de Justicia estima que es inexcusable el incumplimiento, dicha autoridad será inmediatamente separada de su cargo y consignada al Juez de Distrito que corresponda. Si fuere excusable, previa declaración de incumplimiento o repetición, la Suprema Corte requerirá a la responsable y le otorgara un plazo prudente para que ejecute la sentencia. Si la autoridad no ejecuta la sentencia en el término concedido, la Suprema Corte de Justicia procederá en los términos primeramente señalados.

Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento substituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso. Igualmente, el quejoso podrá solicitar ante el órgano que corresponda, el cumplimiento substituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del acto lo permita.

La inactividad procesal o la falta de promoción de parte interesada, en los procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de amparo, producirá su caducidad en los términos de la ley reglamentaria.

XVII. La autoridad responsable será consignada a la autoridad correspondiente, cuando no suspenda el acto reclamado debiendo hacerlo, y cuando admita fianza que resulte ilusoria o insuficiente, siendo, en estos dos últimos casos, solidaria la responsabilidad civil de la autoridad con el que ofreciere la fianza y el que la prestare, y 

XVIII. (Derogada)

Juicio de Amparo. Nociones Previas y sus Reglas generales

JUICIO DE AMPARO. NOCIONES PREVIAS. El Problema de proteger las normas del orden jurídico contra su violación por parte de las personas jurídicas de carácter público, es sumamente difícil de resolver en la práctica, porque equivale a encontrar un medio para que la fuerza, el poder, quede sujetado por el Derecho, por el orden jurídico.

Como hace notar Ignacio Burgoa "casi hay tanto sistemas para esto como órdenes jurídicos concretos se consideren. Sin entrar en mayores detalles, señalaremos únicamente dos soluciones principales intentadas para el problema. Son estas:

Los sistemas de control político; y 

Los sistemas de control judicial. 

Una de las formas de los sistemas de control político ha consistido, en establecer una especie de cuarto poder, diverso del Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial. Este poder, a solicitud de cualquiera de los tres mencionados, examinaría la legalidad o ilegalidad constitucional de los actos del poder a quien se señalara culpable de violar la constitución, declarando nulo y privado de efectos tales actos constitucionales".

El sistema de control o protección conservadora del orden jurídico realizado mediante el poder judicial tiene muchas posibles variantes de detalle. En México es ese el sistema establecido básicamente en los Arts. 103 y 107. Hay una Ley de Amparo, que reglamenta estos artículos para hacerlos aplicables en la práctica.

Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución política de los Estado Unidos Mexicanos.

Carrillo Zalce define Juicio de Amparo como "Juicio o proceso que se inicia por la petición de cualquier persona sometida al poder del Gobierno, y orientada a que el órgano judicial federal invalide y prive de eficacia a cualquier acto de autoridad que por ser anticonstitucional o ilegal, le cause agravio en su persona o sus derechos"

La resolución que en su caso pronuncie dicho órgano judicial federal anulado el acto reclamado, solo valdrá para el caso concreto para el que se haya poder el amparo y protección de la justicia federal. Es decir, esa resolución no tendrá efectos generales no podrá aplicarse sin más a otro similares de la misma autoridad, sin que medie en cada caso la petición o demanda del individuo agraviado.

La enciclopedia Encarta Microsoft define Juicio de Amparo como "El juicio de amparo o juicio de garantías supone un medio de control de la constitucionalidad confiado a órganos jurisdiccionales, toda vez que el objeto de esta clase de juicio es resolver todas aquellas cuestiones que se susciten por leyes o actos que violen las garantías individuales; por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados; y por las leyes o actos de autoridades locales que invaden la esfera de la jurisdicción federal"

La enciclopedia Grolier define la Ley de amparo la cual "establece como jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia las ejecutorias o sentencias de la misma, funcionando en pleno siempre que lo resuelto en ellas se encuentre en cinco ejecutorias no interrumpidas por otra en contrario y que hayan sido aprobadas por lo menos por 14 ministros" por lo que se puede decir que la llamada jurisprudencia de la Corte puede interrumpirse o modificarse por resoluciones del mismo tribunal. Para que tal modificación surta efectos de jurisprudencia, se requiere que se expresen las razones que se tuvieron para variarla, las cuales deberán referirse a las que tuvieron presentes para establecer la jurisprudencia que se modifica. En México, la jurisprudencia de la Suprema Corte se convierte en obligatoria para todos los tribunales inferiores de la República, que deberán acatarla y aplicarla.

La enciclopedia Salvat define "Tribunal Constitucional, es un órgano judicial, existente en diversos estados constitucionales con ésta u otra denominación, que en el caso español es garante de la Constitución y de su supremacía sobre el resto del ordenamiento jurídico, y que tiene jurisdicción en todo el territorio nacional y es competente para conocer del recurso de inconstitucionalidad contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley, del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades fundamentales, de los conflictos de competencia entre determinados órganos del Estado y de las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes"

Los magistrados que integran este alto tribunal, que han de ser juristas de reconocida competencia y larga experiencia profesional, tendrán las incompatibilidades propias de los miembros del poder judicial y serán independientes e inamovibles en el ejercicio de su mandato.

Para interponer el recurso de inconstitucionalidad están legitimados en España, el presidente del gobierno, el Defensor del Pueblo, determinado número de diputados o senadores, los órganos colegiados colectivos de las comunidades autónomas y en su caso las asambleas de las mismas. Para interponer el recurso de amparo está legitimada toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el ministerio fiscal.

Las sentencias del Tribunal Constitucional se publicarán con los votos particulares, si los hubiere. Tienen el valor de cosa juzgada y no cabe interponer recurso contra ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente a todos. Excepto que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia de la ley en la parte no afectada por inconstitucionalidad.

Los preceptos que se estiman inconstitucionales se entienden eliminados o desestimados del ordenamiento jurídico y no procede que los apliquen los tribunales de justicia.

El Art. 107 en las primeras establece los lineamientos generales relativos al juicio de amparo, los fraccionamientos generales relativos al juicio de amparo, las fracciones posteriores se refieren a los fundamentos del procedimiento respectivo; sólo es procedente contra actos o leyes de las autoridades, nunca contra actos de los particulares se seguirá exclusivamente a solicitud de la parte agraviada y la sentencia se ocupará del caso concreto, refiréndose a individuos particulares limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin haber declaraciones generales respecto a la ley o acto que la motivó.

La ley de Amparo regula la materia y es reglamentaria de los Arts. 103 y 107 constitucionales

Autoridades que conocen del juicio de Amparo:

Suprema corte de Justicia de la Nación 

Tribunales Colegiados de Circuito. 

Juzgado de Distrito 

"El juicio de amparo comprende cinco materias o sectores, que aunque son regidos por reglas generales, poseen características diversas estos sectores obedecen a las distintas materias que regulan deacuerdo a lo afirmado por Héctor Fix".

El amparo como defensa de los derechos de libertad; esto quiere decir que protege al individuo contra actos que afecten su vida, libertad y dignidad personal, regulando en la ley correspondiente. Atendiendo a la gravedad de la violación reclamada se otorga facilidades en la interposición del juicio. 

El amparo contra leyes. Es aquel que se utiliza para proteger a las personas contra leyes inconstitucionales, determinando la desaplicación de la ley en el caso concreto, ya que las sentencias que se pronuncian en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales (privadas u oficiales) que los hubieran solicitado, limitándose a ampararlos o protegerlos si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda sin haber una declaración general respecto a la ley o acto que la motivare. 

Amparo en materia judicial; Tiene como finalidad el examen de legalidad de las resoluciones judiciales, de última instancia dictadas por todos los tribunales del país. También procede por violaciones cometidas durante la secuela del procedimiento siempre que afecten las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo y por violaciones de fondo efectuadas en las sentencias o laudos. 

Amparo Administrativo. Este es utilizado en contra de resoluciones o actos definitivos emanados de los órganos de la administración pública, cuando afecten a los derechos de los particulares. 

Amparo en Materia Agraria. En virtud de las reformas de 1962 a la constitución federal, la Ley de Amparo, se configuró un nuevo sector en la materia, con el propósito de crear un capítulo especial en materia agraria, que protege los aspectos comunales – ejidal y que señala un procedimiento especial para facilitar a los campesinos los trámites correspondientes. 

PARTES DEL JUICIO DE AMPARO.- Una de ellas es la parte agraviada, autoridad o autoridades responsables, posible tercero perjudicado y Ministerio Público. La primera es la solicitante del Amparo o quejoso, la afectada por la ley o actos de autoridad inconstitucionales; la autoridad responsable es la demanda contra quien se promueve el juicio; tercero perjudicado se llama a la persona o personas que tienen interés en la que subsistencia de la ley o acto que se combate y el Ministerio Público actúa como representante de la sociedad y el Ministerio Público actúa como representante de la sociedad, vigilando el correcto desarrollo en el juicio.

En cuanto al procedimiento, el amparo puede ser directo o indirecto se interpone ante la suprema Corte o los tribunales Colegiados, consta de una sola instancia. El indirecto se presenta en primera instancia ante el juez de distrito y en segunda en revisión ante la Suprema Corte o Tribunales Colegiados.

Por reforma del 29 de diciembre de 1983 a la Ley Federal de Amparo, se dispuso la imposición de multas en caso de que el promovente carezca del carácter con que se ostentó o por improcedencia del juicio en virtud de falta de jurisdicción del juez quien se promueve; las multas podrán imponerse al quejoso, a su apoderado o a su abogado.

El juicio carecería de eficacia si no se dictasen medidas precautorias, que son aquéllas que tiene por objeto mantener las cosas en el estado en que se encuentran para evitar la consumación de situaciones que no pudiesen repararse si se llevaran a efecto las infracciones reclamadas o para evitar daños graves a los solicitante del amparo.

Es a través de la suspención de los actos reclamados que se logra la protección correspondiente, suspensión que se decretará de oficio o a petición de parte; la primera tiene lugar sin que el agraviado lo solicite atendiendo a la gravedad del caso, por ejemplo, actos que imparten peligro de privación de la vida; la segunda se otorga a solicitud del interesado, ya que afecta a situaciones de menor gravedad.

Se tramita la suspensión del acto reclamado en dos etapas: provisional y definitiva. La provisional pretende que las cosas se mantengan en el estado que guardan, hasta que se dicte la suspención definitiva, por lo tanto, puede autorizarse de inmediato. La suspensión definitiva se niega o se otorga después de un procedimiento sumamente breve, tomado en consideración los elementos del caso y después de oír a las partes"

Ahora bien en la Ley de amparo reglamentaria de los articulo 103 y 107 de la constitución política de los Estados Unidos podemos derivar la llamada LEY DE AMPARO

LIBRO PRIMERO, del amparo en general, título primero, reglas generales.

"Capítulo I. Disposiciones fundamentales

Art. 1º El juicio de amparo tiene por objetivo resolver toda controversia que se suscite: 

Por leyes actos de la autoridad que violen las garantías individuales 

Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados; 

Por leyes o actos de las autoridades de éstos que invadan la esfera de la autoridad federal." 

En la ley de Amparo dice sobre el art. 2º y 3º:

"Art. 2º El juicio de amparo se substanciará y decidirá con arreglo a las formas y procedimientos que se determinan en el presente libro, ajustándose, en materia agraria, a las prevenciones específicas a que se refiere el libro segundo de esta ley.

Art. 3º En los juicios de amparo todas las promociones deberán hacerse por escrito, salvo las que se hagan en las audiencias y notificaciones, así como en las comparecencias a que se refiere el artículo 117 de esta ley. Las copias certificadas que se expidan para la substanciación contribución alguna.

Art. 3º bis. Las multas previstas en esta ley se impondrán a razón de días de salario. Para calcular su importe se tendrá como base el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de realizarse la conducta sancionada.

El juzgador sólo aplicará as multas establecidas en esta ley a los infractores que, a su juicio, hubieren actuado de mala fe. Cuando con el fin de fijar la competencia se aluda al salario mínimo, deberá entenderse el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal al momento de presentarse la demanda de amparo o de interponerse el recurso."

CAPITULO V. El quejoso, la autoridad responsable y el acto reclamado.

A) EL QUEJOSO.

Ahora bien continuando con la investigación debemos tomar mucho en cuenta de que el juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien se le es afectado; al referirnos al afectado es que ha sido perjudicado por la autoridad y este debe ser por el acto o la ley que se reclama. A este se le ha designado como quejoso.

El Quejoso, León Orantes define "Quejoso es, pues, el individuo o persona moral en cuyo daño se lleva a cabo el hecho violatorio de la Constitución"

Pues, bien al hablar de quejoso, la calidad de la da el llamado perjuicio; quien resienta el perjuicio del acto reclamado este tiene el carácter de quejoso. El perjuicio del acto reclamado tiene el carácter de quejoso. Ahora derivamos lo que es el perjuicio indirecto (que es también conocido como agravio indirecto) ya que en este no da ningún derecho al que lo sufra para ocurrir al juicio de amparo, por lo tanto se dice que de aquí es donde a partir de ese momento en donde se iniciará a petición de la que es considerada parte agraviada, o sea, perjudicada en pocas palabras, en donde no puede reconocerse tal carácter a quien en nada perjudique el acto que reclama.

La conducta procesal del quejoso en el Juicio de Amparo, es contradictoria a la de la autoridad responsable. Con la demanda del quejoso afirma que existe un acto que reclama y que es violatorio de las garantías individuales. Para que el quejoso pueda gozar del beneficio de la suspensión, sea provisional o definitiva, debe cumplir con todos los requisitos que, como condiciones para este efecto, se le señalan.

B) LA AUTORIDAD RESPONSABLE

Para empezar bien esta parte debemos entender primero lo que es la autoridad, en la enciclopedia Autodidacta Quillet dice: "La autoridad en el amparo comprende a todas aquellas personas que disponen de la fuerza pública, en virtud de circunstancias, ya legales, ya de hecho, y que por lo mismo estén en posibilidad material de obrar como individuos que ejerzan actos públicos, por el hecho de ser pública la fuerza que disponen; entonces de ahí pueda denominarse autoridad a la persona revestida de algún poder"

            En el artículo 11 de la Ley de Amparo indica que es autoridad responsable la que dicta u orden, ejecuta o trata de ejecutar el acto reclamado, Ahora bien debo mencionar un punto importante en que los actos de particulares que lesionen las garantías individuales, caen bajo la sanción del Código Penal.

Volviendo con la autoridad responsable esta puede adoptar dos posturas: la primera, es el negar el acto reclamado, y la segunda, afirmar que existe el acto reclamado y que es constitucional; de ahí que se afirme, que la actitud procesal del quejoso sea contradictoria a la de la autoridad responsable.

C) EL ACTO RECLAMADO

En este parte Burgoa define el acto reclamado como: "Cualquier hecho voluntario, consciente, negativo o positivo, desarrollado por un órgano del Estado, consistente en una decisión o en una ejecución o en ambas conjuntamente, que produzcan una afectación en situaciones jurídicas o fácticas dadas, y que se impongan imperativamente"

Ahora bien como el primer elemento debe ser un hecho voluntario, por lo que debe existir una autoridad, esto es, una persona con las grandes facultades decisorias o mejor dicho, ejecutorias, de quien proceda la manifestación de la voluntad, dada a conocer por una decisión, o una ejecución material o ambas conjuntamente, que se traduzca en una actuación positiva, es decir, en un hacer, o negativa, en un no hacer o abstención, y que, por último, afecte a situaciones jurídicas de hecho.

El decir sobre el acto reclamado estamos hablando que es uno de los puntos fundamentales del juicio de Amparo, como primer punto.

Este se dice que es el acto el que el quejoso imputa en su demanda a la autoridad responsable y sostiene que es violatorio de sus famosas y conocidas garantías individuales, este acto mencionado debe ser hecho de una autoridad, luego entonces no procede el amparo contra actos de particulares, por más malo y violatorios sean a las garantías individuales. Para continuar debo mencionar que la autoridad debe en primer ser nacional, o sea, que forma parte de hecho, de nuestra organización política y legal; luego entonces los actos de autoridades extranjeras, no hacen que se realiza o se empiece con el Juicio de Amparo.

El autor Rómulo Rosales clasifica los actos de cómo: "Los actos podemos clasificarlos de la siguiente forma o manera:

Actos Positivos. El hacer algo, el realizar una conducta externa manifiesta en cualquier género de actividad humana. Tales son los actos positivos. Contra éstos baje el amparo para dejarlos sin efecto y restituir al quejoso en su garantía violada. También procede la suspensión para mantener las cosas en el esta que guardan. 

Actos negativos. El no hacer o no realizar una conducta a que está obligada una autoridad por mandato legal, es lo que debe entenderse por acto negativo. Es la clásica omisión, el no cumplir con un deber legal. Contra estos actos cabe el amparo para obligar a la autoridad a ejecutar o realizar el acto omitido. No procede la suspensión, porque ésta no tiene efectos restitutorios. 

Actos simples o complejos. Son simples los que consisten en una sola acción y complejos los que están formados de varios actos vinculados entre sí, concatenados en tal forma que todos juntos forman una unidad en la continuidad. 

El acto simple cabe el amparo y la suspensión 

En el acto complejo también y la suspensión sólo procede contra el último acto de ejecución; por ejemplo, el remate. 

El término para la intervención del amparo, tratándose de actos de tractos sucesivos, comienza a correr cuando concluye el acto o sea al terminar el proceso que lo constituye. 

Actos pasados. Si se trata de actos consumados de manera irreparable no procede el amparo por la imposibilidad física, que no legal, de restituir al quejoso en el goce de sus garantías violadas, por lo tanto, debe sobreseerse en el juicio. 

Actos presentes. Estos son los actos no ejecutados pero ordenados o parcialmente ejecutados, cuando son positivos. Procede el amparo y la suspensión para mantener las cosas en el estado que guardan. También los presentes los actos negativos. Contra éstos procede el amparo y no la suspensión. 

Actos de inminente ejecución. Son aquellos que aunque no presentes por lógica necesidad y dados los antecedentes surgirán de un momento a otro y pueden ser negados por las autoridades responsables. Contra estos actos procede el amparo y la suspensión como fuese presentes. 

Actos futuros y simplemente probables. Son aquellos que como su mismo nombre lo dice pueden ser o no ser, por consideraciones físicas o legales" 

A través de la investigación encontramos esta información la cual es muy interesante en donde con argumentos se desarrollan los actos contra estos actos no procede el amparo como tampoco la suspensión.

De la suprema Corte de Justicia. No procede el amparo y menos la suspensión. 

De los tribunales Colegiados. No procede el amparo y menos la suspensión 

De los presidentes de Casillas, Juntas Computadoras o Colegio electoral en materia de elecciones. No procede el amparo porque sus actos son actos políticos en contra de los cuales no procede el Juicio de Amparo 

Ahora bien también están los actor por razón de la conformidad del quejoso estas se dividen en:

Consentidos, hay que hacer énfasis en esta palabra ya que no nos estamos refiriendo a la palabra vulgar y prosaica que cualquier persona conocer si no consentido en un sentido jurídico y manejado en Juicio de Amparo no estamos refiriendo a aquellos en que el quejoso, expresa o tácitamente los llega a aceptar. No procede el amparo 

Actos derivados de actos consentidos. Son aquellos que implican una consecuencia de otros actos anteriores que fueron. Ahora bien en el Juicio de Amparo contra estos actos lo que hace es que sólo es improcedente cuando se impugnan por razón de vicios propios, sino porque inconstitucionalmente se hace depender de la del acto de que se derivan. 

Actos que afectan a terceros o extraños. Los actos ejecutados dentro o fuera del juicio que afectan a personas extrañas al hecho proceden el amparo y la suspensión, siendo obligación del quejoso en ambos casos demostrar aunque sea su interés jurídico. Para finalizar un punto que se va a tocar es el decir que cuando el acto reclamado, en pocas palabras no existe, porque la autoridad responsable lo haya negado y el quejoso no ha demostrado lo contrario, se estima que no hay materia en el juicio y procede el sobreseimiento de conformidad con la fracción IV del artículo 74 de la Ley de Amparo. 

 El Tercero perjudicado

Ahora bien el llamado Tercero perjudicado nos estamos refiriendo que es parte en el juicio. "El art. 5º de la Ley de amparo señala quienes tiene ese carácter: a) La contraparte del agraviado cuando el acto reclamado emana de un juicio o controversia que no sea del orden penal, o las partes (actor y demandado) en el mismo juicio cuando el amparo sea promovido por persona extraña al procedimiento;

b) El ofendido o las personas, que conforme a la ley, tengan derecho tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en su caso, en los juicios de amparo, promovidos contra actos judiciales del orden penal, siempre que éstos afecten dicha reparación o responsabilidad.

La persona o personas que hayan gestionado a su favor el acto contra él que se pida amparo, cuando se trate de providencias dictadas por autoridades distintas de la judicial o del trabajo". 

Ahora bien cuando se empieza a hablar del tercero perjudicado y cuando este existe, debe ser llamado a juicio emplazándolo personalmente; por lo tanto, es obligación del quejoso, según lo exige como requisito de la demanda el art. 116 de la Ley de amparo, el cual dice "La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresará:

El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre; 

El nombre y domicilio del tercero perjudicado..." 

Entonces como se acaba de mostrar, cuando el quejoso no cumple con esta obligación, según lo exige como requisito de la demanda el art. 116 de la Ley de amparo, este acto involuntario no libra a la persona que tenga el derecho de gestionar lo conducente, para que le sea reconocida; y si en uso de ese derecho hace promociones ante el Juez del amparo, este deberá atenderlas en los términos de la ley de Amparo, ya que de los contrario el juicio de garantías podría seguirse sin escuchar a una de las partes del Juicio de Amparo.

La calidad del Tercero perjudicado puede presentar en cualquier momento del juicio y debe ser emplazado de su existencia; pero este al comparecer, se sujetará al estado en que se encuentra el Juicio de Amparo.

A) EL TERCERO PERJUDICADO EN MATERIA CIVIL.
Ahora bien Arrellano García hace referencia sobre el Tercero Perjudicado en materia civil dice: "El tercero perjudicado como lo indica la fracción primera del art. 5º de la Ley de amparo, debe entenderse en el sentido de considerar tercero perjudicado, a todos los que tengan derechos opuestos a los del quejoso e interés por el mismo, en que substancia el acto reclamado, pues de otro modo se le privará su oportunidad de defender sus prerrogativas que pudieran proporcionales el acto o resolución, motivos de la violación alegada".

B) EL TERCERO PERJUDICADO EN MATERIA PENAL
Como se ha investigado en este tipo de casos el interés del tercero perjudicado debe fincarse en el derecho a la reparación del daño que le ocasionaron. En aquellos amparos solicitados por el procesado o por otra persona, que tenga por objeto estudiar constitucionalmente todo lo relativo a la reparación del daño debe llamarse a la juicio como tercero perjudicado a la parte ofendida en el proceso. Esto quiere decir que el ofendido en pocas palabras en el proceso tiene la calidad de tercero perjudicado en el amparo, sin tener la intervención en nada que signifique ejercicio de la acción penal que incumbe al Ministerio Público por determinación constitucional.

C) EL TERCERO PERJUDICADO EN MATERIA CIVIL

Ahora bien, en los amparos en materia administrativa, debe conceptuarse como tercero perjudicado a la persona que haya dicho ese dicho acto reclamado, ahora bien de ahí que, en aquellos casos en que los actos han sido seguidos de oficio por las autoridades a quienes se señalan como responsables, no pueda tenerse a nadie como tercero perjudicado. En lo amparos que se llega a realizar contra el Tribunal fiscal de la Federación, tiene el carácter de tercero perjudicado la Secretaria de Hacienda.

Un punto interesante a mencionar es que el quejoso también puede demandar al tercero perjudicado el pago de los daños y perjuicios, exigéndose los requisitos para la procedencia de la acción, excepto los primeros dos.

La suspensión como parte del Juicio de Amparo

La suspención como una parte de Amparo, también deber ser interpretada en función de este objeto, porque a través de él se encuentra su justificación, o mejor dicho su explicación: La suspensión conserva la materia del juicio, evita que se sigan causando perjuicios al quejoso, facilita la restitución de la garantías violada, impide que se consuma la violación de las garantías o que se cometan perjuicios. 

Chavez Padrón hace referencia sobre la suspensión en donde dice: "La suspensión es el que llega a mantener las cosas en el estado que guarda, esto es, suspende el acto reclamado en el estado en que se encuentra en el momento de la notificación a las responsable, impidiendo que éstas lo ejecuten en vías de ejecución; de ahí que, al igual que en el juicio principal, la dinámica de la suspensión esté en relación directa con la naturaleza del acto reclamado"

Ahora bien ya que menciona la suspención del acto reclamado es uno de los momentos procesales más importante del juicio constitucional. Como dice Rómulo Rosales: "Si el acto reclamado es positivo, es decir, activo, conducta que se desplaza en un hacer, la suspensión viene a impedir que esta conducta continúe, que se suspenda ese "hacer". En cambio cuando el acto negativo, "un no hacer", es decir, cuando la autoridad se abstiene de hacer algo de lo que está obligada cuando no actúa observando una conducta pasiva, la suspensión no tiene objeto, no hay nada que suspender, la abstención no puede ser objeto de ninguna suspensión, de ahí que en estos casos no proceda concederla.

Por otra parte, cuando el acto se ha consumido, cuando se ha ejecutado, cuando se a realizado la conducta de la autoridad, tampoco tiene caso la suspensión, ésta sería, inoperante, inoficiosa ante una conducta realizada, ejecutada, por cuanto la suspensión no tiene efectos restitutorios que son propios de la sentencia.

El acto declarativo, tampoco admite o consiste la suspensión, pues una simple declaración, afirmación o manifestación de voluntad que no traiga como consecuencia ningún principio de ejecución, no puede ser suspendida porque carecería de objeto; lo contrario sucedería si existiera ese principio de ejecución."

De las sentencias, de los recursos y la ejecución de las sentencias

Para entender este capítulo el lector debe conocer la definición de la Sentencia en donde Alfredo de la Cruz Gamboa define como "La sentencia, se entiende como la resolución llevada a cabo por el órgano jurisdiccional que pone fin a un procedimiento judicial. La sentencia contiene una declaración de voluntad del juez o tribunal en la que se aplica el Derecho a un determinado caso concreto, es condenatoria o estimatoria cuando el juez o tribunal acoge la pretensión del demandante, es decir, cuando el dictamen del juez es favorable al demandante o denunciante. Por el contrario, la sentencia es absolutoria o desestimatoria cuando el órgano jurisdiccional da la razón al demandado o denunciado. Son sentencias firmes aquéllas que no admiten contra ellas la interposición de algún recurso ordinario o extraordinario. Se contraponen a las no firmes o recurribles o también llamadas definitivas que son aquellas contra las que cabe interponer recurso. ".

II. LOS RECURSOS

Según lo dispuesto por el art. 81 de la Ley de Amparo no se admitirá más recursos que los de revisión, queja y reclamación.

La revisión; los recursos proceden en el Amparo indirecto contra actos o resoluciones de los Jueces de Distrito y se tramita ante los tribunales Colegiados y el H. Suprema Corte de Justicia: 

a) Materia del recurso ante los Tribunales Colegiados;

Contra los autos que desechen o tengan por no interpuesta la demanda 

Contra los autos que concedan o nieguen la suspensión definitiva. 

Contra los autos de sobreseimiento dictados fuera de audiencia constitucional 

Contra la interlocutora que niegue la reposición de autos 

Contra los autores emitidos en la audiencia constitucional 

Contra sentencias pronunciadas en la audiencia que ampare 

Materia del recurso ante la Suprema Corte de Justicia 

En el amparo indirecto la revisión la conocerá y resolverá la H. Suprema Corte de Justicia 

Contra las sentencias pronunciadas en la audiencia por lo Jueces de Distrito que resuelvan sobre la constitucionalidad de la leyes federales o locales 

Cuando el amparo se trate de invasión de soberanías 

Facultad de atracción 

La suprema Corte de Justicia tiene la facultad de pedir de oficio aquellos amparos en revisión que por sus características especiales y su importancia deben ser resueltos por ella a petición. 

Condiciones para interponer el recurso de revisión 

Se planteará por escrito y con copias necesaria una de las partes, ante el Juez de Distrito en el amparo indirecto o ante el Tribunal Colegiado en el amparo directo. 

El plazo para interponer el recurso será de diez días contados 

Interposición del recurso de revisión contra las sentencias que afecten el acto 

En el escrito en que se interponga el recurso de revisión se expresará los agravios que cause resolución o sentencia impugnada 

Cuando fallen copias se requiera al recurrente para presente omitidas 

Desechamiento del recurso 

- El único que permite la ley para tener por no interpuesto el recursos, es cuando el quejoso o la autoridad responsable, no exhibe copias simples del escrito de revisión

EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS

Queja por exceso o defecto en el cumplimiento 

Indebida ejecución: En el art. 95 estable la procedencia de la queja contra las autoridades responsable por EXCESO o DEFECTO en la ejecución de las sentencias dictadas en los juicios de amparo, cuando se haya concebido la protección constitucional. 

Ahora bien como lo plantea el autor Cervantes Federico, "En este caso, la queja deberá interponerse por escrito ante el Juez de Distrito, acompañado una copia para cada una de las responsables contra quienes se promueva y para cada una de las partes en el mismo Juicio. Para dejar la ejecución en sus justos términos, la ley ha señalado un procedimiento que permite oír a las partes a fin de que el Juez pueda determinar si hubo exceso o defecto de la Ejecución"

Ahora bien, para complementar con esto debemos comentar que la Sentencia interlocutoria; es la que resuelve la queja, en donde el Juez debe hacer una proposición mental, entre los solicitados en la demanda y lo concedido en la sentencia por una parte, y lo ejecutado por las responsables por otra, según se acredite con el informe o con las pruebas del quejoso, y de ellos concluir su hubo exceso o defecto. 

La queja por incumplimiento; o sea negativa a cumplir en donde la ley establece que si dentro de 24 horas no quedare cumplida la ejecutoria o no se encontrare en vías de ejecución, el Juzgado de Distrito 

Materia del Juicio de Amparo

JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 

Pues bien, el poder judicial de la Federación, es quien vigila y mantiene la supremacía constitucional analizando los actos de las autoridades que la vulneren y sometiéndolos a los justos cauces constitucionales, mediante el juicio de Amparo

La enciclopedia Encarta dice "La ley de amparo establece como jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia las ejecutorias o sentencias de la misma, funcionando en pleno siempre que lo resuelto en ellas se encuentre en cinco ejecutorias no interrumpidas por otra en contrario y que hayan sido aprobadas por lo menos por 14 ministros. La jurisprudencia de la Corte puede interrumpirse o modificarse por resoluciones del mismo tribunal. Para que tal modificación surta efectos de jurisprudencia, se requiera que se expresen las razones que se tuvieron para variarla, las cuales deberán referirse a las que tuvieron presentes para establecer la jurisprudencia que se modifica. En México, la jurisprudencia de la Suprema Corte se convierte en obligatoria para todos los tribunales inferiores de la República, que deberán acatarla y aplicarla." Por lo que es importante tomar en cuenta estos argumentos significativos.

AMPARO INDIRECTO 

Este amparo se tramita ante el C. Juez de Distrito y excepcionalmente ante autoridades del fuero común como autoridades auxiliares o concurrentes.

Como lo indica el art. 114 de la Ley de amparo el amparo indirecto se pedirá ante el C. Juez de Distrito. El cual dice "Art. 114. El amparo se pedirá ante el juez de Distrito: 

Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estado, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso; 

Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, como indica en estos casos, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia; 

Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido. 

Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de posible reparación 

Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería; 

Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los estados, en los casos de las fracciones II y III del art. 1 de esta ley. 

Ahora bien en el art. 115 de la ley de amparo señala que salvo los casos a que se refiere la fracción V que antes se menciona, el Juicio de amparo sólo podrá promoverse contra resoluciones judiciales del orden civil, cuando la resolución reclamada sea contraria a la ley aplicable o a su interpretación contenida.

C) MATERIA PENAL, la ley orgánica del Poder Judicial de la federación señala la competencia de los jueces de Distrito y así tenemos que el artículo 51, fracción III señala que los jueces de Distrito en materia penal conocerán: De los juicios de amparo que promuevan contra resoluciones judiciales del orden penal, contra actos de cualquier autoridad que afecten la libertad personal, salvo que se trate de correcciones disciplinarias o medias de apremio impuestas fuera del procedimiento penal.
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ELEMENTOS DE QUE SE COMPONE EL ACTO JURÍDICO.





			ELEMENTOS ESENCIALES, EXISTENCIA.


CONSENTIMIENTO.


OBJETO.


SOLEMNIDAD


(RECONOCIMIENTO DE LA NORMA)	


ACTO JURÍDICO.





			ELEMENTOS DE VALIDEZ.


CAPACIDAD.


AUSENCIA DE VICIOS.


OBJETO Y CAUSAS LÍCITOS.


FORMA.		








�     La palabra jurisdicción deriva de las siguientes raíces latinas: Iurisdictio, iurisdictionis: “poder o autoridad que tiene alguien para gobernar y poner en ejecución las leyes o para aplicarlas en juicio”  Jus: derechos   Dicere: proclamar, declarar, decir


� MANUAL DEL JUSTICIABLE, Elementos de Teoría General del Proceso, SCJN, Poder Judicial de la Federación, México 2003, pág. 52.


� ARELLANO GARCÍA, Carlos, TEORÍA GENERAL DEL PROCESO, tercera edición, Ed. Porrúa, México 1989, pág. 346.


� OVALLE FAVELA, José, TEORÍA GENERAL DEL PROCESO, Ed. Harla, México, 1996, págs. 110, 111.


� ALSINA, Hugo, TRATADO TEÓRICO PRÁCTICO PROCESAL CIVIL Y COMERCIAL, Ed. Ediar, Buenos Aires, 1963, págs. 426 – 428.


� MANUAL DEL JUSTICIABLE, Elementos de Teoría General del Proceso, SCJN, Poder Judicial de la Federación, México 2003, págs. 53 – 55.


� Se basa en la existencia o inexistencia de una controversia.


� Se basa en función del nivel de gobierno al que pertenecen los órganos jurisdiccionales.


� Jurisdicción militar


� KELLEY HERNÁNDEZ, Santiago Alfredo, TEORÍA DEL DERECHO PROCESAL, Ed. Impre-Jal, México 1997, pág. 70.


� KELLEY HERNÁNDEZ, Santiago Alfredo, TEORÍA DEL DERECHO PROCESAL, Ed. Impre-Jal, México 1997, pág. 82.


� competentia: aptitud, idoneidad.


� MANUAL DEL JUSTICIABLE, Elementos de Teoría General del Proceso, SCJN, Poder Judicial de la Federación, México 2003, pág. 57.


� MANUAL DEL JUSTICIABLE, Elementos de Teoría General del Proceso, SCJN, Poder Judicial de la Federación, México 2003, págs. 58 – 61.


� OVALLE FAVELA, José, TEORÍA GENERAL DEL PROCESO, Ed. Harla, México, 1996, pág. 135.


� Fundamento art. 107 V, VII CPEUM


� Cuestión: latín quaestio, -onis “pregunta que se hace o se propone para averiguar la verdad de una cosa controvirtiéndola” o “punto o materia dudosos o discutibles”.


� MANUAL DEL JUSTICIABLE, Elementos de Teoría General del Proceso, SCJN, Poder Judicial de la Federación, México 2003, pág. 61 – 64.


� Artículo 168 cpcj


� MANUAL DEL JUSTICIABLE, Elementos de Teoría General del Proceso, SCJN, Poder Judicial de la Federación, México 2003, pág. 62.


� KELLEY HERNÁNDEZ, Santiago Alfredo, TEORÍA DEL DERECHO PROCESAL, Ed. Impre-Jal, México 1997, pág. 93.


� KELLEY HERNÁNDEZ, Santiago Alfredo, TEORÍA DEL DERECHO PROCESAL, Ed. Impre-Jal, México 1997, pág. 95.


� Art. 21 VI, VII LOPJF es la SCJN a través de sus Salas quien resolverá los conflictos entre los tribunales federales.


� Art. 106 CPEUM


� Diccionario de Derecho Procesal Civil. Pag. 640


� Picardi.


� Ovalle Favela José. Juicio Diccionario


� Peña y Peña Manuel, Lecciones de practica forense mexicana, México Imprenta a cargo de Juan Ojeda.


� ASJF-1985 Cuarta parte, Tesis 168, p. 508


� Noriega, alfonso, Lecciones de amparo, México, Porrúa, 1975.


� Noriega Alfonso Lecciones de Amparo.


� Alcala-Zamora y Castillo Niceto, cuestiones de terminología procesal, México, UNAM, 1972.


� Calamandrei


� Pueden nacer y extinguirse continuamente procesos concretos pero la idea de actuación de pretensiones fundadas sigue siempre en pie.


� Su realidad se determina no por la actitud de las voluntades a las que se debe la actividad que lo integra, sino por la significación de la idea objetiva superior a dichas voluntades.


� Aplicación.


� Tiene vida y condiciones propias fundada en normas distintas de las afirmadas por las partes.


� Comprende un conjunto indefinido de derechos y obligaciones.


� Deriva de normas que regulan una actividad publica.


� Art. 3 CFPC.


� Millar


� La iniciativa del proceso esta reservada a los particulares.


� La iniciativa del proceso se confiere al órgano jurisdiccional.


� Art. 131 del C.P.C del Estado


� Art. 297 CPC para el Estado.


� Art 67 y 79 C.P.C. J


� La pretensión de hacer valer o puede contar con la protección judicial mientras no deduzca una acción.


� Exposición de los hechos y aportación de la prueba, porque el juez no puede fundarse en hechos no afirmados por las partes o aunque afirmados no han sido reconocidos y en su defecto, comprobados.


� Si dejan transcurrir los términos fijados por la ley sin deducir oposición, los autos quedan firmes y no puede volverse sobre los mismos.


� Comprende el ejercicio de la acción., pruebas, alegatos y sentencia


� Formula alegatos. Énfasis al juez.


� Parte actora.


� Parte demandada


� pluralidad de actores o demandados


� proceso con pluralidad de partes.


� Pluralidad de procesos.


� Legitimatio ad processum


� Enajenación de la cosa litigiosa (entre vivos)


� Los sujetos de la relación  substancial con los  mismos, pero el derecho no o ejerce el titular original, solo un tercero en su propio interés.


� Padres, curadores, tutores.


� VIZCARRA DÁVALOS, José, TEORÍA GENERAL DEL PROCESO,  Ed. Porrúa, México 1197, pág. 252


� Ibidem, pag. 254


� ENCICLOPEDIA JURÍDICA OMEBA, Ed. Driskill,  Buenos Aires, Argentina, pág. 983.


� DICCIONARIO ENCICLOPÉDICO DE DERECHO USUAL, Tomo III, Ed, Heliasta, 21º. Edición 1989, Buenos Aires, Argentina, pág. 38, 39.


� Ibidem, Tomo I, pág. 416


� VIZCARRA DÁVALOS, José, ob. cit. pág. 254 


� KELLEY HERNÁNDEZ, Santiago Alfredo, TEORÍA DEL DERECHO PROCESAL,  Ed. Impre-Jal, México, 1997, pág. 170.


� VIZCARRA DÁVALOS, José, ob. cit. pág. 255


� Deriva del latín probo (bueno, honesto) y probandum (recomentdar, aprobar, experimentar, hacer fe).


� Objeto: es todo lo que puede ser materia de conocimiento o sensibilidad de parte del sujeto, incluso este mismo.


� MANUAL DEL JUSTICIABLE, Elementos de Teoría General del Proceso, SCJN, Poder Judicial de la Federación, México 2003, pág. 83.


� OVALLE FAVELA, José, TEORÍA GENERAL DEL PROCESO, Ed. Harla, México, 1996, pág. 315.


� KELLEY HERNÁNDEZ, Santiago Alfredo, TEORÍA DEL DERECHO PROCESAL, Ed. Impre-Jal, México 1997, pág. 157.


� La verdad es la adecuación del pensamiento con el objeto.    La verdad legal es a la que llegó el juez mediante el proceso y declaró en la sentencia.


� MANUAL DEL JUSTICIABLE, Elementos de Teoría General del Proceso, SCJN, Poder Judicial de la Federación, México 2003, pág. 83.


� MANUAL DEL JUSTICIABLE, Elementos de Teoría General del Proceso, SCJN, Poder Judicial de la Federación, México 2003, pág. 84 - 86.


� Artículo 289 cpcj


� El derecho entendido como un conjunto de normas jurídicas heterónomas, coercibles e irrenunciables, destinadas a asegurar la preponderancia del orden en la sociedad no debe ser objeto de prueba, sino de interpretación.


� OVALLE FAVELA, José, TEORÍA GENERAL DEL PROCESO, Ed. Harla, México, 1996, pág. 321.


� Es en el sentido concreto en que se puede entender a la prueba, es la puesta en práctica de diversos medios tendientes a convencer al juzgador sobre la verdad de un hecho o un derecho alegado.


� KELLEY HERNÁNDEZ, Santiago Alfredo, TEORÍA DEL DERECHO PROCESAL, Ed. Impre-Jal, México 1997, pág. 159.


� OVALLE FAVELA, José, TEORÍA GENERAL DEL PROCESO, Ed. Harla, México, 1996, pág. 322.


� Artículo 298 cpcj


� MANUAL DEL JUSTICIABLE, Elementos de Teoría General del Proceso, SCJN, Poder Judicial de la Federación, México 2003, pág. 88 – 91.


� Artículo 308 – 328 cpcj.


� Artículos 329 – 350 cpcj.


� Se subdividen en documentos públicos: emitidos por una autoridad, y los documentos privados: son los extendido por particulares.


� Artículo 351 – 359 cpcj.


� Se trata de un experto en determinada materia, un especialista,  quien va a establecer un peritaje en donde rinda un dictamen al respecto.


� Artículo 360, 361 cpcj.


� Artículo 362 – 380 cpcj.


� Son las personas que tienen conocimiento de los hechos que las partes desean probar a través de su testimonio, el cual versa sobre hechos presenciados directa o indirectamente.


� Los testigos pueden ser: presenciales, de oídas e instrumentales.


� Presunción deriva del latín praesumptio, -onis: “acción y efecto de probar” o “cosa que por ministerio de la ley se tiene como verdad”.


� Artículo 387 – 391 cpcj.


� Se divide en legal: son las que la ley prevé expresamente, y pueden (iuris tantum) o no admitir (iuris et de iure) prueba en contrario; la presunción humana: es el razonamiento que hará el juez dentro del proceso, partiendo de un hecho probado, para llegar a tener por cierto otro.


� Un ejemplo sería la observación que hace el juez respecto de un daño.


� KELLEY HERNÁNDEZ, Santiago Alfredo, TEORÍA DEL DERECHO PROCESAL, Ed. Impre-Jal, México 1997, pág. 168.


� COUTURE, Eduardo J., FUNDAMENTOS DE DERECHO PROCESAL CIVIL, tercera edición, Ed. Nacional, pág. 241.


� CALAMANDREI, Piero, DERECHO PROCESAL CIVIL, tomo I, Ed. Pedagógica Iberoamericana, pág. 341.


� OVALLE FAVELA, José, TEORÍA GENERAL DEL PROCESO, Ed. Harla, México, 1996, pág. 321, 322.


� Artículo 287 cpcj


� Existen antes de iniciado el proceso.


� Se dan cuando el proceso ya se inicio.


� Inspección judicial


� Confesión, testimonial.


� No implican que el juzgador efectúe alguna operación racional para aprehender el objeto de la prueba.


� KELLEY HERNÁNDEZ, Santiago Alfredo, TEORÍA DEL DERECHO PROCESAL, Ed. Impre-Jal, México 1997, pág. 167.


� Legislación laboral.


� Artículo 392 – 417 cpcj.


� Legislación mercantil.


� Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Jalisco.


� VIZCARRA DAVALOS, José, TEORÍA GENERAL DEL PROCESO, Ed. Porrúa, México, 1997, pág. 218.


� Artículo 418 cpcj.





